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Testinionios Reales Ni Las Prusbas

No Se Two En Cuenta Los 
Recaudadas Per Parte De La Demandante Y Sus Agentes.

Uiso de aiads, tiene per cAjeto que SEVOQUE la sentencia 
fecha '39 de diciembre tie 2P20, fsotilieadaEl re

dictada ptjr su despacbo en 
en Estado cc feebe 11 * dicmbic de 2020 emo de 2014, mmsnte 
(a ml 5u dspacho 0ECLA.RO NO .fROSADAS Wen5io,nes rie la

Demanda. Fa'pei Uvi .1 Ra:',,'
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1. Se causo un acodente en ei cual estuvieron to paries, ei menor
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SENORA
3UEZ TERCERO 
BOGOTA D.C.

CIVIL DEL CIRCUITO TRANSITORIO DE

D.S.E.

REF.: ORDINARIO DE COMPANERA PERMANENTE N<^ 2013-053.
DE : DORIS FORERO GUACANEME
CONTRA: JORGE EDUARDO BOADA ROJAS, MILTON GONZALEZ 

DELGADILLO Y EXPRESO LA SABANA

PRESENTO RECURSO DE APELACION CONTRA LA 
DICIEMBRE DE 2020, NOTIFICADA PORASUNTO:

SENTENCIA DE FECHA 9 DE 
ESTADO EL 11 DE DICIEMBRE DE 2020

NATALIA DEL PIUR DE DIEGO PALENCIA, obrando en 
condicidn de apoderada especial de la senora DORIS FOREFO 
GUACANEME, quien obran en el expediente en su DRMANDANTE Y 
AFECTADA CON EL ACCIDENTE DE TRANSITO QUE LE CAUSARA LA 
MUERTE A SU MENOR, HIJO, PARA ESE ENCES NELSON MAURICIO 
RAMOS FORERO, ACCIDENTE OCURRIDO EL 1 DE OCTUBRE DE 2005 
EN LA VIA QUE CONDUCE DE EL MOSQUERA A EN LA VIA BOGOTA 
FACATATIVA- via que para la epoca de los hechos era de doble via.

mi

I.- FUNDAMENTOS DEL RECURSO DE APELACION.

No Se Tuvo En Cuenta Los Testimonios Reales Ni Las Pruebas 
Recaudadas Por Parte De La Demandante Y Sus Agentes;

El recurso de alzada, tiene por objeto que REVOQUE la sentencia 
dictada por su despacho en fecha 09 de diciembre de 2020, notificada 

Estado de fecha 11 de diciembre de 2020 enero de 2014, mediante 
la cual su despacho DECLARO NO PROBADAS Pretensiones de la

Demanda.

en

cuenta que con la demanda de probo lo siguiente;Sin tener en

1. Se causo un accidente en el cual estuvieron dos partes, el menor 
NELSON MAURICIO RAMOS FORERO, Quien Atravesaba Con Su 
Otro Menor Amigo La Via, que de Bogota conduce Al municipio 
de Facativa, tomando todas las precauciones del caso, para 
atravesar una via como la que se menciona en todos dos hechos 
de la demanda.

2. Se Probaron , Las Circunstancias De Mode , Tiempo y Luqar 
la que ocurrieron, el accidente de transito, que de manera

en

. m '
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vio/enta, terminara con lesiones graves en la vida del menor. Nelson Mauricio forero, ramos y que luego a I ser trasiadado, a’l 
Hospital, SANTA MATILDE DE MADRID CUIMDINAMARCA, DONDE 

ASEGURA POR PARTE DE LOS MEDICOS y enfermeras a 
cargo aseguran que las lesiones del Accidente son las siguientes; 
(visible a folio 21, del Dictamen Medico Legal).

-PoUtrauma
'Trauma cerradio de To rax 
-Trauma Cerrado de Abdomen 
-Fractura de femorafes =- muerte del menor: FRACTURA DE FEMORALES, MUERTE 

POR HEMORRAGIASINTERNAS,

SE

En Accidente de transito

3. EN CUANTO A LA PRUEBA TESTIMONIAL Y EL ACCIDENTE DE 

TRANSITO. Se puede evidenciar que la DEMANDANTE, rindio, en 

tiempo y a tiempo, su version de los hechos y como se entero del 

accidente , En El Que Perdio la Vida 

MAURICIO FORERO RAMOS.
su menor Hijo NELSON

4. En cuanto 

Criminal,
a la Prueba Oficiosa, del Trasiado, 

o causa N°122626,
de la Investigacion 

en el que rindiera testimonio, 

con su menor
el otro 

amigo en el sitio del
menor, que se encontraba 
accidente y quien relate, 

prestada
como, de que forma 

y cada uno de los
Y cual fue la asistencia 

Demanded
por todos

ACCIDENTE. os, el dia del

5- Se evidencia.
que el Conductor del Vehiculo, 

proceso civil, para dimitir

para

presente al 
Controversia 

antecedentes, penales, 

Recorrido de la Buseta 

el accidente que causo la 

RAMOS FORERO. 

de la vi

quien nunca
se ha hecho

su '■esponsabilidadno en lacontaba
esa pepoca del 
evidencia

accidentePero si se concon lasconducida el pruebas del
responsabiiidad

NELSON

conducia, 

*Tjenor 
puede

su
•Muerte al enEn caso •Mauriciono se 

cesu/to /o 
Occ/so

vlctima (Quie

en ia 
determinados; 

\AcX\ma)

predicar 
mds A/ectada, 

puedes dorse 
Con afectaci

n °Porte 

Persona del

(Accident
culpa^ousadas exclusiva 

pues las lesio 
por

solo 
^fansito. nes 

^ousas
e de

Unas 

gravesClones
a laSegun el Hospital Santa ISAAtiid 

WitNOR MUR\0 POR .-PoUtrauma 
-Trauma cerrado de Tdrax 
-Trauma Cerrado de Abdomen

e de Madrid 
^ri Accief, Cundi

^nt!o cfG
• narriarca.

CL
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•Fractura de fenwrafes =
- muerte del manor: FRACTURA DE FFMORALFS, MUERTE 
FOR HEMORRAGIASINTERNAS.

Estas Lesiones Segun Estudios Clentificos Y M<!!dlcos Legales, Solo S« Puodes 

Causar En La Slguientes Clrcunstanclas

I;

k.
V

ionU>mui

r, (k> niotocickftn:'!
bs (mctiihis. <h"Li) donn)$ conttin

lo!f accidonto? (Hitomovtlistico^ do olio impocto o k\s cnliskme
causa I

!
Olras caiisas comuncs pucdcn ser:

1. Caidas dosde una aitura.
Ser airopdiado por un cache como peatdn.

3. Heridas de bale.CAUSAS DE HONORRAGIAS INTERNAS EN ACCIDENTES DE TRANSITO:

{.
1
t

(I
I

Lesiones Internes a Causa de un Accidente

-t .{i\‘HTSA). J,A-i miHones 

30J5. Aunaua estos acadt'/itcs puedc 

frnos en tina c}l;c audn

i' AJnvnstraOonA-3‘Traffic.T' fi.Y7- 3yt
»

■ as on'•n ;c'> e 5 <-■ 't-7-->\ ' o.

» CHIC no
I. o'oos a centoCi.

> ieocnes c'te'oas

3Que son las lesiones internas?
on tarencuentranue se• 7 cl tos oroanor <.j

■t.nen-■■)
t fc-'

CSti^S /■‘7

I

t

I

*

On/ o en et o\io-7. . t/T-r (is: Sana- •1ir >t. C'irJ

■ iji: .K-n

•0. cfcrrania cc sangre en v! saco pOHanirco iid anacon. / 

x/hKO (o I o'np/t’Siun c

esjtur c''■if t.'C i/-: /
. 1r

* *
(oroexm).id

Alas lesiones Internes pueden ser graves?

Sf Los festones inh '! (lerntmc de songre. sun esuodotmenlo pdigrosos poroue

vtctiino m siqwera siente d.

'ifHas, como

nenuco no son del loco aparentes. En muchos casos, tj 'i! >r
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'! ( H :dcnlt.:, fju€dc L/Ut-' fJ^Sdn hOr3i, ,J '

nKii/si' dujs /hi'iti) aut' St ' ddiccte. Ei) dlgunos csisos, dejara de sangrar sob. Si no es asf, 

.SI cs graiv, pundc que necesite sametarse a ana operacion.

h / Oli \ ,/i /i. 5#'/i
/ h 'i V/ mi

iCuales son !os tipos de sangrado interna mas graves de un traumatismo?

Cualquiet Upo cs pc/igroso, pero bs siguientes suebn ser mortates:

. Hemonaaia intracraneal

* Hemooencardio

‘ idanpj,ascubr on kv \-aso:> sanquineos grandes en la zona del torax induvendo la aorta, ia 

vena cava superior i- !a inferior

• Sangrado abdominal o pedvracidn de bs orqanos abdommales

cComo se sufren /esiones internas en un accidente?

Las lesiones !ntenias_pueden ser el resultado de un accidente de trarico si la persona sufre

una contusion o an traumatismo oenetrante.

Las contusiones sueien ocurrir cuando la v'ictima es goipeada con Ajerza par un objeto 

extrano, coma en ei caso de!pecho contra ei volante o un motonsta contra e! sueb tras 

un accidente.

\
y

La fuerza penetrante se da cuando un objeto atraviesa el cuerpo de la persona.

(....) Estudio Internacional De Accidentes De Transito En Colombia Y Otras 
<Naciones - Como Reclamar- Peticiones - Responsabilidades(...)

LOS INTERROGANTES QUE SE NOS PLANTEA EN ESTA DEMANDA Y 

SOLICITUD DE QUE SE DECLARARAA LAS DEMANDADAS DlREaAMENTE 

RESPONSABLES DEL ACCIDENTE QUE TERMING CAUSANDOLE 

AL MENOR NELSON MAURICIO FORERO 

SIGUIENTES.

LA MUERTE 
INTERROGANTES, SON LAS

1. de QUIEN FUE la culpa DEL ACCIDENTE DE TRANSITO?

No se puede predicar, que de la victinna, que a la postre resulto primero herida y luego Muerta 

con ocasion del accidente de transito, en que la Buseta de Placas SND- 580, modelo 2002, de 

servicio Publico, le accidentara, causandole graves lesiones
que terminaron con su muerte., el
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6152453 F-« 
Bogota2168309 S.inl.if'l de

Tels. :33<I0150-

Cunclinamarca
. . rip TransitoInstitute de Medicion a legal y el Histbrico de Muertes en Accideme 

tiene un record de muertes.

de
de■ 13 muertes

de peatones,
Cli/IL

accidente (2005):
peatones nara oi - sno en ^
imr,, ^ ^'^0 ^OOS V Da«,dIDA LA D£ la VIQ/IVI ultimos 15 anos de 1492 Muertes

^^^CONTACTUAL, POR muf TRATA este proceso de RESPONSABILIDAD
RTE en accidente de transito, de forma VIOLENTA.

Ciencias

total de 

terior y 
total de

Medicina Legal V
National deB)En 2006, en el sistema de informacidn del Institute unel transporte

in al ano an
accidentalidad

,3% (68) con reladon

I 6,4% con respecto ..
{19.9%) correspondieron

despues de los 
■ 100.000 habitantes 

iento

en
Forenses, se registraron por hechos relacionados con 
5,486 fallecimientos mostrando un ligero incremento de 1 a 2005. Del

deccidentes
homicidl^^

40.114 personas lesionadas, es decir, aumentaron en 

necropsias que se realiraron, una quinta parte 

transporte, ocupando el segundo lugar de muertes vi 
Se ha observado una tendencia liacia la disrninucion

2000 a 12,7 en ^
estadisticamente significativos.

a a

violentas en el pais losen
V,.. de la tasa poi 
2006. Sin embargo, el comportami

desde

ultimos 7 anos, pasando de 15,5 en 
el 2004 no ha presentado cambios _ al anorespecto

La razbn de 

El pealdn

presentd variacion con
los hombres 

1 mujer

C) La mortalidad diferenciada por sexo en los anos no 
anterior; mas de tres cuartas partes 79,3% de las muertes la aportan 
masculinidad observada es de 4:1, es decir, por cada 4 hombres muere ^ 
continiia siendo la primera victima, no se ha observado variacion en los ultimos ano , 
tercera parte de las muertes (1.726) ocurren en peatones. En 2006 las muertes e P® 

redujeron en 167 casos con respecto al ano anterior. En segundo fugar como i 
motociclistas, quienes aumentaron en el pre.sente ano el porcentaje de participac P 

24,1% a 30%. El incremento fue de cerca de una muerte mas cada dia.

de una

se
n los

de

ENextracontractual
CIVILRESPONSABILIDAD 

TRANSITO CON VICTIMA FATAL:
2. EXIMENTES DE 

ACCIDENTE
,r>n<;ahilidacl esde tal reS:La unica forma que tiene el aqente para exonerarse_______demostrando la presencia de alquna causa extrana, (al es el caso de la fuerza mayor o 

el caso foriuito. el hecho de un (ercero o la culpa de la victima, en virtud de las cuales se 
destruye el nexo de causalidad. A/EXO ESTE QUE NUNCA FUE DESTRU/DO PORLOS 
DEMANDADOS (JORGE EDUARDO BOADA ROJAS MILTON REINALDO DELGADILLO

YEXPRESO LA SABANA S.A)

de responsabiliciad aplicabie?
RegiirtPii

S'f ha prnnnnci.jJo la Corlo 
I'Cijaacn

riianto nl rvtvman do responsahiliclacl nphcahle
SC-1750/20 IB aplicando, I /r,,

7,sponsabilldaci
jciividadps peligiosos contempiddo en 
do le.sponsabmdcHl. sohalando que respondera quien. poi malicia o nogligeiicia puedu lOiiidraole Ui causacidn de an rlaTro y el conseciiente debeijuiidico dc repaau '

t'O! noJlishClJ (:>} T^Of^iOriCU
civil extracontractual aquel que trata de forma puntual sobre 

eladlcLilo 2356 del C.C.. norma fuente de este tipo

\lC

re

in

l\'l)c tfcoidnrsc quo este tipo de responsabilidad dentro del escenario exit acontiactual 
/lerii' ongen en la jiirisprudencia fmneesa . la cual ahorda el concepto de guardian de la 

peiiginrri j-- hiego atjuella nocion se exiendio a las aclividados que el oidenamiento 
baio Ins nunimos de la oxpenenaa y la sanu cnlica. ha caiatogado cot no 

>2. j.-.. i>,.i que la Inti a del arliculo 2356 del C C es enuncialiva y ha sido aplicada po> 
in;- junnes en casos piopios de /.) ad.ualtdad. sin limitatse al lislado de Ivpotesis 

i'll fa cddificacion).

cor-a
.li! nht'l

r/(.‘

r Hi.i!ivenie. sohie este aspeclo. la ciiada senlencia hace refeiencia a que el analisis 
/.I aiipn pnide imnortancia en la prachca. yn que sera la ruptura del nexo causal
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op-
I i}^-cho e'<dusivo cie la vici,,,, 

sabilidad. mas node miputacion de respon
^ dU ri/ >!j dlUP e'ififneni'-^

ela) lo que rompera eljuido
LI>n Icf

n cifi un te\C0!0. ^factor sabjetivo (culpa). (. ,;SC4750/2018
della victima fatalde la Senales que no respetoS.Respecto 

accidente de transito?

de Transito N°046339, se evidencia: 
B) Plana, 7." De Doble 

la via 7.9

Del Dictamen de la polia'a de Accidentes

caracteristicas de la via: 7.1 Geometrica; A) recta.
Carriles 2 mat Controles ensentido = utilizacidn, CALZADA 1, 7.4-

tal hecha la Via, Asfalto, Estado = bueno, 7.7Condiciones de
lluminacidn Artificial 7.9 senales e

(erial Con el que
la Via= Seca 
identificacidn de seguridad Vial en la via = 

Linea -de carril. 8.8EI Lugar de impacto se

lluminacidn Artificial, 7.8Sin
Lmea Central, Linea de- Borde

evidencia el impacto en la Parte

Frontal del Vehiculo, es decir

el vehiculo siniestrado arrastro por mas de
(segun el relate, del unico testigo de hechos (Folio

20 segundos
34investigacion penal), pues se encontraba a lado de la victima, en di'a Hora y 
en que ocurrio el accidente de transito que termino con la vida del que para 
la epoca era su mejor amigo y menor de edad, esto es el sehor, LUIS CARLOS 
BARRERA CONDE ( declaracidn rendida, ante la fiscalia general de la Nacidn 

el dia 4 de octubre del 2005, en don este narra: " llegamos al lugar del
para
accidente, en la variante de la via Facatotiva - Bogota, vimos para un lado de

la via, y venia una tracto mula que se dirigla, hacia via de Mosquera, 

Cruzamos la Via, y cuando regrese la mirado para saber donde estd mi amigo, 

mi compahero de caminata, el bus ya lo habfa arrastrado, lejos de mi',(...) bus 

venia encima de mi amigo, y lo arrastro considero yo unos 50 o 60ya
metros...de donde estabamos para cruzar la via, el bus, no paro y considero 

yo que venia con exceso de velocidad, pues no paro ni hizo cambio del luces....
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£n otro aparte de esta decioracion, se puede evidencia, que a la pregunta, si
de Velocidad???,el Conductor de vehiculo venia en excesoel observe que

este el unico testigo de hecho, respondio, ..
de propiedad de Expreso la sabana, lo Golpeo, y

I en auxilio de mi amigo, y

i claro, la buseta de servicio 

los lazo muy lejos de
..SI

Publico,
donde yo estaba, grite y corn

el Conductor del

letodos los pasojeroAuxiliar a mi amigo, yVehiculo...nunca quiso bajarse a
bajese y responda... (■■■■)decianfrene,....frene-

observa que cuando, el Senor Luis Carlos 

iao accidentodo, solo unaEn otro parte de esto declaracidn se
estaba el Vehiculo y su amigo lase acerco hasta donde el Vehiculo llamo a

exceso de
venia ensehora como de 70 ahos de edad que 

ambulancia, y le comento a El (:::este tipo venia 
velocidad, y el demandado JORGE EDUARDO BOADA 

oyuda y se bajo del Vehiculo cuando llego la policia.:

'0 muy rapido, en
ROJAS solo presto su

TIPO DE VIAS, SINORMAS DEBE CUMPLIR UN PEATON EN ESTE 
!, COMO se LE IMPUTA LA CULPA ?4.dQUE 

RESULTA ACCIDENTADO,

debera frenar 

ofrezca peligro. 
utilizar las senales

Art PARAGRAFO. Ningun conductor
el 769 de 2002, en sus

ir la velocidad sin cerciorarse queDice la maniobra no
intempestivamenie y disminuir

. UTILIZACION DE SENALES. Todo conductor
para cambiar de carril. Solo en 
direccionales, debera utilizar las siguientes senales 

cambio de carril sacara el brazo izquierdo y lo ertendera 

la derecha, cambio de carril, sacara el brazo izquierdo 

reduccion de velocidad o detencion del 

hacia abajo. PARAGRAFO lo.

esta obligado a
caso de emergencia,ARTl'CULO 67

direccionales de su vehiculo para dar un giro o 
bilidad de utilizar las senales

y ante la imposi
la izquierda omanuales; Para cruzar a

horizontalmente. Para indicar cruce a
hacia arriba. Para indicar

formando escuadra con la mano
de la sehal direccional debera ponerse por

zonas urbanas, por lo menos con

formando escuadra con la mano 
vehiculo, sacara el brazo izquierdo

vi'as rapidas, la indicacidn intermitente
de antelacidn al giro, y enEn carreteras o

sesenta (60) metros
de antelacidn. PARAGRAFO 2o.

indicar al oeaton con una serial de mano que tiene oreferencia al paso de la via, siemore y cuando 

una zona demorcada en vias de baja velocidad.

El r,^ndifrtnr debera detener el vehiculo paralo menos con 
tremta (30) metros

octP rruzando por.

CIRCULACION PEATONAL. El transito de peatones por las vias 
publicas se hard por fuera de las zonas desl/nadas al transito de vehi'culos Cuando un 
peaton requiera cruzar una via vehicular, lo hara respetando las senales de transito y 
cerciorandose de que no existe peligro para hacerlo. que mencionaron (odos los 
demandados en sus alegatos, y en su defense, pero nunca lo demostraron ni en las 

recaudadas, como en el interrogatorio de parte al perito contratado por la 
suficientes que determinaran su no responsabilidad, en el

ARTiCULO 57.EL

pruebas
demandante, razones y
Accidente de Transito que le quitara la vida al menor hijo de la demandante. Por lo cual se 

tener en cuenta la siguiente sentencia, que nos describe detallamente como y en 
5 forma se demuestra la culpa exclusiva de las victimas en un accidente de transito.

debe
que

Ademas en su peritazgo, en e! mismo croquis del accidente siempre se Sena/o o describio, que 
habia una senat, en la via es decir la Serial fPS46,J que el conductor de! Vehiculo Adscrito a la 
empresa Expreso la Sabana, y de Propiedad para !a epoca de los hechos, donde era el 

senor MILTONREINALDO GONZALEZDELAGADILLO, debio i elpropietano
ver en !a via (Esta Serial,) pues esta
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y/a sfempre tiene o ten/a para epoca de /os hec/ios a/ta transitabiUdad entre varios actores Via/es, 
esto es Pea tones, Motos, Vehicu/os y Vehicu/os de carga Mediana, Hgera y pesada, asi como /os 
actores via/es de servido Publico, (Vehuicu/os de Trasporte Intermunicipal- Buseta)como ia que 
causo ei accidente de transito que termino con ia vida del Menor NELSON MAURIOO RAMOS 
FORERO).

Santafe de Bogotaw ■

Las senales de advertencia de peligro, llamadas tambien preventivas, tienen como 
propdsito advertir a los usuarios la existencia y naturaleza de riesgos y/o situaciones 
imprevistas presentes en la via o en sus zonas adyacentes, ya sea en forma permanente o 
temporal. Estas senales, en adeiante referidas como de "advertencia", requieren que los 
conductores tomen las precauciones del caso, ya sea reduciendo la velocidad o realizando 
maniobras necesarias para su propia seguridad, la del resto de los vehiculos y la de los 
peatones. Su empleo debe reducirse al mfnimo posible, porque el uso innecesario de ellas 
para prevenir peligros aparentes tiende a disminuir el respeto y obediencia a todas las 
senales.

S.RESPONSABILIDAD DERIVADA DE UNA ACTJVIDAD PEUGROSA:

El articulo 2356 del Codigo Civil como fimdamento normativo. Reiteracion de las sentencias de 24 
de agosto de 2009, 26 de agosto de 2010, 16 de dicicmhre de 2010, 17, 19 de mayo y 3 de 
nouiembre de 2011, 25 de julio de 2014 g 15 de scptiemhrc de 2016. Aplicacidn de la tesis de la 
presuncion de responsabilidad. Reiteracion de la scntcncia de 14 de abril de 2008. Teoiia del 
riesgo. Reiteracion de la sentcncia dc 14 de marzo de 1938. Lo constituye la conduccion de 
automotores. (SC2107-20J8; 12/06/2018)

"En cuanto atone al tipo de responsabilidad civil descrito en el cargo, la misma corresponde a la 
preuista en el articulo 2356 del Codigo Civil, esto es, la onginada pur el ejercicio de actividades 
peligrosas, la cual consagra una nresuncion dc responsabilidad aue oneru en favor dc hi 
victima de un dano causado nroducto de tinn labor riescinsa. asnecto que la rclcvn de 
probar su existencia de la culna en el acaecimiento del accidente y, por tanto, para que 
el Qutor del mismo sea declarado responsable dc su produccion, solo le compete demostrar la 
conducta o hecho antijuridico, el dano y la relacion dc catisalidad entre cste y clpeijuicio"

CONDUCCION DE AUTOMOTORES-Const/tuye una actividad peligrosa. Disminucion del 
porcentaje de incidencia causal de !a vi'etima y aumento de la asignada a! agente, en 
atencion a su menor grado de contribudon en e! resultado danoso. Directrices legales a fin 
de prevenir o evitar e! riesgo inherente a! peligro que conlleva su ejercicio. Deber de 
tutelar los derechos e Intereses de las personas ante una potenda! lesion. Reiteraddn de 

la sentenda de 24 de agosto de 2009, (SC2107-2018; 12/06/2018)

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL-

Solidaria entre conductor de camion y empresa de transporte por las Icsiones y secuelas 
sufridas con ocasion de accidente de transito producto de la colision de furgon con 
motocicleta. Libertad como razon basilar de la responsabilidad. Reitcracidn de la 
sentenda de 18 de diciembre de 2012. Ausencia de acreditacion de la causa 
extrana de culpa exclusiva de la victima. La culpa como tFundamento dc la 
obtigacion de indemnizar. CSC12994-2016; 15/09/2016)

ACTA^DAD PELIGROSA-De conduccion de vehiculos automotores. Responsabilidad 
extracontractual y soJidaria del conductor y la empresa de transporte por las lesiones y 
secuelas sufridas con ocasion de accidente de transito derivado de la colision de furgon con 
motocicleta. Reiteracion de la sentencia de 19 de diciembre de 2006. Ausencia de 
acreditacion de la causa extraha de culpa exclusiva de la victima. (SC12994-2016; 
15/09/2016)

PRESUNCION DE CULPA-Fundamento de la responsabilidad por actividades 
peligrosas que solo permite exoneracion mediante la prueba de una causa extraha. 
Reiteracion de las sentencias de 26 de agosto de 2010, 18 de diciembre de 2012 y 06 dc 
octubre de 2015. Ausencia de acreditacion de la culpa exclusiva de la victima. fSCi2004- 
2016;15/09/2016).
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Asi que no es cierto lo dicho por la Juzgadora de Primera Instancia, se dernostraron en 
toda la demanda y, los hechos y las pruebas recaudadas y en la traslada de la fiscalia los 
requisites a de la demanda de Responsabilidad Ciiil Extracontractual, asi;

deben cumplir losPara que exista responsabilidad civil extracontractual se 

siguientes requisitos:

• Debe existir un dano irrogado sobre una cosa, un derecho o una persona.

. La responsabilidad no debe derivarse de un contrato

• La acusacion del dano debe ser imputable a un sujeto o a varies.
que debe declararse que los demandados si son culpables indistintamente de su

----- el hecho o accion que causo la muerte al hijo de la demandan e.

exista (a
Asi
participacion o no en
La culpa es uno de los elementos de la 
obligacion de indemnizar un dano no es 
ademas que el comportamiento causante 
culpa, como lo fue la del Senor demandado, Jorge 

el dano por infringir una Serial de Transito, en 
presto la ayuda debida, a la demandante y a su familia, como 
responsabilidad, en el Accidente que causo la muerte a temprana 
Mauricio Ramos Forero,

responsabilidad civil. En efecto, para que 
solo necesario haberlo causado,- pues se requiere 
del dano se haya realizado y cause dano y sea con 

Eduardo Boada Rojas , quien no solo 
actividad peligrosa, sino que nunca 

prueba de su no 
edad del menor Nelson

causo

('. . .jEn e! derecho positive existen presundones de cuipa. As!, en e! ordenamiento coiombiano 
existe presuncidn de cuipabiiidad para el indirectamente responsabie (tambien 
Hamado civUmente responsabie), quien se presume culpable por los actos de sus 

dependientes (artfculos 2347 a 2349 del Cddigo Civil).-
Luego de hacerse una breve referenda at concepto y akance de la responsabilidad por el 
hecho de otro como acto generador de responsabilidad civil (Num. 2), e! objetivo principal del 
presente escrito es presentar a! lector como funciona el regimen de ia culpa en e! sistema de 
responsabilidad civil por e! hecho ajeno (Num. 3), haciendo especial hincapie en e! 
tratamiento de !a culpa de! directamente responsabie como presupuesto, para que funcione 
la presuncidn de responsabilidad en ei civUmente responsabie (Num. 4), y asi finatmente 

relacidn de los aspectos que debe probar la vfetima de! dano en los diversos 
casos de responsabilidad civil por hecho de otros (Num. 5).
pasar a una

La doctrina / la jurisprudenda colombianas‘ predsan e! contenido de este principio general de exoneracidn 
0 prueba Uberatoria,^ aduciendo que la presuncidn se desvirtua si e! civUmente responsabie logra demostrar 
la ausencia de culpa (entendida como la dUigenda y cuidado tenidos en relacidn con e! directamente 
responsabie), asi los padres se Uberarian de la presuncidn que pesa en su contra si togran probar que 
impartieron una adecuada educaddn a su hijo o que desarrollaron una buena vigitancia.

(...)Como puede observarse, a fin de lograr la exoneracidn se exige no ya !a prueba legislativamente 
prevista de haber sido incapaz de impedir et hecho (prueba negativa), sino aquella de haberse impartido 
buena vigitancia (prueba positiva).^^ En efecto, si la presuncidn contra e! civUmente responsabie pesa por 
mala vigitancia, esta se desvirtuara estableciendo lo contrario, es dear, que se ha vigilado en forma 
adecuada a! responsabie directo.

una

(.. .)Pero es import ante a notar que esta forma de desvirtuar la presuncidn solo se apUca enlos casos en que no hay de por medio una actividad peligrosa, pues en esos casos,^ la 
victima puede optar entre demandar sobre ia base de ia responsabilidad por ei hecho a . 
o sobre ia base de ia responsabilidad por actividades peligrosas, y en este ultimo 
exoneracidn para ei demandado (civUmente responsabie) se torna un poco mas 
pues unicamente se podra liberar mediante ia prueba de la existencia de una

__ ajeno 
caso la 

compleja, 
causa extraha, 

un terceroP Estud. Socio-
esto es, fuerza mayor, culpa de la victima o intervencidn de
Jurid vol.5 no.3 Bogota .Ian 23-2016)
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Asi que no es cierto lo dicho por la Juzgadora de Primera Instancia, se demostraron en 
toda la demanda y, los hechos y las pruebas recaudadas y en la traslada de la fiscalia los 
requisites a de la demanda de Responsabilidad Chdl Extracontractual, asi:

deben cumplir losPara que exista responsabilidad civil extracontractual 

siguientes requisitos:
• Debe existir un dano irrogado sobre una cosa, un derecho o una persona.

se

• La responsabilidad no debe derivarse de un contrato.

. La acusacion del dano debe ser imputable a un sujeto o a varies.
Asi que debe declararse que los demandados si son culpables indistintamente 
parlicipacion o no en el hecho o accion que causo la muerte al hijo de la deman

La culpa es uno de los elementos de la responsabilidad civil. En efecto, para que 
obligacion de indemnizar un dano no es solo necesario haberlo causado, pues^se q 
ademas que el comportamiento causante del dano se haya realizado y cause dano y 
culpa, como lo fue la del Senor demandado, Jorge Eduardo Boada Rojas , quien
causo el dano por infringir una Serial de Transito, en actividad peligrosa, sino que nu_
presto la ayuda debida, a la demandante y a su familia, como prueba de su 
responsabilidad, en el Accidente que causo la muerte a temprana edad del menor e s 

Mauricio Ramos Forero.
( .)En e! derecho positive existen presunciones de culpa. Asi, en e! ordenamiento cotombieno 
existe presuncidn de culpabilidad para e! indirectamente responsable (tambien 
Hamado civUmente responsable), quien se presume culpable por los actos de sus 
dependientes (artfculos 2347 a 2349 de! Codigo Civil).^

Luego de hacerse una breve referenda a! concepto y 
hecho de otro como acto generador de responsabilidad civil (Num. 2), e! objetivo principal de! 
presente escrito es presenter a! lector como funciona e! regimen de la culpa en e! sistema de 
responsabilidad civil por e! hecho ajeno (Num. 3), haciendo especial hincapie en e! 
tratamiento de la culpa de! directamente responsable como presupuesto, para que funcione 
!a presuncidn de responsabilidad en e! civUmente responsable (Num. 4), y asi finalmente 
pasar a una relacldn de los aspectos que debe probar la victima de! dano en los diversos 
casos de responsabilidad civil por hecho de otros (Num. 5).
La doctrina y !a jurisprudencia cobmbiana^ predsan e! contenido de este principio general de exoneracidn 
0 prueba Uberatoria,^ adudendo que la presuncidn se desvirtua si e! civUmente responsable hgra demostrar 
la ausenda de culpa (entendida como !a diHgenda y cuidado tenidos en relacldn con e! directamente 
responsable), as! los padres se Uberarfan de la presuncidn que pesa en su contra si logran probar aue 
impartieron una adecuada educadon a su hijo o que desarmHaron una buena vigiianda.

(.. )Como puede observarse, a fin de lograr ia exoneracidn se exige no va ia orueha ^
prevista de haber sido incapaa de impedir ei hecho (prueba negativa), sino aqueita de haberse impartido^ ^ 
buena v,ganaa (prueba positiva).^ En efecto, si ia presuncidn contra e! civUmente rSnonZbli? 
maia vigilanaa, esta se desvirtuara estableciendo to contrario es decirddecuada a! responsable directo. ' ^ Q se ha vigdado en forma

no

alcance de la responsabilidad por e!

una

(...)Pero es importante anotar que esta forma de desvirtuar la presuncidn solo se apUca 
los casos en que no hay de por medio una actividad peligrosa, pues en esos casos,- la 
victima puede optar entre demandar sobre la base de la responsabilidad por e! hecho ajeno 
o sobre la base de !a responsabilidad por actividades peligrosas, y en este ultimo caso la 
exoneracidn para el demandado (civUmente responsable) se torna un poco mas 
pues unicamente se podra Uberar mediante la prueba de la existencia de 
esta es, fuerza mayor, culpa de la victima o intervencidn de 
jtiricl vol,5 no.3 Bogota Jan 23-2016)

en

compleja, 
una causa extraha, 

un tercero.^ Estud. Socio-
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7. Por Ultimo No Es Cierto Lo Que Indica El Fallador De Prime , 
Instancia,, En Cuanto Que No Se Demuestra La Realidad En Cuanto Al 
Dana Causado, Y Respecto Del Regimen De Responsabilidad Civil 
Extracontractual.

Se dijo: que se condenar y ordene pagar a los demandados, uno 
Como conductor de! Vehivulo, JORGE EDUARDO BOADA ROJAS el 
Otro Como Propietario , Milston Reinaldo Gonzalez Delgadillo Y un 
Tercero, esto es EXPRESO LA SABANA S.A, los Dahos materiales, 
Demostrados, para ese momento en que se impetro la demanda de 
Responsabilidad Civil Extracontractual, en la Suma de ciento Diez 
Millones de Pesos Mete (110.000.000).

» «• -ra

1

Pago soliiliirio de In eondena on accion directa de la \ictima frente al asegurado. .'Ucance de la 
refoniia inlrodiicida pur el nitienk) 84 de la Ley 45 de 1990. Reiteracion dc las sentencias de 10 de 
rebrero de 2005 y 14 dc jiilio de 2009. Rl dano integral causado a la \ ictima constitiive iin dano 
enuTtreiite para el aseeuiado. Pre\ aleneia del artienlo 1127 del Codigo de Comcrcio, frente al 1088 
del niismo estatuta, por ser norma especial y posterior. Reiteracion de las sentencias de 19 de 
dieiembre de 2006 y 12 dc dicieinbre de 2017, y de tutela de 17 de septiembre dc 2015. (esto 
Expreso la sabana, Asegnrada por contrato de seguro y Riesgo con .Axa Colpatria)

“Asi /ns COSOS, la prcceptiva soslayada par cl jnzgador. cs la imperante en la solucion del 
suhlite por scr c.xdusiva para los seguros de responsabilidad, la cual contempla la 
cobertnra dc los "perjuicios patrirnoniales". categoric que comprende logicamente. todos 

menoscabos causados por el asegurado a un tercero, incluyeiido los 
e.xtrapatriinoniales o inmateriales, hasta el Umite del valor asegurado, no siendo 
cntonces necesaria lo e.xistencia de pacto e.xprcso de esos rubros en la poliza, porque el 
artkulo 10S8 antes citado, apenas se refiere a aquello que egreso del patrimoino del 
asegurado. vale decir, cuanto este debe indemnizar 
victima.

los

cn su intearidad n la

DANO EMERGENTE-Ap/’Ccfacidn probatoria de los documentos destinados a su 
acreditacion. dentro de proceso de responsabilidad por accidente de transito. Cargo
dcsenfocado ante la falta dc ataque sobre los fimdamentos e.xpiiestos por cl juzgador. 

(SC22036-2017; 19/12/2017)

LUCRO CESANl'E FUTURO-Ap/icoddn del principio de reparacion integral para el 
reconocimiento del pcrjuicio material derivado de la perdida de capacidad laboral 
rnujer que sufre secuelas de cardeter permanente que le impiden su mouilidad de por 
vida, en proceso de responsabilidad por accidente de transito. Concrecion del grado de 
eventual perdida de capacidad laboral. (SC22036-2017; 19/12/2017)

de

La valoracidn de! dano psiquico consecuencia de un accidente de trafico fue i 
de lo que denominan dano moral, como un elemento de tasacion 

noviembre. Ley de Responsabilidad Civil

mtroducido, a traces
en la Ley 30/1995, del 8 de

y Seguro en la Circulacion de Vehiculos 
supone que la parte demandante ha de demostrar no solo el dano si
terminos porcentuales. En consecuencia, a los peritos psicologos se nos demanda la resolucion de 

tres tareas: identificacibn y medida del dano psiquico, compute del porcentaje de deterioro 
salud psiquica del accidentado y control de la simulacion 0 sobresimulacion. Para la realizacion 

estas tareas hemos construido y validado cientificamente y en la Sala de Justicia un protocolo de 
medida, de cuantificacion del dano y de control de la simulacion. En esta contribucion 
dicho protocolo asl como un ejempio de pericia basado

a Motor, Esto 
smo tambien tacarin en

en la

de

se presenta
en bste. Palabras clave: Dano Moral, Dano 

con Vehiculos a Motor, TrastornoPsiquico, Simulacion, Accidente de Trafico
de EstresPostraumatico.

tm

i
■
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mas de 5 anos, arrojaron los siguientes resultados:

Sf
LOS primeros analisis de la demandante hace ma 

Fecha de la valoracion 24 de febrero de 2020

Control de consults por Psicologia

Psicologo Responsable ; PS, Camilo Nieto 

Especialidad Psicologia: Trauma psicologico

Psicologia: Afectacion: perdida o Ausencia de un Hijo

Unidad Organizativa de la Solicitud:=04,UPTsic

Justificacion o tipo de Trastorno: Sindrome Depresivo Posterior

Control de consulta por Psicologia 2016- interconsulta a Psiquiatria

I Psicologo Responsable : Adriana Aguirre pacheco 

I Especialidad Psicologia: Duelo Patologico 

[Psicologi'a; Afectacion: >ldeacion Suicida>, alta
probabilidad de Sufrir trastorno depresivo ansi^—

Unidad Organizativa de la Solicitud:=04.UPTsic 

Justificacion o tipo de Trastorno: Sindrome Depresivo Posterior

Por lo tanto, no es entendible por que la falladora de primeia instancia, e 

pretensiones de la demanda, y las niega haciendo mas gravosa a si 
demandante, quien despues de esta perdida, de su hijo, en acci ente ocasio 

Senor Boada Rojas, en iina accidente que se pudo prevenir 3 sin q 
cercenandole, la sdda, los derechos y demas al menor Nelson Mauricio Ramos

Fuente Formal:

Resohicion N°igss de30 dejulio de 2010 de la Supermtendenaa Financiera.

PRINCIPIO DE REPARACION INTEGRAL-Hermeneutica del articulo 16 de la ley 
446 de 1998. La demostracion de los perjuicios como presupuesto habilitante. La 
existencia de los perjuicios materiales no se presume. Reiteracion de la sentencia de 19 de 

junio de 1925. Los perjuicios inmateriales se presumen. (SC2107-2018; 12/06/2018)

‘Ya bien lo dijo esta Corte en los albores del siglo XX, al afirmar que "(...) la existencia de 
perjuicios no se presume en ningun caso; [pues] no hay disposicion legal que establezca 
talpresuncion (...)”8.

(...)“Sin embargo, tratdndose de perjuicios inmateriales, se presumen, por tanto, su 
indemnizacidn es oficiosa por virtud del principio de reparacion integral; por supuesto, 
ayudado de los elementos de conviccion que obren en eljuicio, atendiendo la naturaleza 
del derecho afectado y la prudencia racional del juez. ”(....)
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Costas que hace elOfra corsidei'acion que ha de revocarse, es la Condena en 
fallador de Primera Instancia a la demandante, Doris Forero Guacaneme, pues ella ^ 

no tu^'o ningun fundamento para tracer esta condena, puesto que la demandante, 
inicio este proceso, no para sacar provecho de la Situacion, o como lo alega uno de 
los demandados, sin tener la prueba de la muerte de su Hijo ( Nelson Mauricio 
Ramos Forero), la demandante, esta centrada, en determinar en material Civil, que 

un hecho, producto de una Actiridad peligrosa que le causo, la Muerte a su menor 

hijo, en la que participaron tres agentes ;

T8.

- Su Hijo: Nelson Mauricio ramos Forero- Victima fatal del accidente
- El conductor del Vehiculo; Jorge Eduardo Boada Rojas
- La alteracion de la tranquilidad de la Via, por la Infraccion Cometida, por el 

demandado Jorge Eduardo Boada Rojas, (quien Infringio, Sin medir la 
Consecuencias. Una Serial (PS 46) que indica la presencia de peatones en la Via. 
Violacion esta acreditada con la experticia rendida por el perito e Ingeniero 
DIEGO MANUEL LOPEZ MORALES, el Croquis del Accidente y el 
interrogatorio de parte rendido, por este experto.

Por todo lo anteriormente expuesto, y con el respeto acostumbrado Ruego a su Senoria, 
Revocar la Sentencia de Primera Instancia, proferida, por la Juez Tercera, Civil Del 
Circuito Transitorio de Bogota, y en su lugar acceder a las Suplicas de la Demanda, 
dectarando, conforme a las pruebas de esta instancia, y a las allegadas con la demanda

inicial que los demandados Jorge Eduardo Boada Rojas, Milton 
Reinaldo Gonzalez y Expreso la Sabana S.A son Civil y 

Extracontractualmente Responsables Del Accidente 

Transito En El Que Se Produjo La Muerte Del Hijo De La 

Demandante.

De

Sefior Juez,

GO
C.C. N“ 52.532.309 DE BOGOTA D.C. 
T.P. N“ 155.117. DE C.S.DE LA J.
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Jaime Rodrigo Camacho Melo 
Abogado 

 
 

 
Dirección: Carrera 7 # 71 – 21, Torre B. Piso 13 

Teléfono oficina (57) 601 3135842; e-mail: jaime@jrcamacho.com 
Bogotá, D.C. - Colombia 

Honorables Magistrados  
Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D.C. 
Atn. H. M. Dra. Liana Aída Lizarazo V. 
E.  S.  D. 
 

Radicación 11 001 31 99 003 2021 00425 01 
Demandante: Anderson Rengifo Amaguaña 

Demandada: Seguros de Vida del Estado S.A. 
 
Jaime Rodrigo Camacho Melo, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Bogotá, 
D.C., identificado como aparece al pie de mi firma, actuando en calidad de apoderado 
especial de Seguros de Vida del Estado S.A., comedidamente presento la 
sustentación del recurso de apelación contra la sentencia de primera 
instancia, dictada el 25 de enero de 2022 por la Delegatura para Funciones 
Jurisdiccionales de la Superintendencia Financiera de Colombia, dentro del proceso 
de la referencia, desarrollando los reparos concretos que contra la referida 
providencia formulamos oportunamente ante dicho despacho. 
 
Para el efecto, respetuosamente exponemos los aspectos de fondo en los que 
consideramos que se equivocó el juez de primera instancia para proferir la sentencia 
recurrida, en el sentido en el que fue dictada, solicitando comedidamente su 
revocatoria y, en su lugar, mediante sentencia de segunda instancia, declarar 
probadas las excepciones de mérito que formulamos al contestar la demanda. 
 
Sustentación al recurso de apelación 
 
1. Con relación a la excepción de nulidad del contrato de seguro de vida por reticencia 

en la declaración del verdadero estado del riesgo: 
 

a. No obstante aceptar que el accionante fue reticente, al diligenciar el cuestionario 
que se le propuso, sobre la existencia de otros contratos de seguros de vida, el 
a-quo no valoró que tal reticencia afectó la apreciación del riesgo moral. 
 
Equivocadamente y sin ningún sustento entendió el a-quo que la información 
sobre otros seguros se averiguaba para establecer una agravación del estado 
del riesgo, lo cual no es técnica ni jurídicamente preciso ni exacto, pues en 
realidad de verdad lo que se persigue con esa información es el análisis del 
riesgo moral, independientemente que esa información, por sí misma, esté o no 
relacionada con la mayor o menor probabilidad de configurarse un siniestro. 
 
El riesgo moral hace relación a la subjetividad, a la verdadera intención de quien 
toma un seguro, y es el desconocimiento de ese factor subjetivo por parte del 

mailto:jaime@jrcamacho.com
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asegurador lo que hace que indague sobre la existencia o no de otros seguros 
similares o que pudieran afectarse por la ocurrencia de un mismo evento, pues 
la apreciación del riesgo es distinta respecto de quien ya cuenta con una 
cobertura de seguros y toma uno o más seguros adicionales –conducta que llama 
la atención de cualquier suscriptor de seguros– frente a la apreciación de la 
actuación de quien no cuenta con cobertura alguna y opta por cubrir por primera 
vez un riesgo, lo cual no tiene reparo alguno. 
 
Quedó demostrado en el trámite procesal, como lo aceptó el a-quo, que sí fue 
reticente el demandante sobre la existencia de otras coberturas de seguro, que 
no fueron informadas, no obstante ello, sin entender la relevancia de tal 
información para suscribir un seguro, es decir para que el asegurador preste su 
consentimiento para asumir riesgos, desestimó sin justificación ni explicación 
alguna esa omisión de información, esa equívoca o falsaria representación de la 
realidad que el solicitante del seguro expuso al asegurador al contestar las 
preguntas planteadas por la aseguradora para conocer las verdaderas 
intenciones del solicitante del seguro que, bien analizadas, al ya existir otra u 
otras coberturas de seguros similares, generarían en el asegurador por lo menos 
la suspicacia suficiente para, por lo menos, indagar más sobre el verdadero 
estado del riesgo, en el plano moral en cuanto a la motivación para adquirir un 
nuevo seguro, y en el aspecto físico eventualmente analizar detalladamente el 
verdadero estado de salud del solicitante del seguro, para establecer finalmente 
si se trata de un riesgo normal, o no, y si la real intención del solicitante del 
seguro es tan solo mejorar sus previas coberturas en cuanto a sumas aseguradas 
de baja cuantía o si podría descubrirse otra finalidad, eventualmente 
malintencionada, que llevarían al asegurador a no otorgar cobertura. 
 
En fin, el a-quo desconoció la labor de un suscriptor de seguros, de un analista 
de riesgos, restó la importancia que tenía obtener determinada información 
sobre la existencia de otras coberturas de seguros, como si ello no fuera 
relevante o importante, como si solo indagar sobre el particular fuera una 
necedad del asegurador, cuando en la práctica aseguradora mundial es un 
aspecto determinante y de singular importancia, lo cual inobservó 
arbitrariamente el juez de primera instancia. 
 
Al incurrir en reticencia el demandante al solicitar el seguro, por no informar sus 
coberturas de seguros existentes, se vició de nulidad el contrato de seguro que 
ahora pretende afectar pues es claro que se distorsionó frente al asegurador la 
apreciación del riesgo moral y, por ello, se vició el consentimiento de Seguros 
de Vida del Estado S.A. para acceder a celebrar el contrato de seguro. 
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b. Con relación a los ingresos del accionante como rentista de capital, según se 
registró en la solicitud de seguro, la aseguradora manifestó que la información 
no era real tras la debida “investigación realizada con información actualizada 
hasta el 22/09/2019 [pues] el asegurado no registra ante cámara de comercio 
ni como persona natural, ni como persona jurídica, sin registro de bienes 
muebles.” Es decir, de manera proactiva y tras las debidas averiguaciones y la 
correspondiente gestión para obtener la información pertinente, no fue posible 
establecer que en realidad el accionante tuviera la calidad de rentista de capital. 
 
Lo anterior no obstante tratarse de una negación indefinida que no requiere 
prueba, como lo establece el inciso final del artículo 167 del Código General del 
Proceso, por lo que para contrarrestarla correspondía la carga de la prueba al 
demandante, sin que sea de recibo su propio dicho: el accionante no probó que 
percibiera rentas por inversiones de capital, no las identificó, no las precisó ni 
cuantificó. Es evidente que, de manera contraria a la realidad, el demandante, 
para justificar la adquisición del seguro por la suma asegurada pactada, se 
presentó ante la aseguradora con una condición personal –como rentista de 
capital– lo que implicaría la aceptación del asegurador –bajo engaño– para la 
emisión del seguro de la manera como fue emitido y por la cuantía estipulada. 
 
El conocimiento del asegurador respecto de los ingresos –y su origen–, la 
situación financiera y las condiciones económicas del solicitante del seguro, 
además de corresponder al cumplimiento de la normatividad de la 
Superintendencia Financiera de Colombia sobre el riesgo de lavado de activos y 
financiación del terrorismo –SARLAFT–, le permiten evaluar la necesidad y 
pertinencia de la contratación del seguro, su causa lícita y su finalidad, dentro 
del marco de análisis del riesgo moral. 
 
La información sobre los ingresos, supuestamente como rentista de capital, fue 
relevante y determinante para establecer la suma asegurada solicitada y, por 
ello, la reticencia o la inexactitud con relación a esa información, pues resultó 
no ser cierta la condición de rentista de capital, reafirma que se incurrió en 
evidente error en la declaración del estado del riesgo, que vicia el consentimiento 
del asegurador, lo que hace anulable el contrato de seguro. 
 

c. No obstante aceptarse también que el accionante fue reticente sobre el 
padecimiento de trastorno refractario (antecedente médico expresamente 
reconocido por el accionante), al indagarse sobre eventuales problemas del 
sentido de la visión que hubiere padecido el solicitante del seguro, el a-quo no 
valoró la relevancia de tal información para la apreciación del riesgo por el 
asegurador cuando expresamente se tiene establecido en las condiciones del 
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contrato, por ejemplo, que la pérdida total del sentido de la vista, en uno y/o en 
ambos ojos, daría lugar a siniestro bajo el amparo de Desmembración. 
 
Por tanto, indagar sobre el estado del sentido de la visión, en general, no resulta 
desproporcionado, como expresamente lo consideró el a-quo, pues 
precisamente la pérdida total del sentido de la visión, en uno o en los dos ojos, 
podría generar siniestro. 
 
Si la aseguradora hubiera conocido, antes de emitir el seguro, que el 
demandante padecía de trastorno refractario, seguramente hubiera evaluado a 
mayor profundidad el riesgo de incurrir en ceguera, en cada uno de sus ojos, 
para establecer si asumía o no el riesgo de desmembración referido a la pérdida 
de la visión y, en caso de estar dispuesto a asumirlo, hubiera establecido la 
prima adicional que habría que pagarse para la asunción de dicho riesgo 
agravado, todo lo cual no se llevó a cabo por el ocultamiento de la información 
relevante sobre el estado de salud de los ojos del demandante. 
 
El reparo anterior evidencia la falta de aplicación de la ley por parte del a-quo, 
pues no es aceptable que deje de imponerse la consecuencia jurídica establecida 
en la norma (artículo 1058 del Código de Comercio), que es la nulidad del seguro 
por reticencia en la declaración del estado del riesgo, tras evidenciar que 
efectivamente sí hubo omisión de información conocida por el demandante, 
como la referida al padecimiento de trastorno refractario, y su evidente 
incidencia en la apreciación del riesgo por el asegurador: la ceguera configuraría 
un siniestro, lo cual inobservó el juez de primera instancia y, por ello, le restó 
importancia al hecho probado de la reticencia claramente evidenciada. 
 

d. Dejó de observar el a-quo que a derivados 45 y 46 del expediente (nomenclatura 
del expediente digital que lleva la Superintendencia Financiera de Colombia) sí 
se aportaron las evaluaciones médicas llevadas a cabo por profesionales de la 
salud, internos y externos a la aseguradora, incluyendo el suscrito por el Dr. 
Oliver Esguerra, sobre la implicación del trastorno de refracción bilateral para la 
apreciación del riesgo asegurable, si se hubiera informado ese antecedente al 
asegurador. 
 
De manera expresa, y contraria a la evidencia, el juez manifestó como 
fundamento de la sentencia de primera instancia la ausencia de los referidos 
medios de prueba que sí reposaban en el expediente al momento de emitir el 
fallo de instancia, lo cual es contrario al principio del debido proceso o, por lo 
menos, una falta in judicando al desconocer o invisibilizar documentos oportuna 
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y válidamente aportados al proceso, no desconocidos por la contraparte, y con 
plano valor probatorio. 
 

En efecto, contra la realidad procesal y probatoria el a-quo afirmó en el fallo “… 
de las pruebas allegadas no se vislumbra evaluación alguna sobre la anterior 
patología [trastorno refractario] con la importancia que la misma tuviera frente 
al otorgamiento [del seguro] … la representante legal de la aseguradora en 
interrogatorio de parte … se basó en la supuesta evaluación hecha por el médico 
auditor Oliver Esguerra, de la compañía, sin embargo la misma no obra en el 
plenario …”, lo cual resultan ser afirmaciones que no tienen fundamento y la 
evaluación médica no fue supuesta ni imaginada, sino real, y fue debidamente 
aportada al expediente judicial para el análisis probatorio correspondiente. 
 

El a-quo dejó de estudiar y analizar las pruebas documentales referidas, es decir 
los análisis médicos y la expresa valoración sobre la implicación que en la 
apreciación del riesgo asegurable generó la reticencia en la información sobre el 
antecedente del trastorno refractario bilateral: “implicaría (debido a la profesión 
o actividad ocupacional del cliente [médico]) un antecedente de suma relevancia 
que llevaría a la exclusión en el amparo de Incapacidad Total y Permanente o 
incluso al rechazo total de la suscripción del mismo al no conocer el origen de 
dicho trastorno”. Así se establece en el concepto médico del Dr. Oliver Esguerra 
contenido en mensaje electrónico del 7 de octubre de 2020, documento que hace 
parte de la carpeta de la reclamación, que fuera solicitada a la aseguradora, y 
que fue aportada al expediente judicial, visible a derivados 45 y 46 
(nomenclatura del expediente digital que lleva la Superintendencia Financiera 
de Colombia). 
 

Al desconocer la prueba referida, el a-quo indicó erradamente en el fallo de 
primera instancia: “no se encuentra, de haber encontrado probadas las 
inexactitudes presentadas en la objeción y la contestación de la demanda, no es 
claro qué comportamiento hubiere tomado la aseguradora frente a las mismas 
es decir si en concreto hubiere no contratado o contratado en condiciones más 
onerosas, comportamiento que debe ser definido ya que ambas situaciones no 
se pueden presentar y porque es lo que demuestra en términos del contrato el 
impacto de las inexactitudes en el conocimiento del mismo”. Tal afirmación es 
contraria a la realidad procesal. 
 

2. Con relación a la excepción de inexistencia de la obligación por falta de acreditación 
de la ocurrencia de un siniestro: 
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a. El fundamento para que no prosperara la excepción fue la presunción de 
legalidad de la calificación emitida por la Junta Regional de Calificación de 
Invalidez de Nariño, no obstante que la validez de dicho documento, como se 
expuso desde la contestación a la demanda, es objeto de análisis por el Juez 
2° Laboral del Circuito de Pasto, quien conoce de la demanda de nulidad que 
Seguros de Vida del Estado S.A. promovió con anticipación al inicio del trámite 
de la demanda de la referencia, por lo que también se ha solicitado la 
prejudicialidad. 

 
b. Pero independientemente de la presunción de legalidad del documento, 

respetuosamente consideramos que el juez de primera instancia desatendió las 
varias irregularidades que se le pusieron de presente con relación al referido 
dictamen, entre otras: 
 
o No se citó a Seguros de Vida del Estado dentro del trámite administrativo 

ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Nariño para poder 
intervenir en el trámite y ejercer su derecho de contradicción. 

 
o Lo anterior es relevante pues, según lo establecido en el proceso, el único 

propósito de obtener esa calificación era precisamente reclamar ante 
Seguros de Vida del Estado S.A. la suma asegurada bajo el amparo de 
Incapacidad Total y Permanente. Destacamos que el propósito del trámite 
no era acceder a una pensión ni a ninguna otra prestación o beneficio del 
sistema de seguridad social ni de terceros. 

 
o La calificación de la pérdida de capacidad laboral se llevó a cabo sin contar 

con la certificación de culminación del proceso de rehabilitación integral o de 
imposibilidad de rehabilitación del calificado. 

 
o También se llevó a cabo sin valoración física y personal al calificado. 
 
o Igualmente se realizó sin llevar a cabo los exámenes médicos pertinentes y 

sin que el calificado hubiera estado incapacitado por el tiempo mínimo 
definido en la Ley. 

 
o El dictamen No. 1632-2020 emitido por la Junta Regional de Calificación de 

Invalidez de Nariño, contiene errores técnicos–médicos graves en la 
calificación, con violación a lo establecido en el Manual Único de Calificación 
de Invalidez aplicable y demás normas concordantes. 
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o Para la elaboración del dictamen no se observó toda la normatividad 
aplicable para poder realizar la calificación de la pérdida de capacidad laboral 
por enfermedades mentales, como lo establecido en el capítulo 13, numeral 
13.3.3, del Decreto 1507 de 2014. 

 
Los cuestionamientos de Seguros de Vida del Estado S.A. frente al dictamen 
de calificación de invalidez emitido por la Junta Regional de Calificación de 
Invalidez de Nariño se consignan en el texto de la demanda promovida por la 
aseguradora contra dicha entidad y que se aportó como prueba documental a 
la contestación a la demanda. A ellos respetuosamente remitimos a los 
honorables magistrados para evidenciar la procedencia de la declaratoria de 
nulidad de dicho dictamen y su pérdida de valor probatorio. 
 

3. De manera subsidiaria, con relación a la condena, destacamos que la fecha desde 
la cual se impone por el a-quo la condena relativa a intereses moratorios no 
corresponde a lo establecido en el artículo 1081 del Código de Comercio (un mes 
después de haberse presentado la reclamación). 
 
En efecto: 
 
a. La condena se impone desde el 17 de julio de 2020. 

 
b. La calificación de la Junta Regional de Calificación de Invalidez tiene fecha del 4 

de julio de 2020. 
 

c. La carta de reclamación (anexo 3 a la demanda) en la que se aporta el 
documento indicado en literal anterior, necesariamente fue radicada ante 
Seguros de Vida del Estado con posterioridad a su elaboración y notificación. 
 

d. La carta de objeción a la reclamación, que fue oportuna –pues no se ha discutido 
que hubiera sido extemporánea–, tiene fecha del 10 de octubre de 2020. 
 

e. No está probada en el expediente la fecha de la radicación de la reclamación 
extrajudicial del accionante ante la aseguradora. El sello de recibo 
correspondiente, en la copia de la carta de reclamación, aparece fraccionado. 
 

f. No tiene fundamento la fecha establecida por el a-quo (17 de julio de 2020) 
como punto de partida para el cómputo de intereses moratorios, pues 
evidentemente para esa fecha no había transcurrido un mes desde la fecha de 
emisión y de notificación al demandante del documento que presenta como 
prueba a su reclamación, que necesariamente fue posterior. 
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4. Finalmente ponemos de presente, con todo respeto, que la Protección al 
Consumidor Financiero no implica la inobservancia de las normas que rigen el 
contrato de seguro y la actividad aseguradora. 
 
Desafortunadamente observamos en el a-quo la ausencia de imparcialidad y cierto 
sesgo para favorecer, aún contra la evidencia recaudada, al consumidor financiero 
dejando de lado la aplicación de la ley que regula la materia y valorando el acervo 
probatorio de manera cuestionable, de una parte desconociendo la aportación de 
pruebas documentales y, de otra, menospreciando, subvalorando o restando 
importancia a la pertinencia y relevancia de información determinante que 
previamente debe ser puesta en conocimiento del asegurador para prestar su 
consentimiento al asumir riesgos y celebrar contratos de seguros. Todo lo anterior, 
de acuerdo con lo expuesto a lo largo de este escrito. 
 
Consideramos que el juez, no obstante su especialidad en la resolución de conflictos 
promovidos en ejercicio de la acción de protección al consumidor financiero, para 
la debida administración de justicia debe analizar toda la información que contienen 
las piezas procesales no solo desde el punto de vista del consumidor de servicios 
financieros, bursátiles y de seguros, sino también desde la perspectiva del 
asegurador –o del empresario vigilado del que se trate– atendiendo la especialidad 
de la actividad que se ejerce, poniéndose también en el lugar del suscriptor de 
seguros quien, sin tener conocimiento del riesgo que se le propone asumir, indaga 
los aspectos pertinentes del riesgo asegurable, tanto en los aspectos morales como 
físicos, para apreciarlos, valorarlos técnicamente y tarifarlos de la manera que 
indica la técnica aseguradora y exige la regulación de la actividad, mediante el 
establecimiento de primas suficientes frente a los riesgos asegurables. 

 
Aspecto Procesal – Prejudicialidad 
 
La sustentación del recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia, en 
lo que se refiere a la excepción de inexistencia de la obligación por falta de 
acreditación de la ocurrencia de un siniestro (numeral 2 del presente escrito), no 
puede resolverse sin que previamente se haya resuelto judicialmente la nulidad del 
dictamen de calificación de invalidez emitida por la Junta Regional de Calificación de 
Invalidez de Nariño. 
 
Tal como se solicitó desde la contestación a la demanda, para este propósito 
comedidamente solicitamos nuevamente declarar la suspensión del proceso de la 
referencia por prejudicialidad, con base en lo dispuesto en la parte primera del 
numeral 1 del artículo 161 del Código General del Proceso, que señala: 
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“El juez, a solicitud de parte, formulada antes de la sentencia, decretará la suspensión 
del proceso en los siguientes casos: 1. Cuando la sentencia que deba dictarse dependa 
necesariamente de lo que se decida en otro proceso judicial que verse sobre cuestión 
que sea imposible de ventilar en aquel como excepción o mediante demanda de 
reconvención. ...”. 
 
El otro proceso judicial que motiva la presente solicitud es el proceso declarativo 
ordinario laboral de Seguros de Vida del Estado S.A. contra la Junta Regional de 
Calificación de Invalidez de Nariño, radicado en el Juzgado 2° Laboral del Circuito de 
Pasto, Nariño, bajo el número 52001310500220200029100, por el cual se persigue 
la declaración de nulidad del dictamen emitido por la entidad demandada que calificó 
la pérdida de capacidad laboral del Sr. Anderson Rengifo, acá demandante. Dicha 
demanda fue radicada en el juzgado el 11 de noviembre de 2020. 
 
La suspensión del proceso de la referencia es necesaria en la medida que las resultas 
del proceso judicial mencionado incidirán definitivamente en la decisión sobre la 
afectación del seguro de vida que sirve de base a la demanda de la referencia, pues 
el fallo que en el otro proceso se dicte determinará uno de los aspectos más 
importantes para su definición: la validez o la nulidad de la prueba de un eventual 
siniestro que consistiría en la pérdida de la capacidad laboral del demandante. 
 
 
Con base en todo lo anterior, comedidamente solicitamos a los Honorables 
Magistrados revocar la sentencia de primera instancia y, en su lugar, (1) declarar 
probada la excepción de nulidad del contrato de seguro emitido por Seguros de Vida 
del Estado a favor del demandante, y/o (2) declarar la ausencia de prueba del 
supuesto siniestro que motiva la demanda, con más razón si en el proceso seguido 
ante el Juez 2° Laboral del Circuito de Pasto se acogen las pretensiones de la demanda 
presentada previamente por Seguros de Vida del Estado S.A. para anular el dictamen 
de calificación de la pérdida de capacidad laboral del demandante, acogiendo las 
excepciones de mérito expuestas al contestar la demanda. 
 
De los Honorables Magistrados, 
 

  
Jaime Rodrigo Camacho Melo 
C.C. 79´650.508 de Bogotá 
T.P. 75.792 del C. S. de la J. 
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Bogotá D. C. junio 24 de 2022 

 

Señores: 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL  

DE BOGOTÁ D. C. -  Sala Civil – 

 

 

Ref:   RADICADO # 2007-00628 03 

Proceso:  EJECUTIVO 

Demandante:  IMCOLMÉDICA S.A.  

Demandado:  GUILLERMO BARRERO FORERO 

M. Ponente:  Dra. LIANA AIDA LIZARZO V. 

 

REPOSICIÓN AUTO CORRE TRASLADO 

 

Como mentor judicial de la parte actora llego al despacho de la señora Magistrada Ponente 

para manifestarle que interpongo recurso de reposición en contra del auto calendado de 23 

de los cursantes, el que se orienta a que su despacho, escuchados los argumentos que llevo 

para su consideración, reforme el apartado tercero del auto impugnado , ordenando a la 

Secretaría del Tribunal que la contabilización de los términos incien a partir de que la parte 

demandada y recurrente remita al correo electrónico de suscrito apoderado el escrito de 

sustentación de la alzada. 

 

RAZONES DE LA IMPUGNACIÓN: 

 

Ordena el Artículo 9° del Dcto. 806 de 2020 aún en vigencia, tal como lo señala su despacho, 

que cuando se interponga un recurso del que haya de correrse traslado deberá acreditar el 

recurrente que lo ha remitido a los demás intervinientes en el proceso por el canal digital 

registrado en el proceso.  

 

En el asunto que es objeto de la alzada, el señor apoderado de la parte demandada, no ha 

dado cumplimiento a dicho mandato, no obstante que en actuaciones anteriores dentro de 

este mismo proceso lo ha efectuado, por lo que al haber omitido este cargo, imposible me es 

conocer los argumentos que el togado de la parte demandada lleva a su consideración, 

vulnerando de esta manera el derecho a la contradicción (derecho de defensa), de sus 

argumentos y por contera violando el debido proceso. 

 

Adicionalmente señora Magistrada, tal como se lo haré saber con los respectivos elementos 

de prueba el día 29 de los cursantes seré sometido a intervención delicada intervención 

quirúrgica de columna y según el informe médico estaré por lo menos 30 días completamente 

inmovilizado, por lo que, me es imposible hacer uso de los medios tecnológicos para conocer 

el escrito del abogado representante de la parte demandada y como comprenderá la señora 

Magistrada, completamente imposible acudir a la Secretaría del despacho para tomar copias 

del documento en mención. 

 

Por las anteriores consideraciónes, comedidamente solicito a la señora Magistrada por el 

momento ordenar la suspensión de términos hasta tanto el apoderado remitente del recurso 

de cumplimiento a los ordenado en la norma en cita. 
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De otra parte, en su momento y con los documentos que acrediten mi estado de inmovilidad 

como consecuencia de la intervención quirúrgica, solicitaré la suspensión de proceso por 

situación que implica “grave enfermedad” de este apoderado, situaciones que evidenciarán 

en la historia clínica y la incapacidad que emita el profesional de la medicina responsable de 

la intervención. 

 

Remito copia de este escrito al último abogado representante del demandado, Dr. Elkin 

Aníbal Ojeda Martínez al correo electrónico: elkinojeda04gmail.com, para su conocimiento.  

 

Atentamente,  

 

 

 

RAFAEL EDUARDO VELOZA RODRÍGUEZ 

C.C. # 19.123.406 de Bogotá  

T.P. # 27.433 C. S. J. 



 

 

Honorable Magistrada 

MARTHA  ISABEL  GARCÍA  SERRANO 

SALA  DE  DECISIÓN  CIVIL 

TRIBUNAL  SUPERIOR  DEL  DISTRITO  JUDICIAL  DE  BOGOTÁ, D.C. 

E.                                                S.                                                       D. 

 
 

 

REF.-.  VERBAL  DE  MAYOR  CUANTÍA  POR  RESPONSABILIDAD  CIVIL  CONTRACTUAL  No.   2019 – 0815 - 01 

 

            DEMANDANTE         ÁLVARO  MAURICIO  BONILLA  LIZARAZO 

             LITISCONSORTE  NECESARIO  DEL  EXTREMO  ACTOR        ITAÚ  CORPBANCA  COLOMBIA  S.A.             

            DEMANDADA           AXA  COLPATRIA  SEGUROS  S.A. 

 

Quien suscribe, DIEGO ALEJANDRO PEDRAZA SANDOVAL, identificado civil y profesionalmente conforme aparece                  

al pie de mi firma, actuando en calidad de APODERADO JUDICIAL DEL EXTREMO ACTOR, in tempore oportuno, acudo 

ante su señoría para sustentar los reparos concretos formulados en contra de la sentencia emitida en audiencia 

de fecha 17 DE MAYO DE 2022, mediante la cual se denegaron de manera total las pretensiones de la demanda, lo 

cual hago bajo los apremios del Artículo 12 de la Ley 2213 de 2022; labor que encaro en los siguientes términos: 

 

RAZONES DE LA DECISIÓN 

 

Luego de encontrar satisfechos los denominados presupuestos procesales para emitir sentencia de fondo, el 

despacho delimitó el objeto de la decisión, lo cual hizo al formularse el interrogante: ¿hay lugar a declarar civil y 

contractualmente responsable a AXA COLPATRIA SEGUROS S.A. por el incumplimiento de su obligación de pagar la 

prestación asegurada de la PÓLIZA DE GRUPO VIDA DEUDORES No. 45984, al no resultar seria y fundada su objeción a 

la reclamación?, o por el contrario, ¿hay lugar a declarar probada las excepciones propuestas por la compañía de 

seguros en la contestación de la demanda?  

 
Para dar solución al problema jurídico, dejo sentado, en primer lugar, que era menester averiguar por los 

presupuestos axiológicos de la nulidad relativa del contrato de seguro en los términos del artículo 1058 del            

Código de Comercio, para lo cual, realizó de manera extensa un estudio de los elementos sobre los cuales               

existe consenso en la jurisprudencia, en donde coligió que estos se encontraban estructurados para el caso 

concreto al observar que no sólo existe disparidad entre la información consignada por el asegurado en el 

formulario de asegurabilidad y su bitácora médica, sino que, además, el asegurador demostró que habiendo 

conocido la situación de salud del candidato al seguro, se habría retraído de contratar o lo hubiese hecho en 

condiciones más onerosas, pues tales consecuencias eran advertidas de una lectura simple del CONTRATO DE 

SEGURO; En tal sentido, delanteramente realizó una reseña genérica sobre la naturaleza y términos de la 

prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro, fulminando en que la prescripción liberatoria 

extintiva en relación con la acción de nulidad relativa del contrato de seguro no se había consumado, en vista 

que la objeción a la reclamación se notificó e hizo pública dentro del término de los dos años de que trata el 

artículo 1081 del Código de Comercio, contabilizados a partir de la petición indemnizatoria (reclamación), 

momento en el que conoció el hecho que daba base a su acción; razones dejadas para estimar la excepción de 

nulidad relativa del contrato de seguro propuesta por la demandada y denegar las pretensiones contenidas en el 

libelo principal, sin estudiar los demás medios exceptivos en atención al párrafo 3 del artículo 282 del Código 

General del Proceso. 



 

 

 
LOS REPAROS EFECTUADOS EN AUDIENCIA 

 

PRIMERO. Se reparó contra la sentencia de primera instancia, en cuanto a no haber declarado, estándolo, que la 

acción de la nulidad relativa del contrato de seguro dispensada en el artículo 1058 del Código de Comercio, le 

había prescrito a AXA COLPATRIA SEGUROS S.A. de conformidad con el artículo 1081 ibídem.  

 
SEGUNDO. Se cuestionó igualmente, la condena en costas impuesta al demandante en favor de ITAÚ  CORPBANCA 

S.A. el cual participó en el proceso como CO-DEMANDANTE en su calidad de LITISCONSORTE NECESARIO DEL EXTREMO 

ACTOR. 

 

SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN 

 

Teniendo en consideración lo dispuesto por el Artículo 12 de la Ley 2213 de 2022, me permito expresar las  razones 

que componen la sustentación del recurso de apelación, laborío que encaro así: 

 
 

• EN CUANTO HACE A LA FALTA DE DECLARATORIA DE LA PRESCRIPCIÓN DE LA NULIDAD RELATIVA DEL 

CONTRATO DE SEGURO 

 

En la sentencia de la cual disentimos, se declaró probada la excepción de nulidad relativa del contrato de seguro 

por reticencia en la información del estado del riesgo pese a que tal instituto se encontraba saneado por el lapso 

de tiempo, en atención a los artículos 1081 del Código de Comercio y 1743 del Código Civil. 

 

Bajo ese escenario y según la delimitación del núcleo del reparo efectuado en sentencia, se dirá a modo de 

ejemplificación, que en el artículo 1081 del Código de Comercio, se establece la naturaleza y CLASES DE 

PRESCRIPCIÓN que operan sobre las ACCIONES DERIVADAS DEL CONTRATO DE SEGURO, según la cual:  

 

“La prescripción ordinaria será de dos años y empezará a correr desde el momento en que el interesado 

haya tenido o debido tener conocimiento del hecho que da base a la acción.  

 

La prescripción extraordinaria será de cinco años, correrá contra toda clase de personas y empezará a contarse 

desde el momento en que nace el respectivo derecho. 

 

Estos términos no pueden ser modificados por las partes.” (resaltos y negritas fuera de texto) 

 

Con esta orientación, es importante mencionar que en consideración con el plazo subjetivo u ordinario que 

contempla el citado artículo 1081 del Código de Comercio, la oportunidad con la que cuenta el asegurador para 

proponer con éxito la acción de nulidad relativa del contrato de seguro, tiene un límite, que no es otro que el 

termino bianual contabilizado a partir del momento en que conoció o debió tener conocimiento de la reticencia 

y/o inexactitud en la información consignada por el asegurado en la declaración del estado del riesgo; reserva 

mental que castiga el Legislador con efectos de nulidad relativa sobre el contrato de seguro.  

 

En estos términos, como la prescripción de las  acciones judiciales, no es asunto oficioso del operador judicial, 

debe la parte que pretende beneficiarse con este particular modo de extinción de las acciones, alegarla   

expresamente, conforme lo establece el artículo 2513 del Código Civil y 282 del Código General del Proceso, so 

pena de entenderse renunciado, motivo por el cual este apoderado no solamente peticiono la prescripción 

extintiva y liberatoria de la nulidad relativa del contrato de seguro en las pretensiones de la demanda, sino que, 

fue incluida en la réplica a las excepciones propuestas por el demandado.  

 

Así pues, tal como lo tiene establecido la Doctrina y la Jurisprudencia, la prescripción de la acción de nulidad 

relativa del contrato de seguro, conforme lo ha enseñado el artículo 1081 del Código de Comercio, comulga de la  

ordinaria, por  lo que el  término de su extinción es de DOS (2) AÑOS, contados a partir de la fecha del  conocimiento 

real o presuntivo por  parte del asegurador de  la circunstancia que lo  habilita reclamar  la  recisión del  contrato, 



 

 

misma que no es  otra que la supuesta reticencia en la información sobre el estado de salud, que voluntariamente  

dejó el asegurado.  Como se trata de  una prescripción  de  coste  subjetivo, implicaba para analizar el fenómeno 

prescriptivo  establecer desde  cuándo  conoció  la parte  del contrato que reclama su  nulidad, para así  tener el  

punto de  partida para  calcular  el  término de  los  DOS  (2) AÑOS. 

 

Entretanto, no se discute que la aquí demandada alegó la nulidad relativa por reticencia e inexactitud en la 

declaración del estado del riesgo, no obstante y aun cuando apareciera demostrado que las patologías y/o cirugías 

del asegurado las padeciera con anterioridad a la suscrición del contrato de seguro, lo cierto es que la invocación 

de este medio de defensa no tenía <tiene> vocación de éxito para que así fuera declarado en el cierre de la 

primera instancia, había consideración que, en oportunidad, como atrás tuvimos espacio de reseñar, se puso de 

presente la extemporaneidad de tal formulación; formulación en términos de la acción de nulidad que intentó la 

aseguradora se declarara, en vista que no podía, como así lo hizo la señora Juez, equiparar lo temporánea de la 

declinación de pago (objeción a la reclamación) con una acción judicial en procura de la declaratoria de nulidad 

relativa del contrato, bien a través de demanda, o por invocación de una contra pretensión (excepción) que con 

efectos liberatorios a instancia del proceso se propusiera, claro está, dentro del término contemplado en el artículo 

1080 del Código de Comercio.  

 

Para el caso que  nos ocupa, se tiene que la supuesta reticencia de la cual desgajó el asegurador  la  consecuencia  

de NULIDAD  RELATIVA   DEL   CONTRATO, se produjo en el momento en que el potencial asegurado suscribió  la  

respectiva declaración, lo que usualmente ocurre antes  o concomitante con el ajuste de  la  relación  contractual, 

sin  que  pueda  tomarse  aquélla  como el único hito desde  el  cual  debe  contabilizarse  el  término con  que   

cuenta el  asegurador para  alegar la nulidad  relativa,  debido, en  esencia, a que  tal sería  un  aspecto  objetivo, 

dado que solo  se  puede advertir  la  suscripción  del   documento  por  el   asegurado, sin  que  de allí  se pueda  

obtener un conocimiento cierto o  presunto   sobre  la  veracidad  de  las afirmaciones  hechas por  EL ASEGURADO, 

o  lo que  es  mejor, de  la  falta  de  verdad en la declaración rendida. Por tal razón, el punto crucial del asunto, 

consiste  en  determinar  la  fecha en  que  el  asegurador conoció o pudo  conocer  que  la manifestación  sobre  

el estado de salud que  hizo  EL  ASEGURADO, no  se  ajusta  según aquél, a  la  verdad, misma  que  coincide  con  

la  fecha en que  se presentó  ante  el  asegurador   la  respectiva  RECLAMACIÓN   FORMAL   PARA    EL   PAGO   DE   LA  

PRESTACIÓN  ASEGURADA. De igual modo, para dejar más   salvaguardas  a   favor  del   asegurador, la jurisprudencia   

nacional  ha  establecido  que  en  los   casos  en que  no  sea  posible  determinar  la  fecha  de  presentación  

de  la  RECLAMACIÓN   POR   SINIESTRO, el  detonante  para   contabilizar  el  término  de   prescripción  para  alegar  

la  nulidad relativa del  contrato  de  seguro, será   la   fecha  en  que  el  asegurador  haga  expresa  su  voluntad  

de  no  pagar  el  seguro  reclamado, es decir, la   fecha  de  la  OBJECIÓN  A  LA  RECLAMACIÓN. 

 

Teniendo en mente los anteriores aspectos, era evidente que para el sub iúdice, la fecha en que el asegurador   

conoció de la  circunstancia que apalanca su reclamo por  la  NULIDAD   RELATIVA  DEL  CONTRATO  DE  SEGURO, no  

es otra que,  la de la PRESENTACIÓN   DE  LA  RECLAMACIÓN, toda vez  que  se  encuentra   plenamente  demostrada  

la  misma, por  lo  que  desde  aquella calenda  (ENERO  03  DE 2018)  QUE  FUE  CUANDO  EL DEMANDANTE LE  PRESENTÓ  

LA   RECLAMACIÓN  POR   SINIESTRO  AL  REPRESENTANTE  DEL  ASEGURADOR (ENTIDAD FINANCIERA), AFECTANDO  EL  AMPARO  

DE INCAPACIDAD  TOTAL  Y  PERMANENTE  ACOMPAÑADO DEL DICTAMEN DE PERDIDA DE CAPACIDAD LABORAL, HISTORIA 

CLINICA Y EL CERTIFICADO  DE  CREDITO, QUE ACREDITABAN  LA   CUANTIA   PARA   AFECTAR   EL   AMPARO   ITP, el asegurador  

conoció  la  circunstancia  que  presuntamente  sustentaba la NULIDAD  RELATIVA  DEL  CONTRATO   DE  SEGURO, por  

lo que el   término prescriptivo  acaecería  el 03 DE ENERO DE 2020, fecha en  la  cual   fenecería  para  el   asegurador   

la  oportunidad  para alegar  la  NULIDAD  RELATIVA  DEL  CONTRATO  DE  SEGURO, bien  sea  por  vía de  acción  o  de  

excepción. En este particular  asunto, la  alegación de  la nulidad relativa devino por el  sendero  de  la  EXCEPCIÓN  

DE  MÉRITO; por  lo  que deberá  contabilizarse  el  término prescriptivo  desde la  fecha de  la reclamación  hasta  

cuando el  asegurador  presentó  la  excepción. 

 



 

 

Así  las  cosas, para  el día 16  DE  MARZO  DE  2021, día en que el asegurador propuso la correspondiente excepción 

alegando la NULIDAD  RELATIVA  DEL CONTRATO   DE   SEGURO, ya había  transcurrido, desde la  PRESENTACIÓN   DE  LA    

RECLAMACIÓN POR   SINIESTRO, TRES  (3) AÑOS, descontando, incluso, los términos que permanecieron suspendidos 

por virtud del  DECRETO 564 DE 2020, sin que en puridad sea dable descontarlos por haberse ya verificado dicho 

fenómeno; tiempo superior al consagrado en la legislación comercial para impetrar la acción de  nulidad  relativa 

del seguro  a  expensas  del asegurador. 

 

Ahora bien, con el propósito de optimizar en mayor medida las garantías de la compañía de seguros, la primera 

instancia de conocimiento, pudo también, contabilizar su término de prescripción a partir del momento en el cual 

la compañía de seguros manifestó de manera publica su negativa de pago, la cual coincide en la fecha de la  

OBJECIÓN A LA RECLAMACIÓN  POR  SINIESTRO, comunicada el 18 DE ABRIL DE 2018; por lo tanto, para el 16 DE MARZO  

DE 2021, día en que el asegurador propuso la  correspondiente  excepción alegando la  NULIDAD   RELATIVA  DEL 

CONTRATO   DE   SEGURO, ya habían transcurrido DOS  (2) AÑOS  Y  CINCO (5)  MESES, descontando los términos que 

permanecieron suspendidos desde el 13  DE MARZO AL  01  DE  JULIO DE 2020, por virtud del DECRETO 564 DE 2020, por 

manera, que el tiempo corrido es superior al consagrado en la legislación comercial para impetrar la acción de   

nulidad  relativa del seguro  a  expensas  del asegurador. 

 

Del análisis aritmético era fácil advertir que a la compañía aseguradora le prescribió la oportunidad para alegar 

la nulidad relativa del contrato de seguro, reparando que no existe en el camino aspecto, actuación o 

manifestación del demandante, de la cual se pueda derivar una aceptación de la circunstancia que en el fondo 

alega el asegurador, para de allí desprender efectos de interrupción o de renuncia mediante acto expreso           

dirigido a abdicar el beneficio prescriptivo que obra a su favor, conforme lo establece el artículo 2514 del Código 

Civil.  

En   reiteradas  oportunidades, tanto  la   Honorable    Corte    Constitucional  como  la  Honorable   Corte   Suprema   

de   Justicia, han   determinado,  de   manera   fundada,  abundante   y   pacífica,  que  la   naturaleza   de  la   

prescripción   para     el   caso   de  la   nulidad  relativa   del  contrato  de  seguro, es    la  ordinaria   establecida  

en  el   Artículo  1081  del  Código  de  Comercio, por    tratarse  de  una   acción  fundada   sobre  un   criterio   

subjetivo, el   cual  requiere   el  conocimiento  real  o  presunto del  asegurador o  de  la   parte  que   pretenda   

valerse   de  la nulidad   contractual, de  la  circunstancia  que  lo  habilita  para   oponerla; adicional  a   que  el   

término   de   prescripción   para   tal   nulidad   propia  del   CONTRATO DE SEGURO, es   de   DOS (2) AÑOS, por  

expresa   disposición  del   Código  de   Comercio; también   tiene   dicho  la   jurisprudencia  que  el   inicio   del    

conteo  del término   prescriptivo  ordinario, es   la  fecha  de  presentación  de  la   reclamación, en   caso   que  

esté   determinada  la   misma  o,  en    su   defecto, desde   cuando   el   asegurador  hace  expresa  su   voluntad  

de   no  pagar   el  seguro, lo que  coincide con  la objeción  a   la reclamación   presentada;  por  último, tiene   

determinado  la    jurisprudencia  que  la    fatalidad  de  la prescripción  culmina en  el momento en  que  el 

asegurador  presenta la demanda   respectiva, si   es que   acude   a  la   acción  o, cuando   presenta  el   escrito   

por  el   cual    propone  la   excepción   puntual  de   NULIDAD    RELATIVA   DEL   CONTRATO   DE   SEGURO; o   lo que 

es   lo  mismo, se interrumpe el  conteo, en   caso de  presentación  de la  demanda   o del   escrito de   

excepciones, según   sea  la   situación  en  cada   uno de  tales  casos, ello, por supuesto, sin tener en cuenta 

las vicisitudes propias de la suspensión  de  la  prescripción   dada  por  la  SOLICITUD  DE  CONCILIACIÓN  

EXTRAPROCESAL O   EVENTOS   EXTRAORDINARIOS COMO EL  PRECEDIDO POR EL DECRETO LEGISLATIVO 564 DE 2020, que tuvo 

por efecto suspender  los términos de  prescripción desde el 16 DE  MARZO  HASTA EL 01 DE JULIO DE 2020, por cuenta 

del estado de  emergencia sanitario que enfrentaba el país a causa del virus SARS COVID – 19, el cual tuvo como 

propósito garantizar a los usuarios y operadores jurídicos un marco normativo para adecuar el ejercicio de la 

justicia en el marco de una epidemia generalizada que impedía el acceso físico a la administración de justicia. 



 

 

Para ahondar en razones para revocar la decisión de instancia, frente al entendimiento de los Artículos 1058  y  

1081  del  Código  de  Comercio, la Sala   de  Casación   Civil  de   la    Honorable   Corte   Suprema de Justicia1,, ha 

indicado lo siguiente:   

 

Debe   señalarse, por  lo   demás, que  las   consideraciones del   Tribunal   no  distan de lo que   al  respecto  

ha   razonado la Corte en materia de la citada “prescripción”: “El término   dispuesto   para  la    prescripción    

ordinaria   corre, pues, en   relación  con   la acción de nulidad relativa (art. 1058 C. de Co.) del contrato  

de  seguro, a   partir  del   conocimiento  real  o    presunto   que    tenga  el    titular    acerca  de   los   vicios   

que    lo  afectan, al   paso   que  el  de  la    extraordinaria   (5 años) corre   desde     el    momento  que   nace    el    

derecho    a  demandar    esa   nulidad. No    hay    duda, entonces,  de   que    cuando   el   motivo  de    esa   

acción   son   las    reticencias  o   inexactitudes    respecto  de   las    manifestaciones  del    tomador, el    

interesado  en    promoverla   debe    hacerlo    dentro    de   los   dos    años     siguientes   a   la    fecha  en    

que    conoció   o    debió    conocer    esas   conductas, sin   que    en    ningún    caso    pueda   promoverla     

pasados    cinco    años    desde cuando   se    produjo   el   perfeccionamiento  del   contrato, que  dio   

nacimiento   al   derecho  a demandar  la   rescisión, según  se   reseñó. Lo   propio   debe    decirse  en    torno  a 

la   excepción  de    nulidad   emergente  de  las   citadas   circunstancias, toda   vez  que  ésta es   disciplinada,  

igualmente, por  el    artículo  1.081   del   C.  de  Co., así  la   norma   se   refiera, lato    sensu, a  las   acciones,  

vocablo  dentro  del   cual, en   línea  de    principio, deben    quedar   cobijadas   este   tipo   de    excepciones, 

pues    conforme    quedó    expuesto en  los    antecedentes   legislativos  de  la   citada   disposición    transcritos  

al   inicio  de   estas   consideraciones, al   vencerse   el    término  de   los cinco (5) años el   asegurador ‘…ya   no   

podrá    alegar la   nulidad    del   contrato   por   vicios   en la   declaración de   asegurabilidad’ ni   por  vía  de   

acción   ni   de   excepción, se agrega… (Resaltos  y  Subrayas  del  suscrito) 

En el campo  de  la  Doctrina  el  extinto  profesor  JOSÉ   EFRÉN   OSSA   GÓMEZ
2, destaca que: 

“Otra   cosa  es  que, al  cabo  de   dos  años  de  conocida   por  el   asegurador  una   causal   de   nulidad   

relativa   del   contrato,  o   transcurridos    cinco (5)  años   desde   la celebración  del  mismo, la  acción  

para  hacerla   efectiva  habrá   prescrito  (art. 1081)”  (Resaltos fuera de texto) 

 

Precisamente, por ser la acción de nulidad  relativa  del contrato  de seguro por reticencia en la declaración,             

una acción  restringida  a  las  partes  del contrato, no  puede resultar imprescriptible,  por  cuanto  aquí  no  se  

compromete  el  orden  público,  sino  simplemente, los  efectos  jurídicos entre  las  partes del contrato de  

seguro. Se pone de manifiesto, de igual manera, que la interpretación sobre la cual fundó la denegatoria de las 

pretensiones la iudex aquo, pasa por subvertir el ordenamiento jurídico al alterar normas de orden público, pues, 

fulminó la petición de prescripción de la acción de nulidad relativa, bajo el concepto, sin más, de que la objeción 

a la reclamación había sido hecho pública al demandante dentro del término de los dos años de que trata el 

artículo 1081 el Código de Comercio.  Yerro que vino precedido de una interpretación incorrecta de los conceptos 

objeción y acción – excepción, pues los equiparó, como si la declinación del pago tuviera por antonomasia dejar 

sin efectos de manera unilateral la fuerza obligatoria del contrato. Se recuerda que la acción de nulidad relativa 

del contrato requiere declaración judicial, bien por demanda de parte (acción), bien alegada en la contestación 

de la demanda (excepción), y siempre y cuando se proponga dentro del término contemplado en la disposición 

especial que gobierna la prescripción para el contrato de seguro.  

 

 
1 Sentencia de 3 de mayo de 2000, exp. 5360. Reiterada en sentencia de 25 de enero de 2012. M. P. Fernando Giraldo Gutiérrez. Ref. exp. 

1100102030002012-00007-00. 

2 “TEORIA  GENERAL  DEL  SEGURO”: 

 



 

 

Y es que la materia que venimos comentando es asunto pacifico en el seno de la jurisprudencia, de manera que 

solicito se aplique, además, el precedente jurisprudencial, ya que la Corte Suprema de Justicia ha definido de 

forma inveterada la interpretación correcta del artículo 1081 del Código de Comercio en relación con la nulidad 

relativa del contrato de seguro, contemplada en el artículo 1058 del C.co.  

Respecto a  la prescripción  de  la  oportunidad  para alegar  la  nulidad  relativa  del   contrato  de  seguro  por   

reticencia  en  la   información, traigo  a  colación  los  siguientes  pasajes  jurisprudenciales, que  estoy  plenamente 

convencido serán de  gran ayuda al momento  de  entrar a  resolver  el recurso de apelación.  

SENTENCIA    5360    DEL   3    DE    MAYO    DE   2000 

ORDINARIO  DE    MARITZA     GERRERO   DE    ALVAREZ    Y   ELVIRA   CALDERON    CONTRA   ASEGURADORA  GRANCOLOMBIANA   

DE   VIDA  S.A. 

SALA   DE   CASACIÓN  CIVIL  DE   LA    HONORABLE  CORTE  SUPREMA   DE  JUSTICIA 

HONORABLE  MAGISTRADO    PONENTE   Dr.  NICOLÁS   BECHARA  SIMANCAS 

“(…) Más  adelante    agrega  que   como   el “tomador  contestó negativamente el cuestionario  de    

asegurabilidad   que   le   fue  propuesto  por   la    compañía   aseguradora  a  las   preguntas   sobre   consulta  

de  médicos  durante  los  últimos  cinco, años  y  tratamiento  a  que  hubiere  sido  sometido, como   cuando  

guardó   silencio  sobre    la   enfermedad  que   padecía, obró  sin    sinceridad, esto   es, sin  la  gran buena 

fe, o ubérrima  buena  fe, requerida  para  la   celebración   válida  del  contrato  de   seguro  y   tenida  como  

causa  del    consentimiento  por  parte   de  la  aseguradora, al  ocultar   hechos   o    circunstancias  sobre  

el   estado de riesgo   que   de   ser   conocidas por ella la hubieran retraído de  la  celebración  del  negocio 

o  lo  hubiere  hecho  en  condiciones más  onerosas”. 

En  relación  con   la   prescripción  de  la  excepción de nulidad  relativa  del contrato de seguro, planteada   

por  las   demandantes   con   fundamento   en  el   artículo  1081 del Código de Comercio y  en  el   hecho  de  

que  transcurrieron  más  de  5  años desde  la   fecha  de   perfeccionamiento  del   contrato, el   tribunal   

manifestó   que “la prescripción  alegada no  se  da  por  no haber transcurrido  los términos  indicados a 

partir del  momento  en  que la aseguradora  tuvo   conocimiento  del   siniestro  y  de  la   falta de sinceridad   

en  el  asegurado  al   diligenciar el   cuestionario  de  asegurabilidad, y  que  lo  es  de  la reclamación  

debidamente  formulada”. (..) 

La    reforma  vinculó   la   prescripción   ordinaria    al   factor   subjetivo, al    disponer    que los  2  años  

para  ésta   corren   desde   el    momento “en  que  el   interesado   haya tenido    o  debido   tener  

conocimiento  del   hecho   que  da    base  a   la acción”;  al   paso   que   ató   al   factor   objetivo  la   

prescripción    extraordinaria, en   tanto  ordenó  que  el    término  de    5   años   previsto  para   ella   

comienza a partir del   momento  en   que “nace  el respectivo  derecho”.  (Resaltos  fuera  de  texto). (…) 

Es   así, se   reitera, cómo  en   punto   tocante  al   inicio   del referido  decurso, se  tiene establecido   que   

la   ordinaria    correrá  desde   que  se   haya   producido   el    conocimiento   real   o  presunto   del  

hecho  que   da   base  a  la   acción (el  siniestro, el   impago de la prima, el   incumplimiento    de   la  

garantía, la  floración —eficaz— de  la    reticencia  o   de   la inexactitud  en    la declaración del   estado  

de    riesgo, etc.), al    paso que la extraordinaria, justamente  por ser objetiva, correrá  sin consideración  

alguna  el precitado  conocimiento.  De  allí   que   expirado el   lustro, indefectiblemente, irrumpirán  los 

efectos   extintivos o  letales  inherentes  a la  prescripción en comento.  (Resaltos  del   suscrito). 

Así, el   momento   en  que  el      interesado   haya tenido   o  debido   tener  conocimiento  del hecho  que  da 

base a la acción (prescripción ordinaria), será distinto en cada caso concreto, según  sea  el tipo de acción 

a intentar, y  quien su  titular, y  otro tanto es pertinente   predicar   del “momento  en   que  nace   el  

respectivo   derecho”, cuando  se trate  de  la   prescripción    extraordinaria, pues  en   ésta  ese   momento 



 

 

tampoco  es  uno   mismo  para todos  los   casos, sino  que  está  dado  por  el   interés que mueve a su 

respectivo titular. 

Consecuente  con  lo   anotado, cuando se  está en frente de acciones “derivadas del contrato” como  sucede 

con la  de   reconocimiento  de   la   indemnización (o de la prestación  asegurada) a   que tiene  derecho  el   

beneficiario,  el  momento a  partir del  cual  ha   de  correr contra  él  la   prescripción   ordinaria, es   distinto   

al  que  ha  de   tenerse   en  cuenta  para    computar   idéntica  prescripción  contra  el   asegurador  en  el    

supuesto  de que   éste, apoyado en   acciones “derivadas  de  la ley”, demande  o   excepcione, según   el   

caso, la   nulidad   relativa  del   contrato  de  seguro  por   inexactitud  o reticencia del  tomador en  la  

declaración  de   asegurabilidad, pues  en  estos supuestos “el  hecho  que  da  base   a  la  acción” o  el   

nacimiento del “respectivo derecho” es  necesariamente  diferente.  (Negrilla  y  Subraya  fuera  de  texto) 

En   efecto, en  el  primer  caso, como  lo   dijo la Corte en sentencia de  7  de  julio  de  1977 (G.J. T. CIV, pág. 

139 y ss.), el   término   prescriptivo   ordinario   correrá  a   partir   del conocimiento —real  o presunto— 

y el extraordinario a partir del acaecimiento del siniestro; mientras  que  en  el  segundo caso, operará  a 

partir del momento en que el asegurador  conoció    o   debió conocer el   hecho   generador de  la   rescisión 

del  contrato, es   decir la  inexactitud o  reticencia   comentadas; la misma distinción es preciso hacer, en el 

ejemplo referido, respecto del  término prescriptivo extraordinario, porque,  en  el   primer caso, ese   

término   correrá  contra   el    asegurado   demandante  a   partir del  acaecimiento del siniestro, cual  lo   

precisó   igualmente  esta    corporación en la sentencia señalada; mientras que, en   el  segundo caso  los   

cinco   años   con   los que se   consuma dicha prescripción  extraordinaria correrán  contra  el asegurador 

desde la fecha de    materialización  de  la  inexactitud  o  reticencia  que, en sede contractual, será   

estrictamente   aquella  en   la cual  se   perfeccione  el    contrato   viciado   por   la    mediación   de  tales   

irregularidades, llamadas a eclipsar el asentimiento de la entidad aseguradora que, aun   cuando 

ontológicamente son anteriores, no puede perderse de vista que   el  derecho  a impugnarlo, surge  luego  de 

su celebración, de suerte que con antelación, en puridad, no hay aún contrato y, por sustracción de materia, 

nada que atacar. (…)(Negrillas  y  Subrayas  del  suscrito) (…) 

     4.   Resulta  por  ende    de  lo   dicho, que   los    dos   años    de  la   prescripción  ordinaria    corren    para 

todas   las   personas    capaces, a    partir    del   momento   en   que   conocen    real   o    presuntamente  

del   hecho  que   da   base   a   la   acción, por lo cual   dicho término se  suspende en relación con los 

incapaces (C.C., art. 2541), y  no corre   contra   quien no   ha   conocido ni podido o debido conocer aquel 

hecho; mientras  que   los    cinco    años  de  la   prescripción   extraordinaria   corren   sin   solución    de  

continuidad, desde  el    momento    en   que  nace  el  respectivo   derecho, contra las personas capaces e 

incapaces, con total prescindencia del conocimiento de ese hecho, como a espacio se refirió, y siempre   que,  

al menos   teóricamente, no  se   haya   consumado   antes  la   prescripción   ordinaria. 

  5.  No   puede   predicarse   entonces  de   manera general, cual  lo   hizo   erróneamente  el tribunal, que  en   

todas  las   acciones derivadas del   contrato de seguro o  de  la  ley  el término   de  prescripción  ordinario  

y    extraordinario   tenga como  punto  común de partida “la  ocurrencia del  siniestro”, pues  como  lo  indicó 

la  Corte  en  la  sentencia ya citada   de  7  de  julio  de  1977, ese   punto  de  partida  sólo  es viable   tratándose, 

como  allí   se dijo, de  una   excepción de prescripción opuesta por la aseguradora contra el beneficiario  del   

seguro, muy  distinto de lo que aquí ocurre, porque en este proceso quienes   alegan   la  prescripción    son  

las   beneficiarias  del   seguro   contra  la  excepción de    nulidad  relativa   del    contrato   presentada  

por  la   compañía    aseguradora, todo sin perjuicio   del  régimen   especial    consagrado  en  el  nuevo  

texto  del   artículo   1131    del Código de  Comercio, para el seguro de responsabilidad civil, inaplicable al 

presente asunto. (…)  (Negrillas  fuera  de  texto). (…) 



 

 

6.   El   término   dispuesto  para  la    prescripción    ordinaria    corre,  pues,  en   relación    con  la   acción  

de    nulidad    relativa (C. de Co., art. 1058)  del   contrato  de  seguro, a partir  del   conocimiento  real  

o    presunto  que   tenga  el    titular   acerca  de  los vicios que    lo  afectan, al paso que el  de la 

extraordinaria  (5 años) corre desde el momento que nace  el   derecho   a  demandar esa nulidad. No  hay   

duda, entonces,   de  que   cuando    el    motivo   de  esa   acción   son  las reticencias o  inexactitudes    

respecto  de las manifestaciones   del   tomador, el    interesado  en     promoverla    debe    hacerlo    dentro    

de  los   dos   años  siguientes  a  la   fecha  en  que    conoció  o    debió  conocer   esas  conductas, sin   que  

en  ningún   caso  pueda   promoverla    pasados   cinco   años   desde cuando   se   produjo    el 

perfeccionamiento  del   contrato, que  dio    nacimiento  al    derecho   a    demandar   la    rescisión, 

según   se   reseñó. Lo   propio  debe   decirse  en torno  a   la   excepción  de    nulidad    emergente  de    las  

citadas    circunstancias, toda   vez  que  ésta  es   disciplinada,  igualmente,  por  el    artículo   1081   del 

Código  de Comercio, así  la   norma  se    refiera, lato   sensu, a  las   acciones, vocablo   dentro  del cual, 

en  línea  de principio, deben   quedar   cobijadas    este tipo  de excepciones, pues   conforme   quedó    

expuesto  en   los   antecedentes    legislativos de la   citada disposición transcritos   al    inicio   de  estas   

consideraciones, al   vencerse  el   término   de  los  cinco (5)  años el asegurador “... ya   no   podrá   

alegar  la   nulidad   del   contrato  por  vicios en la   declaración  de    asegurabilidad”   ni   por  vía  de   

acción  ni  de excepción, se agrega.   (Negrillas  y  Subrayas  del  suscrito)  (…) 

 

SALA   CIVIL –  FAMILIA 

HONORABLE   TRIBUNAL    SUPERIOR   DEL   DISTRITO   JUDICIAL   DE  BUCARAMANGA 

HONORABLE  MAGISTRADO   PONENTE      Doctor.  OMAR   JOSÉ   AMADO   ARIZA. 

ORDINARIO  DE  RUBY  ARRIETA  DE  ORO  CONTRA   COMPAÑÍA   SURAMERICANA   DE  SEGUROS  DE  VIDA    S.A. 

SENTENCIA DE  FEBRERO 25  DE  2008 

 

“(…) IV-        CONSIDERACIONES    DE   LA   SALA 

Esta  declaración  que  hizo la  asegurada, en   verdad  es  contraria  a  la realidad,  pues  basta  mirar  la  

historia  clínica  allegada  al  proceso  y  el  informe  técnico  de Medicina  Legal, para   establecer   

inequívocamente   que  la   señora   Dora   Isabel de Oro  de  Arrieta padecía, cuando celebró el contrato 

de seguro de vida, de hipertensión  arterial, sobrepeso, catarata  senil,  hallux  valgus,  Onomicosis. (Fl 86 

C.2). Además  de   registrar en su  historia clínica  el  diagnostico  de  diabetes  mellitus; de  donde  se 

infiere que  la asegurada  tenía  serios   quebrantos  de salud cuando   tomó   el  mencionando   seguro, con  

lo   cual   se acredita que no obró de buena  fe, incurriendo  por   ende  en inexactitud y reticencia  que 

conlleva a la nulidad  relativa   del  contrato   de  seguro  celebrado. 

De    otro  lado,  y   en relación  con  el   tema   principal  que   plantea  el  apoderado  de   la   parte   

apelante, alusivo   a   que   la   excepción   de    nulidad   relativa   del contrato  de  seguro   se   halla   

prescrita, la    Sala   debe   señalar que el punto discutido  lo   regula    el    artículo  1081  del   Código  

de    Comercio, al   establecer    que “la   prescripción    de  las   acciones    que  se     derivan    del    

contrato   de    seguro    o de  las    disposiciones  que   lo   rigen  podrá  ser  ordinaria  o   extraordinaria.  

(…) 

     De  la    norma     transcrita  se    puede  inferir   que  la  prescripción  ordinaria   se   rige   por   un  

criterio    de    carácter  subjetivo , en  el  sentido   de  que  ésta  empieza  a correr  desde  el    momento 

en   que el   asegurador  o   asegurado    han tenido conocimiento   cierto   o   presunto  del  hecho   que    

origina  la   acción; situación que  no    acontece con  la  prescripción   extraordinaria, que  por  ser  de  

naturaleza   objetiva, siempre  empieza   a  correr   sin  consideración  al  susodicho   conocimiento,  

luego  es    evidente  que   al  cumplirse   el    término  de  cinco años  ya  no   será   posible   alegar   la   



 

 

nulidad   del contrato   de  seguro   por    reticencia  e inexactitud  en  la declaración  de   asegurabilidad, 

al   ser   invulnerable  la relación  jurídica  constituida. 

Conforme  a   la   disposición   legal   comentada   y  a   la   Jurisprudencia   indicada, resulta   

incontrovertible  que  si  el   interesado   teniendo    conocimiento    del  hecho que da base a  la acción, 

deja  fenecer  el   término  para   invocar la   prescripción   ordinaria, frente   a  la    acción  o  excepción  

de  nulidad   relativa   del  contrato  de seguro  que  se  haya instaurado (art 1058 C.Co); la  

consecuencia   no  puede  ser  distinta  a la  de  aceptar   saneamiento  de  la   mentada   nulidad, porque  

ya   no    es posible   alegar la    prescripción    extraordinaria  si   ya  venció  el  termino  ordinario   

señalado, dada  las   clases  de  prescripción   existentes.  (…) 

Determinado  el  marco  normativo  y  la  jurisprudencia  aplicable  al caso examinado, se puede   

establecer que la parte demandante como beneficiaria  del seguro  de   vida    adquirido  por Dora   

Isabel  de    Oro  de    Arrieta, quien  falleció   el  12  de    Junio  de   2001, promovió   contra  la    

Aseguradora   accionada   la demanda a  la que  se ha  hecho   referencia, la    cual   fue    presentada  

a   la    oficina   Judicial el  11  de   Junio  de   2003, a   raíz   de   que   la    compañía    Suramericana    de  

Seguros de  Vida S.A. objetó  la    reclamación   que   le   hiciera   la    demandante    para  el    pago  del   

amparo  o  seguro   contratado; objeción   que  se  produjo  en  escrito    fechado  el  3   de  Julio   de    

2001, obrante  al  folio 6  del  cuaderno principal. 

Sin embargo, y al descorrer el   traslado    de las excepciones de  mérito, la parte demandante    invocó    

dentro    del  término legal  la   prescripción   ordinaria  de    las excepciones    formuladas   por  la  

parte demandada, según  escrito   que  obra   los folios   56  a  60  del   cuaderno   principal,  

manifestando   de   manera  particular que a la Aseguradora  accionada le empezó a correr el  término  

de  prescripción  ordinaria  de   dos   años,  que  dejó    vencer  y   que   cobija a   la    excepción de 

nulidad   relativa del   contrato    de  seguro, situación  que    conlleva a que se rechacen tales   

excepciones  y  se acojan   las  pretensiones  de  la   demanda. 

Demostrado, como se encuentra, que la Compañía  Aseguradora  demandada  conoció   el    hecho    

que  dio  base  a   la acción, por  lo menos en la fecha  en que objetó  la    reclamación del seguro  que  

hizo  la    demandante (3  de   julio  de   2001),   y solo  hasta  el  15   de  Agosto  de    2003   propuso  la    

excepción  de  nulidad   relativa del   referenciado  contrato  de   seguro, deberá   aceptarse  que   en  el   

presente    caso se  configura  la  prescripción   ordinaria  de  dos  años  de  tal  excepción, según  lo 

dispone   el artículo 1081  del  Código  de  Comercio, término dentro  del   cual  a la Aseguradora  

demandada, bien  por vía  de   acción o   de excepción, le  compelía formular   la    nulidad relativa del  

contrato   de  seguro  por la  reticencia en que incurrió  la  asegurada  Dora   Isabel  de  Oro  de  Arrieta.  

(…)” (Resaltos  del  suscrito). 

También   dentro  de    en  este  recorrido  jurisprudencial  acerca  de  la   aplicación  de   la   PRESCRIPCIÓN  DE  LA   

NULIDAD RELATIVA  DEL  CONTRATO DE   SEGURO  POR    RETICENCIA  EN   LA    INFORMACIÓN  SUMINISTRADA   POR   EL  

ASEGURADO    ACERCA    DE   SU  ESTADO  DE   SALUD, encontramos  la   proferida  por  parte  de  la   SALA   DE  DECISIÓN  

CIVIL  del  HONORABLE  TRIBUNAL  SUPERIOR    DE    BOGOTÁ, providencia    adiada   el   8  DE  ABRIL   DE  2014,  actuando   

como  Honorable    Magistrado  Ponente  el   Doctor. OSCAR   FERNANDO  YAYA   PEÑA, dentro del  expediente   

11001310302520120042301, quien manifestó: 

En   este  asunto, observa  la    Sala   que  por  lo menos  desde  el   24    de   mayo   de   2010, la aseguradora  

ya   tenía    conocimiento  del   “hecho  que  da base  a  la   acción”  de  nulidad (es   decir,  la   reticencia),  

pues   fue  en  esa   fecha  que  formuló   su  objeción (con base  en esa   causal) a  la  reclamación  formal  que  

le   presentaron  los  aquí  demandantes  (fls. 13 a 15),  al  paso  que  el   escrito de  excepciones  se  radicó  ante 



 

 

el  juez    de   primera instancia el   4    de   abril   de    2013 (f. 83), es   decir, 2  años, 10  meses  y  11  días  

después. 

No   anduvo   afortunado   entonces    el   juez   de   primera    instancia  al   tener  por  probada   la    defensa  

que   impetró   la    opositora  al   abrigo  del   artículo 1058  del  Código   de  Comercio, vicisitud  que   

libera   a   la  Sala   de  entrar  a   establecer  si  en realidad   se   verificó   la    reticencia  que  alegó   

(tardíamente)  la    aseguradora.  

Quedó   visto   entonces  que  las   defensas  que  esgrimió  la   opositora  no   podían  abrirse  camino: la   

de “nulidad  del   contrato” por  haberse   invocado  por   fuera   del  plazo  que  para  el  efecto  contempla  

el   artículo  1081  del  Código  de  Comercio (lo  que  hace  innecesario    un  pronunciamiento  de  fondo  

en  punto  a  los   hechos  en  que  la  aseguradora  fincó la  “reticencia”) y  la  de  “prescripción”, porque  

no   alcanzó   a  transcurrir   ninguno  de  los dos  términos  extintivos (ordinario   y  extraordinario)  que 

contempla  ese   mismo  precepto  normativo  en  contra  de  los  aquí   demandantes. (…)” 

 “Cuando  se   está  en  frente   de  acciones  ́ derivadas  del  contrato´, como   sucede  con  la  de  reconocimiento  

de la  indemnización  a  que  tiene  derecho  el  beneficiario, el  momento a  partir  del  cual  ha  de   correr  

contra  él  la  prescripción  ordinaria, es   distinto  al   que  ha  de  tenerse   en  cuenta  para  computar  idéntica  

prescripción   contra   el  asegurador  en  el  supuesto  de  que  éste,  apoyado  en  acciones  ´derivadas   de  la  

ley´, demanda  o   excepcione, según   el  caso, la  nulidad  relativa  del   contrato   de   seguro   por  

inexactitud o  reticencia  del  tomador en la declaración de asegurabilidad, pues en estos  supuestos  ´el hecho 

que da base  a  la  acción ´o  el  nacimiento   del ´respectivo   derecho´  es    necesariamente   diferente. 

En efecto, en  el primer caso (´acciones  derivadas  del  contrato´), el  término  prescriptivo   ordinario  

correrá   a  partir  del   acaecimiento   del  siniestro; mientras  que en  el  segundo caso (´acciones  derivadas  

de  la  ley´), operará  a  partir  del  momento  en  que  el, asegurador  conoció  o  debió  conocer  el  hecho  

generador   de  la  rescisión del   contrato, es  decir  la  inexactitud o reticencia comentadas (…). Lo   propio  

debe   decirse  en  torno  a  la excepción  de  nulidad   emergente  de   las   citadas   circunstancias,  toda  

vez  que   ésta  es   disciplinada, igualmente,  por  el   artículo  1081  del  C. de  Co., así    la   norma  se   

refiera, lato   sensu,  a  las  acciones,  vocablo  dentro  del  cual, en  línea  de  principio, deben  quedar   

cobijadas    por   este   tipo   de  excepciones (…)”. 

 

Bajo el panorama anterior, ciertamente, la autoridad de conocimiento, al resolver de la manera como lo hizo en 

la mentada decisión, estableciendo que la nulidad relativa del contrato de seguro que por reticencia había 

excepcionado la compañía aseguradora demandada, no había prescrito, en atención a que no transcurrió el 

termino extintivo de los dos años a que alude el inciso segundo del mencionado artículo 1081 del C.co, en vista 

que la objeción (declinación de pago) devino temporánea, esto es, dentro del término de los 2 años contados a 

partir de la reclamación, de donde desprendió el conocimiento del hecho que daba base a su acción de nulidad 

relativa del contrato de seguro, no solo incurrió en un defecto sustantivo absoluto al concederle a la declinación 

de pago efectos de acción y/o excepción, sino que dejó de aplicar el precedente jurisprudencial, actitud que de 

por sí, flaco derecho concede al orden legal y a los derechos del consumidor, sujeto que, desde luego, participa 

de manera indirecta en el contrato de seguro, a quien incluso le han negado el derecho a la información, asesoría, 

consejo y lealtad, bajo excusa de no ser parte en el negocio. Premio conseguido por la arquitectura del CONTRATO 

DE SEGURO GRUPO VIDA DEUDOR.  

 

Respecto a lo anterior, cabe anotar, que la Corte de antaño se ha referido a la intelección del reseñado precepto 

legal, de la siguiente manera:  

 

«En consecuencia, la prescripción ordinaria y la extraordinaria corren por igual contra todos los interesados. 

La ordinaria cuando ellos son personas capaces, a partir del momento en que han tenido conocimiento del 

siniestro  o han podido conocerlo, y su término es de dos años; no corre contra el interesado cuando éste es 



 

 

persona  incapaz, según los artículos 2530 y 2541 del C.C., ni tampoco contra el que no ha conocido ni podido 

conocer el siniestro. 

 
“Pero contra estas personas si corre la prescripción extraordinaria, a partir del momento en que nace el derecho,               

o sea desde la fecha del siniestro. Por tanto, las correspondientes acciones prescriben en contra del respectivo 

interesado así: a) cuando se consuma el término de dos años de la prescripción ordinaria, a partir del           

conocimiento real o presunto del siniestro; y b) en todo caso, cuando transcurren cinco años a partir del 

siniestro, a menos que se haya consumado antes la prescripción ordinaria; la extraordinaria –se repite- corre 

aún contra personas incapaces o aquellas que no tuvieron ni pudieron tener conocimiento del hecho que da 

origen a la acción” (sent. de 7 de julio de 1977, G.J. CLV, pág. 139)» (CSJ SC, 3 de mayo de 2000, Exp. 5360). 

 

Quiere decir lo anterior, que al contrario de lo que fulminó la primera instancia, el Legislador colombiano 

determinó que el plazo subjetivo de los dos (2) años, corría contra las personas capaces, <faltaba más que la 

compañía bajo su poder de negociación y dominación no lo fuera>, y la interrupción o impedimento de la 

consumación de la prescripción se daba a partir de la presentación de la demanda de nulidad relativa del contrato 

de seguro o una vez se presentara por vía de excepción dicha suplica, siempre que, como venimos reseñando, 

uno u otro acto se realicen dentro del término bianual contemplado por el Código de Comercio, y es evidente que 

para el caso en estudio, dicha actividad se mostró extemporánea operando su saneamiento.   

 

Por todo lo anterior, es evidente que las deducciones efectuadas por el iudex aquo, en relación con la prescripción 

de la acción de nulidad relativa del contrato, no son razonables, pues se reitera, la determinación cuestionada no 

consultó en lo más mínimo la normatividad sustancial aplicable, situación está que es necesario conjurar a través 

del recurso de apelación.  

Así las cosas, es evidente el quiebre de la sentencia al no tener por demostrado estando, que la acción de nulidad 

relativa derivada del contrato de seguros le prescribió de manera ordinaria a AXA COPATRIA SEGUROS S.A. 

En los términos anteriores dejo sustentado el recurso de apelación, de conformidad con el Artículo 12 de la Ley 

2213 de 2022.   

 

 
De  la  Honorable  Magistrada  de  la República  de  Colombia, con  todo   mi   respeto  y  admiración, 

 

 
DIEGO ALEJANDRO PEDRAZA SANDOVAL 

c.c. 1.019.124.566  expedida en Bogotá 

T.P. 344.790  del  C.S. de  la J. 

dialejo_pedra@hotmail.com; abogadodefender@outlook.com 

Móvil 300-5929788 
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Señora 
MAGISTRADA PONENTE 
RUTH ELENA GALVIS VERGARA 
Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá. 
Ciudad 
 
 
Proceso:   VERBAL 
Radicación:  110013103 - 025 - 2019 – 00671 - 01 
Demandante:  EL RETIRO CENTRO COMERCIAL P.H.  
Demandado: BBVA ASSET MANAGEMENT S.A.  
Asunto:  SUSTENTOS RECURSO APELACION SENTENCIA 
 
 
DANIEL HERNANDO CÁRDENAS HERRERA, mayor de edad, con domicilio y 
residencia en esta ciudad, identificado como figura al pie de mi firma, obrando en 
nombre y representación de la entidad demandante, sustento el recurso de 
apelación contra la sentencia proferida el 23 de agosto de 2021 en los siguientes 
términos: 
 
 
DECISIÓN OBJETO DE APELACIÓN: 
 
Disiento del fallo de primera instancia en el sentido de que se declaró las 
excepciones de falta de legitimación en la causa por activa y por pasiva nulidad 
desechando el a quo lo probado respecto a las obligaciones mínimas de la 
fiduciaria. 
 
 
HECHOS PROBADOS: 
 
1.- La existencia de un contrato de fiducia irrevocable suscrito el 22 de julio de 
2009 entre el BBVA ASSET MANAGEMENT S.A. SOCIEDAD FIDUCIARIA y 
URBAN GROUP COLOMBIA S.A.  
 
2.- Que URBAN GROUP COLOMBIA S.A., le haría entrega al RETIRO CENTRO 
COMERCIAL CONJUNTO DE PROPIEDAD HORIZONTAL de un (1) apartamento 
con operación hotelera, con un área de 48 metros cuadrados más 12 metros 
cuadrados de terraza, el cual sería construido en el proyecto Mar de Indias, para 
ser sorteado entre los clientes del Centro Comercial EL RETIRO. 
 
3.- Que el 31 de enero de 2012 la sociedad URBAN GROUP COLOMBIA S.A., 
expidió certificación dirigida a la Lotería de Bogotá, en la cual reitera que entregaría 
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al ganador del sorteo que efectuará el Centro Comercial El Retiro, un apartamento 
en la etapa Condo Hotel Gansevoort por valor de $ 345´400.000  
 
4.- Que el 10 de febrero de 2012 BBVA ASSET MANAGEMENT S.A., SOCIEDAD 
FIDUCIARIA, actuando única y exclusivamente como vocera y administradora del 
FIDEICOMISO MAR DE INDIAS certificó: 
 

“6. Que los Fideicomitentes instruyeron de manera irrevocable a LA 
FIDUCIARIA para transferir a favor de la persona que resulte ganadora del 
Sorteo realizado por URBAN GROUP COLOMBIA S.A. y S&F MANAGERS 
CIA LTDA, junto con la Lotería de Bogotá y el Centro Comercial el Retiro 
el día 31 de enero de 2012, un apartamento del Condo Hotel Gansevoort 
o un apartamento ubicado en el Proyecto Inmobiliario Mar de Indias de las 
mismas calidades.”   
 
“9. Que los Fideicomitentes también instruyeron de manera irrevocable a 
LA FIDUCIARIA para que en caso de cualquier circunstancia, no pueda 
transferirse  un apartamento del Condo Hotel Gansevoort a favor de la 
persona que resulte ganadora del Sorteo realizado por URBAN GROUP 
COLOMBIA S.A. y S&F MANAGERS CIA LTDA, junto con la Lotería de 
Bogotá y el Centro Comercial el Retiro, se le entregue e ésta persona la 
suma de $ 345.400.000 con cargo a los recursos del FIDEICOMISO MAR 
DE INDIAS, y para que en caso que los recursos del fideicomiso resulten 
insuficientes, se requiera a los Fideicomitentes para que éstos aporten la 
suma correspondiente, obligándose éstos a aportarla.” 
 
“10. Que en consecuencia, BBVA ASSET MANAGEMENT S.A., 
SOCIEDAD FIDUCIARIA, en calidad de Vocera y Administradora del 
FIDEICOMISO MAR DE INDIAS, previa instrucción de los Fideicomitentes 
sobre la identificación de la unidad inmobiliaria y de la persona ganadora 
del Sorteo, transferirá a favor de la persona que resulte ganadora del 
Sorteo realizado por URBAN GROUP COLOMBIA S.A. y S&F MANAGERS 
CIA LTDA, junto con la Lotería de Bogotá y el Centro Comercial el Retiro, 
un apartamento del Condo Hotel Gansevoort o un apartamento ubicado en 
el Proyecto Inmobiliario Mar de Indias de las mismas calidades, o se le 
entregará la suma de $ 345.400.0000, con cargo  a los recursos del 
proyecto Inmobiliario Mar de Indias, en caso de que por cualquier 
circunstancias, no pueda transferirse el apartamento. En caso que los 
recursos del fideicomiso resulten insuficientes, LA FIDUCIARIA requerirá a 
los Fideicomitentes para que éstos aporten la suma correspondiente, 
obligándose éstos a apartarla.” 
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5.- Que el 13 de febrero de 2012 la sociedad URBAN GROUP COLOMBIA S.A., en 
calidad de Fideicomitente, autorizó de manera expresa a BBVA ASSET 
MANAGEMENT S.A. SOCIEDAD FIDUCIARIA, para que transfiriera a favor de la 
señora BEATRIZ ELENA DE GOMEZ, con cédula de ciudadanía número 
24.301.875, un apartamento de 48 M2 cubiertos, más 12 metros de terraza, donde 
la ubicación exacta será asignada una vez se obtenga por parte de URBAN 
GROUP COLOMBIA S.A., la licencia definitiva de construcción. 
 
De la misma forma autorizó que en el caso de que dicho inmueble no fuera 
construido, se transfiriera a la señora BEATRIZ ELENA DE GOMEZ otro inmueble 
con las mismas características o del mismo valor, construido dentro del proyecto 
MAR DE INDIAS o en su defecto se le entregaría un apartamento similar dentro de 
otro proyecto de URBAN GROUP COLOMBIA S.A., siempre y cuando su valor no 
sea inferior al estimado, el 15 de diciembre de 2015, el cual equivale a $ 
345.000.000. 
 
Finalmente, autorizó que en el evento de que el apartamento no le pueda ser 
entregado a la señora BEATRIZ ELENA DE GOMEZ en la fecha establecida, BBVA 
ASSET MANAGEMENT S.A., SOCIEDAD FIDUCIARIA, le entregaría a ésta la 
suma de $ 345.000.000 con cargo a los recursos del FIDEICOMISO MAR DE 
INDIAS.   
 
6.- Que el 27 de marzo de 2018 y debido a los incumplimientos legales y 
contractuales de las sociedades BBVA ASSET MANAGEMENT S.A. SOCIEDAD 
FIDUCIARIA y BBVA ASSET MANAGEMENT S.A., Sociedad Fiduciaria, actuando 
como Vocera y Administradora del Fideicomiso Mar de Indias en la entrega del 
apartamento o en su defecto entregar el dinero correspondiente al inmueble, EL 
RETIRO CENTRO COMERCIAL CONJUNTO DE PROPIEDAD HORIZONTAL 
para evitar más inconvenientes, suscribió contrato de transacción con la ganadora 
del sorteo señora BEATRIZ ELENA ECHEVERRI DE GÓMEZ y le hizo entrega de 
$ 190´000.000 para evitar cualquier controversia o conflicto. 
 
7.- Que el BBVA ASSET MANAGEMENT S.A. en su condición de FIDUCIARIA 
responsable legal y directo del manejo del FIDEICOMISO para construir el proyecto 
Mar de Indias, expidió una certificación en la que se obligó a:  
 

i) Escriturar el apartamento a la ganadora del sorteo;  
ii) Si la escrituración no era posible, debía entregarle a la ganadora la 

cantidad de $ 345´000.000 con cargo a los recursos del Fideicomiso Mar 
de Indias;  

iii) Si no podía entregar los $ 345´000.000 con cargo a los recursos del 
Fideicomiso Mar de Indias, debía requerir a los Fideicomitentes para que 
estos aportarán la suma correspondiente. 
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La sociedad fiduciaria demandada no logró dentro del debate probatorio que 
cumplió tan siquiera una de las obligaciones adquiridas y certificadas. 
 
8.- Que el BBVA ASSET MANAGEMENT S.A. actuó de manera irresponsable al 
no mantener en una cuenta separada la suma de $ 345´000.000 para garantizar la 
instrucción del Fideicomitente. 
 
 
¿QUÉ ES LA FIDUCIA?: 
 
La palabra fiducia significa confianza. En Colombia, los negocios fiduciarios se 
definen como actos de confianza en virtud de los cuales una persona 
(Fideicomitente) entrega a otra de su entera confianza (Sociedad Fiduciaria) uno o 
más bienes determinados, transfiriéndole o no la propiedad de los mismos, con el 
propósito de que ésta cumpla con ellos una finalidad específica, bien sea en 
beneficio del fideicomitente o de un tercero (Beneficiario). Cuando haya 
transferencia de la propiedad de los bienes se estará ante la denominada fiducia 
mercantil regulada en el artículo 1226 y siguientes del Código de Comercio. Si no 
hay transferencia de la propiedad se estará ante un encargo fiduciario. (Texto traído 
de la página web https://www.scotiabankcolpatria.com/educacion-financiera/productos-y-
servicios/que-es-la-fiducia). 
 
 
PRINCIPIOS Y DEBERES DE LAS SOCIEDADES FIDUCIARIAS: 
 
De acuerdo con el artículo 1234 del Código Civil y la Circular Básica Jurídica de la 
Superintendencia Financiera, Parte II, Título II, Capitulo I, Numeral 2.2.1., los 
deberes de las sociedades fiduciarias son: 
 
- Deber de información sobre los riesgos y demás aspectos del negocio fiduciario. 
- Deber de asesoría. 
- Deber de protección de los bienes fideicomitidos.  
- Deber de lealtad y buena fe. 
- Deber de diligencia, profesionalidad y especialidad. 
- Deber de previsión. 
- Deber de evitar cláusulas que desnaturalicen el negocio fiduciario, su objeto o 
menoscaben un derecho, o exima a las fiduciarias de responsabilidades que la ley 
le asigna o que la faculten para modificar unilateralmente el contrato.  
 
De acuerdo con lo anterior, el Tribunal deberá concluir que es innegable que la 
FIDUCIARIA BBVA faltó a todas las obligaciones anteriores. 
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RESPONSABILIDAD DE LA FIDUCIARIA DEMANDADA FRENTE A 
TERCEROS: 
 
La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, expediente 1909 del 3 de 
agosto de 2005, manifestó: 
 

“La Fiduciaria tiene responsabilidad por actos, conducta o comportamiento, 
acciones u omisiones en detrimento de la finalidad fiduciaria o de los 
intereses del constituyente y de terceros, por inobservancia de sus 
deberes profesionales de diligencia, lealtad, corrección, buena fe, 
imparcialidad, secreto, información, o por extralimitación de funciones, 
ausencia de adopción oportuna de las medidas idóneas exigibles, entre 
otras hipótesis, en las cuales  es responsable con su patrimonio 
directamente por situaciones en que se le sindique de haber incurrido en 
extralimitación, por culpa o por dolo, en detrimento de los bienes 
fideicomitidos que se le han confiado, hipótesis en la cual obviamente se 
le debe llamar a responder por ese indebido proceder por el que en realidad 
ya no puede resultar comprometido el patrimonio autónomo.”   

 
 
LEGITIMACIÓN PARA DEMANDAR: 
 
Lo expuesto por la Corte en la sentencia antes citada, hace que la entidad 
demandada sea un tercero y por este hecho se encuentra legitimada por activa 
para demandar, recordando que fue por el incumplimiento de la FIDUCIARIA 
BBVA que la demandante se vio en la obligación de entregar un dinero y que 
mediante una certificación vinculó al Retiro Centro Comercial. 
 
Respecto a la falta de legitimación por pasiva, es necesario precisar que esta 
demanda pretende que se declare la responsabilidad de la Fiduciaria al no cumplir 
las instrucciones del Fideicomitente.  
 
La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, en sentencia del 1° de julio 
de 2009 dictada en el proceso 11001-3103-039-2000-00310-01, Magistrado 
Ponente William Namén Vargas, respecto a los terceros en un negocio fiduciario, 
indicó: 
 

“Es preciso señalar, empero, que a diferencia de la estipulación a favor de 
un tercero regulada en general donde su derecho se circunscribe a la 
prestación estipulada, en la fiducia mercantil se concede legitimación 
tanto del tercero beneficiario cuanto del fiduciante para exigir el 
cumplimiento de la finalidad determinada en beneficio de aquel.” 
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En la referida sentencia, le dio la razón al Tribunal al mencionar: 
 

“Al respecto, el juzgador fundó la responsabilidad personal de la fiduciaria 
por la inobservancia de las instrucciones de la fideicomitente consignadas 
en la promesa de compraventa y en el contrato de fiducia, esto es, en un 
acto propio de la gestión confiada, deduciendo el deber solidario de reparar 
el perjuicio no por la frustración de la construcción ni por los riesgos 
inherentes a ésta, sino por el incumplimiento de la obligación y de la 
instrucción así impartida.” 

 
 
PETICIÓN: 
 
Teniendo en consideración los incumplimiento de la fiduciaria BBVA que se 
encuentran debidamente probados, en especial las de no observar las 
instrucciones del fideicomitente y de realizar diligentemente su encargo, y al 
encontrarse demostrado como lo afirma la Corte Suprema de que la condición 
de la entidad demandante es la de tercero beneficiado, se debe revocar en su 
totalidad la sentencia de primera instancia y reconocer que EL RETIRO 
CENTRO COMERCIAL P.H. se encuentra legitimada para demandar y la 
fiduciaria BBVA esta llamada a responder por incumplir una orden irrevocable; 
se deben acceder a las pretensiones.  
   
 
 
De la señora Magistrada, 
 
 
 
 
DANIEL HERNANDO CÁRDENAS HERRERA 
C. C. No. 79´261.021 
T. P. No. 88242 
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Honorables Magistrados 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ – SALA CIVIL 

Magistrado ponente Dr. José Alfonso Isaza Dávila 

E. S. D. 

 
Asunto: Proceso verbal derecho de autor de PETER JOHN LIÉVANO 

AMEZQUITA contra G Y J FERRETERÍAS S.A. 

Radicación: 110013103008-2020-00276-01 

Asunto: Sustenta recurso de apelación  

 

JUAN CARLOS MONROY RODRÍGUEZ, mayor de edad y domiciliado en Bogotá, D.C., identificado 

con la Cédula de Ciudadanía No. 79.542.567 de Bogotá, abogado titulado con Tarjeta Profesional 

No. 76.340 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi condición de apoderado de 

PETER JOHN LIEVANO AMEZQUITA, parte demandante en el proceso de la referencia, por medio 

del presente escrito sustento el recurso de apelación y reparos concretos en los siguientes 

términos: 

 
 

AFECTACION DEL DEBIDO PROCESO: PRINCIPIO DE IGUALDAD DE ARMAS. 

El principio de igualdad de armas constituye un elemento esencial de la garantía del derecho de 

defensa, de contradicción, y más ampliamente del principio de juicio justo, y hace relación a un 

mandato según el cual, cada parte del proceso debe poder presentar su caso bajo unas 
condiciones y garantías judiciales. Así lo ha señalado la Corte Constitucional en sentencia C- 536-

08 (Magistrado Ponente: Dr. Jaime Araújo Rentería). 

En el presente caso la sentencia dictada en audiencia otorga trascendental importancia al 

testimonio técnico del Señor Daniel Ríos Sarmiento, quien es experto en ciencias forenses 

digitales, quien se pronunció sobre la diferencia entre una captura de pantalla y una imagen 

forense digital y el procedimiento realizado para la presentación de la imagen forense digital. 

La sentencia así mismo echa de menos, de parte de la demandante, la existencia de una prueba 

equivalente o correspondiente de parte del demandante, que permitiera aportar al proceso 

argumentos o consideraciones de por qué los archivos digitales aportados como prueba de la 
infracción sí constituyen un mensaje de datos amparado en la presunción de autenticidad que 

reconoce el CGP. 

No obstante lo anterior, dicha prueba si se solicitó por el suscrito en el acápite correspondiente 

de la contestación de las excepciones de mérito, en la siguiente forma: 

 
 

TESTIMONIOS 

Con el fin de dar declaración juramentada sobre los hechos que fundamentan la demanda y 

el juramento estimatorio, solicito a Usted ordenar el testimonio de las siguientes personas, 
todas mayores de edad, así: 

MARTHA ANDREA CASTELBLANCO DIAZ, identificada con C.C.No. 52.500.236 correo 

electrónico marthacastelblanco@hotmail.com. El objeto de este testimonio es dar cuenta 

de la forma en que Peter Liévano detecta y obtiene la evidencia digital del uso infractor de 
sus fotografías, al tiempo que es la persona que obtuvo el video que se aporta en este escrito 

y que registra la imagen archivada de la página web de propiedad del demandado, en donde 
consta el uso infractor de la foto de mi representado. 
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Sin una justificación, el Despacho omitió ordenar la recepción del testimonio solicitado, 

quedando mi representado en evidente desventaja, situación que afecta sus derechos 

constitucionales a que se refiere el aludido principio de igualdad de armas, el cual debe ser 
procurado y garantizado dentro del proceso. 

Al respecto es aplicable el precedente de la sentencia de la Corte Constitucional T-074 de 
2018 (por su pertinencia se transcribe el siguiente aparte): 

 
“i) El defecto fáctico se configura por la omisión en el decreto y práctica de pruebas  
relevantes, pertinentes y conducentes 

 
“Esta Corporación ha sostenido que la omisión en el decreto de pruebas por parte de la 
autoridad judicial competente, impide la recepción y análisis de hechos que resultan 
indispensables para la correcta solución del caso debatido. Así, en los eventos que se 
rechaza la práctica de una prueba que conduciría a aclarar las premisas fácticas 
debatidas, esta Corte ha sostenido que, ante tal circunstancia, se estarían vulnerando los 
derechos al debido proceso y a la defensa. 

 
“Esta omisión ocurre, por ejemplo, i) cuando la autoridad judicial no ejerce la facultad  para 
decretar pruebas de oficio en los casos que faltan elementos para dirimir adecuadamente 
el conflicto, o ii) cuando se niega el decreto y práctica de pruebas pertinentes, conducentes 
o esenciales para resolver el fondo del asunto. Si bien, en este último caso, el juez de la causa 
cuenta con la autonomía e independencia para denegar una prueba solicitada por los 
sujetos procesales, lo cierto es que tal decisión, de conformidad con la jurisprudencia de 
esta Corporación, debe estar ligada a la impertinencia, inutilidad y la ilegalidad del medio 
requerido. De hecho, se ha sostenido que “la autoridad judicial que se niegue sin 
justificación razonable y objetiva, a apreciar y valorar una prueba en la que obtiene apoyo 
esencial en forma específica y necesaria paraformar su juicio sin justificación, incurre en 
una vía de hecho y contra su decisión procede la acción de tutela, toda vez que desconoce 
varios principios y derechos de rango superior para quien la ha solicitado, como son la 
igualdad procesal y de acceso a la administración de justicia, el debido proceso y defensa y 
el deber de imparcialidad del juez para el trámite del mismo”. 

 
(…) 

 
“9. Así las cosas, ante las ostensibles deficiencias probatorias en el proceso de 
responsabilidad civil, esta Sala considera que el Juzgado Once Civil del Circuito y la Sala 
Civil-Familia del Distrito Judicial de Bucaramanga, al momento de proferir los fallos del 29 
de febrero y 20 de septiembre de 2016, incurrieron en un defecto fáctico asociado con la 
omisión en el decreto y práctica de pruebas conducentes y relevantes para superar las  
incertidumbres y cuestionamientos frente a la negligencia médica alegada por el 
demandante y rechazada por el extremo demandado, teniendo en cuenta los siguientes  
aspectos: 
(…) 

 
“Para despejar los anteriores interrogantes, entonces, era indispensable que todo el 
material probatorio obrante en el proceso fuera puesto a consideración de un equipo  
experto que pudiese conceptuar sobre el particular, puesto que el juez, a partir de los 
elementos normativos y fácticos que reposaban en el proceso, no podía despejar las 
incertidumbres planteadas. 

 
“Así las cosas, estima la Sala que los jueces de instancia incurrieron en una omisión en el 
decreto y práctica de pruebas conducentes y relevantes que se manifiesta en una doble vía. 

 

“10. De una parte, porque dejaron de practicar una prueba solicitada por el extremo  
demandante que podría resultar relevante para determinar, con mayor precisión, como lo 
requería el propio juez de primera instancia, si la causa más probable de la pérdida  
funcional y deformidad del brazo del actor tuvo relación de causalidad o no con la 
actuación desplegada por el médico y las instituciones que trataron su fractura de 
antebrazo. Basta con señalar dos aspectos surtidos dentro del proceso de responsabilidad 
civil que revelan esta omisión. 
(…) 

 
“11. De otro lado, esta Sala considera que el segundo factor que influyó en la configuración 
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del defecto fáctico fue la omisión de los funcionarios judiciales en decretar de oficio las 
pruebas que resultaban conducentes para esclarecer los puntos que ellos mismos, en las 
providencias judiciales cuestionadas, advirtieron eran inciertos respecto de la 
responsabilidad de los galenos, el tratamiento efectuado y las distintas causas del daño  
colateral. 

 
“En particular, esta Corporación estima que el decreto oficioso de pruebas era 
especialmente relevante en este caso, teniendo en cuenta que, como lo señalaron los 
funcionarios judiciales que aclararon y salvaron voto en esta causa, el hecho de que el 
médico practicara un intervención que no ofrece mayores riesgos y, pese a ello, el paciente 
sufriera la pérdida funcional absoluta y deformidad de su brazo, requería evaluarse bajo 
elementos técnicos y científicos, que podrían recaudarse a través del decreto de pruebas de 
oficio, como las periciales. 

 
“El decreto oficioso de pruebas, como se mencionó, no constituye un acto de mera 
liberalidad del funcionario judicial, como sostuvo el Tribunal acusado, sino que, de 
conformidad con el artículo 42 del Código General del Proceso, es un verdadero deber 
funcional ante vacíos y deficiencias probatorias, según jurisprudencia reiterada de esta 
Corporación. De hecho, la omisión en el decreto de pruebas conducentes y relevantes  
resulta particularmente reprochable en este caso, si se observa que el juez de primera 
instancia solo decretó de oficio declaraciones de parte, los cuales no arrojaron el 
conocimiento especializado necesario para determinar la causa más probable de la 
pérdida anatómica y funcional del brazo del menor, manteniendo así la incertidumbre 
frente a la responsabilidad o ausencia de culpa médica de las instituciones demandadas. 

 
 

INDEBIDA VALORACIÓN PROBATORIA: VIDEO DE NAVEGACION EN LA PAGINA Y 
HERRAMIENTA DE INTERNET WAYBACK MACHINE SI CONSTITUYE UN MENSAJE DE 
DATOS. 

En el escrito de contestación de excepciones se aportó un video de navegación en un sitio de 
internet, explicando su pertinencia y alcance probatorio en los siguientes términos: 

 
 

RESPECTO DE LA EXCEPCION DE INEXISTENCIA DE LA CAUSA E INSUFICIENCIA 
PROBATORIA DE LA IMAGEN CAPTURA DE PANTALLA 

 
Es evidente que el link ya no conduce a la imagen de la infracción, pues es natural que el 
demandado ha ido cambiando el contenido de su página con el tiempo. No obstante se 
aporta un video que muestra el acceso a la imagen grabada de la página INTERNET 
ARCHIVE – WAYBACK MACHINE, que es evidencia del estado en que estaba la página al 
momento de producirse la infracción (enero de 2019), y que muestra la publicación no  
autorizada de la obra fotográfica de mi representado en la página web del demandado. 

 
El demandado dice desconocer la evidencia aportada sobre la infracción reclamada pero  
no propone respecto de la prueba documental aportada al respecto una TACHA DE 
FALSEDAD ni cumple con los requisitos de la misma en los términos del Art. 270 y ss. del 
Código General del Proceso. Como prueba documental con este escrito se aporta como 
mensaje de datos en carpeta compartida de ONE DRIVE, un video que registra la pagina 
web de propiedad del demandado, en donde consta el uso infractor de la foto  de mi 
representado: 

 
https://1drv.ms/v/s!Ak90-tgX_NA1iGEzReeJacV7NGjG?e=qq6ml0 

 
El video cuyo acceso se aporta constituye un mensaje de datos cuya autenticidad y valor 
probatorio se presume. 

 

Este archivo digital en formato MP4 sí cumple con los requisitos para ser considerado un 
mensaje de datos en los términos del Artículo 247 del CGP. En efecto: 

 
La prueba no consiste en el contenido de una página web (cuyo formato original es .html) sino 
en un VIDEO DE NAVEGACIÓN en un sitio y herramienta de internet que guarda copia del 
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contenido y apariencia de sitios web a lo largo del tiempo. 
 

El propósito del video es mostrar justamente cómo la herramienta WAY BACK machine, al ser 
preguntada o consultada por el sitio web del demandado y la época en que mi representado 
detectó la infracción, guarda memoria de su apariencia y contenido mostrándose en ella 
efectivamente la fotografía de mi representado. 

 
El formato original de un video de navegación en internet no es el formato .html sino un formato 
de video como puede ser .mp4, en el cual efectivamente se aportó el archivo dentro de una 
carpeta compartida en la web, antes citada. Dicho documento digital en el formato .mp4 guarda 

todos los metadatos correspondientes al video como su fecha de grabación, y cumple con los 
requisitos dispuestos por la Ley 527 de 1999 (Ley de Comercio Electrónico) Artículo 11, en 
virtud del cual el mensaje de datos debe tener 3 elementos importantes para ser una prueba 

digital o una evidencia digital: (i) la confiabilidad en la forma en la que se haya generado, 
archivado o comunicado el mensaje, (ii) la confiabilidad en la forma en que se haya 

conservado la integridad de la información, (iii) la forma en la que se identifique a su iniciador 
y cualquier otro factor pertinente. 

 
Con la debida atención, 

 

JUAN CARLOS MONROY RODRIGUEZ 

C.C.No. 79.542.567 de Bogotá 

T.P.No. 76.340 del CSJ 



Señor   

HONORABLE MAGISTRADO MANUEL ALFONSO ZAMUDIO MORA 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL SALA CIVIL 

Ciudad 

 

 

Radicado:  110013103021201400443 01 

   RENDICIÓN PROVOCADA DE CUENTAS  

Demandantes:  LUIS EDUARDO PEREZ (QEPD) Y MARIA ANGELICA PEREZ 

Demandado:  CAMPO ELIAS PEREZ (QEPD) 

 

 

ASUNTO: SUSTENTACION RECURSO DE APELACION DEMANDA POR RECOVENCION  

 

 

JAVIER ELIAS PEREZ CASTILLO, mayor de edad con domicilio en la ciudad de Bogotá, 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 80.212.059 y Tarjeta Profesional No. 283.063 

del C.S. de la Judicatura, domiciliado en la ciudad de Bogotá D.C., en mi condición de 

apoderado especial del señor CAMPO ELIAS PEREZ, (QEPD), quien en vida se identificó 

con cedula de ciudadanía 17.148.730 de Bogotá, de acuerdo con las facultades a mi 

concedidas, presento sustentación del recurso de apelación a la sentencia del 19 de mayo de 

2022 proferida por el Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogota, en los siguientes términos: 

 

1. En los hechos de la demanda de reconvención, más exactamente en el numeral sexto, 

se indica: 

 

“El día 20 de febrero de 2009 la señora MARIA ANGELICA PEREZ cita a mi 

poderdante CAMPO ELIAS PEREZ a conciliar ante la personería de Bogotá, donde 

se acordó en el numeral 3 del acta de conciliación número 4049, inserta en la 

demanda como prueba documental, “Que la administración inmueble estará a cargo 

de la señora MARIA ANGELICA PEREZ A PARTIR DEL PRIMERO (1 o) de marzo 

de 2009”. 

 

De igual manera quedo inserto en la mencionada acta de conciliación, en su numeral 

8 en donde se acordó que “La señora MARIA ANGELICA PEREZ llevara un libro de 

gastos realizados” 

2. Así mismo mencionamos en el hecho 10 de la demanda de reconvención, “En el acta 

de conciliación suscrita entre LUIS EDUARDO PEREZ, MARIA ANGELICA PEREZ 

y mi poderdante CAMPO ELIAS PEREZ se establecieron ocho acuerdos y se ratificó 

la calidad de administradora del inmueble en mención de parte de la señora MARIA 

ANGELICA PEREZ, tal y como lo señala el numeral quito 5º del mismo” acuerdo 

conciliatorio llevado a acabo 11 de OCTUBRE de 2013 ante el conciliador de la 

Camara de Comercio HECTOR DARIO AREVALO REYES, bajo el código 

0511001083 y numero de registro 25273, acuerdo inserto como prueba documental en 

la demanda de reconvención, el cual señala “En cuanto a la administración del 

inmueble MARIA ANGELICA PEREZ como resultado de los arriendos que se 

reciban, se compromete a entregarle en Bogotá a CAMPO ELIAS PEREZ la suma de 

$ 80.000…..” 

 

3. Su señoría dentro de la conciliación 4049 llevada a cabo el día 20 de febrero de 2009 

en la Personería de Bogotá, en su numeral 8 la Señora MARIA ANGELICA PEREZ 

se compromete a llevar un libro de gastos realizados, libro que nunca ha sido 

exhibido, de hecho, la señora MARIA ANGELICA PEREZ en el interrogatorio 

absuelto por ella dentro del proceso precedente por Rendición de cuentas el día 28 de 

agosto de 2021, manifiesta que había rendido cuentas, en la conciliación del 11 de 

OCTUBRE DE 2013, situación que nunca a ocurrió ni quedo plasmada en el acuerdo 

de conciliación llevada a cabo el día 11 de OCTUBRE DE 2013, como se puede 

evidenciar en la conciliación aportada incluso por ambas partes, por lo tanto no es 



cierto que la Señora MARIA ANGELICA PEREZ hubiere rendido cuentas de su 

administración.  

 

4. Vale la pena mencionar de nuevo lo prescrito por el Art. 2142 Código Civil: 

 

El mandato es un contrato en que una persona confía la gestión de uno o más 

negocios a otra, que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera. La 

persona que concede el encargo se llama comitente o mandante, y la que lo acepta 

apoderado, procurador, y en general, mandatario” 

 

Así mismo la Jurisprudencia patria “En segundo término, porque en los procesos de 

rendición provocada de cuentas sólo está obligado a rendirlas quien, previamente, ha 

sido el destinatario de un acto jurídico que lo obligue a ello…. T 743 / 2008”. 

 

 

Su señoría de acuerdo a lo anterior se cumplen los presupuestos a cabalidad en este caso, 

pues la señora MARIA ANGELICA PEREZ acepto en dos oportunidades el mandato 

derivado de los dos actos jurídicos, que son las mencionadas conciliaciones, por lo tanto 

reiteramos la vocación de prosperidad de las pretensiones hechas por la parte demandante 

en Reconvención y en consecuencia se deberá declarar que la Señora MARIA ANGELICA 

PEREZ está obligada a rendir cuentas de la administración del inmueble, durante el periodo 

de marzo de 2009 hasta julio de 2017, por el valor de las pretensiones presentadas en la 

demanda de Reconvención conforme a lo que claramente se evidencia. 

 

 

Cordialmente, 
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Doctor 

MANUEL ALFONSO ZAMUDIO MORA 
Magistrado - Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá D.C. 
E.   S.   D. 
 
 
Ref.:   Proceso Ordinario  
Rad:   11001310304020150002102 
   Juzgado de origen: 40 Civil del Circuito 
 
Demandantes:  NORMA AYDE SUPELANO DUARTE y otro 
Demandados:  FERNANDO A. MONDRAGON HERRERA   
      y otros. 
 

 

Asunto:   Sustentación del recurso de apelación contra la
   sentencia de primera instancia de fecha 10 de 

   marzo de 2022.        
 
 

 
 

MAURICIO MORALES GÓMEZ, abogado de profesión, conocido 
en autos, en tiempo, comedidamente sustento el recurso de 
apelación en contra de la sentencia de primera instancia 
proferida el día 10 de marzo y notificada en estado del día 
inmediatamente siguiente de la presente anualidad, teniendo en 
cuenta que los reparos concretos fueron presentados conforme 
a lo establecido en el inciso 2º del numeral 3º del artículo 322 del 
CGP. 
 
Dichos reparos se sintetizaron así: i) la indebida valoración 
probatoria aportada en el expediente; ii) el yerro de apreciación 
propia dada en las consideraciones respecto de la 

sintomatología y sinología del paciente dejando por debajo los 
conceptos técnico-científicos, éticos y profesionales de experticia 
en tema de pediatría aportado al proceso; y, iii) la equivocada 
interpretación en contexto de la jurisprudencia relativa a la Lex 
artis médica y por tanto en esta oportunidad la sustentación 
sigue los derroteros allí trazados con la correspondiente 
ampliación y profundización de los mismos en los siguientes 
términos:  
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1. Refiere el fallador de instancia que “en el campo probatorio, 

impone la acreditación de quien alega una falla en el diagnóstico del 
padecimiento, a probar que, a pesar de estar recomendado por la lex 
artis ad hoc que ante determinados síntomas se debe adoptar 

determinadas decisiones por parte del galeno, este no lo hizo o no 
agotó las ayudas necesarias para hacerlo o lo hizo de una 
manera deficitaria y el ente hospitalario o el profesional de 
la medicina, deberá acreditar haber seguido los 
lineamientos que los protocolos o la experiencia indican 
para responder ante una determinada sintomatología. 
 
En el mismo sentido las consideraciones del juzgador de 
instancia resultan completamente desacertadas y alejadas 
de la realidad en la práctica médica cuando hace 
referencia a los protocolos y guías que en su sentir no 
fueron aportados y echa de menos que no se haya 
demostrado que las mimas fueran exigibles en el ejercicio 
de la medicina en Colombia, en los siguientes términos: 
 
Vale además precisar, que las guías NICE que manifiesta la perito 
como las aplicables, en primer término no se trajeron al expediente y, 
en segundo lugar, no se demostró que las mismas fueran exigibles a 
los galenos y ello era indispensable, en la medida en que así se 
podría haber traído certeza de una infracción a la lex artis por los 
galenos demandados. Y es que si bien se cierne cierta duda sobre el 
actuar de los profesionales en la medicina que atendieron los días 3 y 
5 de diciembre a Juan Felipe Cano Supelano, al no haber propuesto 
exámenes para determinar bilirrubinas y demás… 

 
Igualmente, de manera errada el señor juez vuelve a 
insistir afirmando que: 
 
Y en este caso, ambas situaciones están sin una prueba irrefutable, 
amén que el dictamen pericial se limita a indicar que las guías NICE 
de 2010 regulaban el tema, pero no se da certeza de que esas eran 
las vigentes, aplicables, utilizadas y aceptadas en el sector médico 
colombiano para la época de los acontecimientos, máxime cuando en 
el país, como lo indica la misma experta, las guías del Ministerio de 
Salud para el tema apenas salieron para el año 2013. 

 
 
El juez A quo incurrió en defecto fáctico por indebida 
apreciación probatoria en la medida en que omitió tener en 
cuenta para decidir el caso que nos ocupa, las versiones 
rendidas por las testigos, por el mismo demandado Benito 

Cifuentes y por el peritaje rendido por la experta en 
Nefrología pediátrica en los siguientes términos: 
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A. La Dra Maria Isabel Lozano (testigo) en audiencia del 
31 de julio de 2019 al minuto 36 a 37:30 del primer 
video de la audiencia, refiere que con base en los 

protocolos que rigen la lex artis para los eventos en que 
un paciente recién nacido presenta determinados signos 
amerita la práctica de exámenes y en el mismo sentido 
ya se había referido en el minuto 27 de la misma 
audiencia cuando manifiesta que con base en los 
protocolos de la práctica médica, tanto el tinte ictérico 
como los demás signos (para estudiar la ictericia, para 
descartar o confirmar la incompatibilidad de grupo 
sanguíneo o cualquier otro síntoma) ameritan realizar 
un examen de bilirrubinas y finaliza la testigo 
especializada diciendo que la ictericia tiene muchas 
causas y hay que descartarlas; sin embargo, 
encontramos en la historia clínica que los médicos 
demandados no ordenaron absolutamente ningún 
examen, bien para confirmar ora para descartar. 
 

B. La Dra Lizeth Mileidi Ortegón Parra (testigo), en 
audiencia de la misma fecha (31-07-19), al minuto 7:30 
al 9:10 del segundo video, la testigo especialista y 
subespecializada en neonatología ilustra al Despacho 
que los exámenes que se deben practicar para casos 
como el del paciente en estudio, a saber: Bilirrubinas, 
PCR, Cuadro hemático, estudio de los niveles sódicos, 
etc., y seguidamente al minuto 9:30 la testigo manifiesta 
que sí existen Guías para el manejo de la Ictericia. 

 
C.    El Dr Benito Cifuentes (demandado) en la misma 

audiencia (de fecha 31-07-19), del segundo video y en 
respuestas al interrogatorio aplicado confiesa en el 
minuto 21:40 al 22:00, que si existen Guías para el 
manejo de la ictericia, que si tenía conocimiento de 
estas y que además, las Guías y Protocolos son de 
obligatorio cumplimiento en la práctica médica. 

 
D. Finalmente, la Dra ANA KATHERINA SERRANO 

GAYUBO (Perito). Tanto en el informe escrito como en la 
audiencia de controversia realizada en el curso del 
proceso también fue enfática en aclarar sobre la 
existencia de Guías y protocolos para el manejo de la 
Ictericia hasta el punto que en las conclusiones del 
dictamen la experta lo califica como una falta a la lex 
artis el hecho de no haber observado las guías clínicas 
conocidas para el momento, en los siguientes términos: 



MM AA UU RR II CC II OO   MM OO RR AA LL EE SS   GG ÓÓ MM EE ZZ   

AA BB OO GG AA DD OO   

 

 

Carrera 6 No.26B-85 Piso 14 Bogotá D.C. 

Tels.: 3502018 - 3204937155 

E-mail: mmgomez5@gmail.com 

 

 
“El no haber observado por parte de los facultativos de la 
Central de Especialistas Complejo Calle 100 de la Corporación 
IPS Saludcoop de la ciudad de Bogotá, las guías clínicas 
conocidas para el momento de los hechos, con respecto al 
estudio de los recién nacidos con ictericia, permitió que la 
condición subyacente a la ictericia (infección urinaria) se 
complicara a un choque séptico y disfunción multiorgánica que 
no logró controlarse a pesar de su apropiado tratamiento, lo cual 
constituye una falta a la lex artis y una falla en la prestación de 
los servicios de salud.” 

 
 
Igualmente, en respuesta a la pregunta número 4, del 
cuestionario aplicado a la perito, en los siguientes 
términos: 
 

“4. Manifieste al despacho cuales son los exámenes paraclínicos 
que se realizan conforma a las guías clínicas para el diagnóstico 
de la ictericia neonatal. 

 
RESPUESTA: Según las guías clínicas NICE del 2010 vigentes 
para el momento de los hechos, se les debe realizan niveles de 
bilirrubina total y directa a los recién nacidos que se observen 
ictéricos. 

 
Aunque las guías del Ministerio de Salud y Protección Social de 
Colombia son posteriores (2013), reafirman lo descrito 
previamente.” 

 
Conforme a los tres (3) medios de prueba citados 
existentes dentro del expediente que nos ocupa, en los que 
intervienen cuatro (4) profesionales especializados de los 
cuales dos son subespecializados en pediatría, podemos 
concluir sin lugar a dudas que el señor juez de primera 
instancia se equivoca de manera garrafal en la valoración 
probatoria y en la falta de apreciación de las mismas, al 
afirmar que las referidas Guías y protocolos no fueron 
aportadas y que no se demostró que estuvieran vigentes, 

porque como se desprende de los dos testimonios, de la 
confesión del demandado y del informe de la perito, se 
puede establecer que: i) sí existían para el momento de los 
hechos que nos ocupa (noviembre – diciembre del año 
2012), ii) que las Guías NICE 2010 no eran las únicas que 
existentes para el tema de la Ictericia y tratamiento de 
recién nacidos; iii) que todos ellos tenían conocimiento de 
su existencia y sobre todo iv) que eran completamente 
conscientes que su aplicación y acatamiento eran y siguen 
siendo de obligatorio cumplimiento en la praxis médica. 
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Por último, el señor Juez A Quo confunde la aclaración que 
hace la experta en la respuesta a la pregunta número 4 

arriba trascrita, el hecho que el Ministerio de Salud 
colombiano las haya positivizado a partir del ano 2013, 
con el momento en que dichas Guías (NICE 2010) y las 
demás existentes, junto con los protocolos sobre la materia 
(tratamiento de la ictericia) ya estuvieran vigentes en la 
práctica médica universal desde el año 2010 en países 
como Inglaterra y México, conforme lo corroborara la perito 
en audiencia, porque reitero, no es necesario que dichas 
Guías se incorporen en la normatividad de un país para 
que los médicos las deban poner en práctica de manera 
imperativa, toda vez, que así lo exige las lex artis Ad hoc; 
en consecuencia, no era necesario, pertinente ni útil 
aportarlas al expediente ni demostrar que para la citada 
fecha de los hechos existieran y/o fueran exigibles en el 
ejercicio de la medicina en Colombia, como además, bien 
lo tiene entendido la Corte Suprema de Justicia en 

sentencia del 30 de septiembre de 2016, SC13925-2016 
que más adelante se cita en detalle. 
 
 

2. También menciona de forma errada “no avizorar que se haya 

presentado un actuar culposo, entendido como negligencia, impericia, 
imprudencia, violación de les artis o deficiencia en el servicio médico 

prestado”, mención que hace después de su recorrido 
jurisprudencial para despacharse en la negación de las 
pretensiones gracias a los yerros en que incurre por la 
deficiente valoración de las pruebas, aún habiendo 
contemplado los apartes jurisprudenciales de la falla 
médica considerada como error de diagnóstico. 

 
En la valoración del elemento culpa, el fallo recurrido en 
sus consideraciones desestima la valoración de la culpa 
con el componente de la violación a reglas y normas que 

para el caso del recién nacido JUAN FELIPE CANO 

SUPELANO (Q.E.P.D.), está dado por la mal praxis médica 
con error en el diagnóstico inicial –incompatibilidad de 
grupo sanguíneo y sepsis neonatal-, en atención médico 
asistencial brindada por los demandados, en cabeza del  
Dr. Fernando Augusto Mondragón Herrera, quien no hizo 
uso de los protocolos y guías para el manejo del recién 
nacido ictérico y solo se basó en un supuesto diagnóstico 
no confirmado, que lo lleva al error de diagnóstico por la 
falta del estudio pertinente del caso clínico y por no remitir 
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al paciente a un especialista conforme a los niveles de 
atención establecidos en la Resolución 2251 de 1994 y el 
DUR 780 de 2016, valga decir, que le corresponde a una 

institución prestadora de servicios de salud de alta 
complejidad. 
 
Igualmente, la violación de la obligación de seguridad del 
contrato asistencial por la producción de infección 
nosocomial, la sepsis tardía y la generación de shock 
séptico con falla multisistémica como evento adverso y las 
consecuencias que de ello se derivaron, se determina como 
un evento adverso en la salud, contemplado en el Sistema 
Obligatorio de Garantía de la calidad en salud. 
 
El fallo recurrido yerra en la conceptualización de la mal 
praxis, que es una forma de acción indebida, omisiva, y 
negligente que se configura cuando, existiendo una 
exigencia, una orden verbal o escrita, dispuesta con fines 
de prevención de un daño, no se le da cumplimiento, 

generando un daño al paciente. Desestima que para el 
caso del recién nacido JUAN FELIPE CANO SUPELANO, 
El profesional de la medicina Dr Fernando Augusto 

Mondragón Herrera, (Médico General), no solicitó 
exámenes establecidos en las guías y los protocolos, que 
ayuden a aclarar la condición del neonato que tenía 
enfrente en la reconsulta, no existe un diagnóstico 
relacionado con la situación clínica del recién nacido en la 
historia clínica.  
 
El médico Mondragón Herrera, describe en la historia 
anormalidad, pero no señala en qué consiste la 
anormalidad y diagnostica Ictericia neonatal por inhibidor 
de la leche materna, sin analizar ni determinar los factores 
de riesgo para el recién nacido, no solicitó los exámenes 
requeridos para diagnosticar oportunamente las 
alteraciones en la salud del neonato, que adicionalmente 

fue atendido por un médico general y no por un 
especialista en pediatría; y como consecuencia de las 
múltiples complicaciones en la salud del recién nacido, 
producto de la negligencia e impericia de los profesionales 
que atendieron previamente al neonato, fallece el 9 de 
diciembre de 2012. 
 
No existe duda que la muerte del neonato obedeció a la 
falta de cuidado, diligencia, prudencia e idoneidad en el 
servicio de control y reconsulta vía urgencias al menor, 



MM AA UU RR II CC II OO   MM OO RR AA LL EE SS   GG ÓÓ MM EE ZZ   

AA BB OO GG AA DD OO   

 

 

Carrera 6 No.26B-85 Piso 14 Bogotá D.C. 

Tels.: 3502018 - 3204937155 

E-mail: mmgomez5@gmail.com 

 

conforme se puede inferir indiciariamente de lo plasmado 
en las historias clínicas de la madre y del menor, y 
quedando plenamente probado y no valorado por el 

fallador que existió omisión en el apego de la Lex artis y al 
cumplimiento de las normas rectoras de la historia clínica 
-Ley 23 de 1981, Resolución 3380 de 1981, y la obligación 
del apego a medicina basada en la evidencia, guías y 
protocolos, que posteriormente quedaron establecidos en 
la Ley 1751 de 2015, art. 17. (refrentes científicos) 
 
Hay que tener en cuenta que la Lex artis es la ley del arte 
y está dada por la Medicina Basada en la evidencia, las 
Guías, Protocolos, Doctrina Médica, literatura y artículos 
científicos, y los baremos; luego, existe la violación a la lex 
artis con la violación a la ley de ética médica -Ley 23 de 
1981- que obliga al médico a realizar un examen completo 
con anamnesis, exploración completa, estudios de 
diagnóstico y tratamiento basado en la lex artis, como lo 
establece también la Ley 1438 de 2011, Ley 1751 de 2015, 

Decreto 1011 de 2006, así, al apartarse de esos 
lineamientos se configura el elemento de culpa, como aquí 
sucedió con los médicos tratantes quienes de forma 
negligente omitieron el examen del paciente, sus estudios 
diagnósticos para descartar las causas de la ictericia como 
signo de sepsis de origen urinario que llevó a la sepsis y 
muerte por falla multisistémica; por ello, se incurrió en 
falta de oportunidad en el diagnóstico, solicitud de pruebas 
diagnósticas, es así como la falta de oportunidad en el 
tratamiento adecuado truncó lo que hubiera cambiado el 
curso de la evolución de enfermedad y evitar las 
consecuencias fatales por no haber sido diagnosticado 
oportunamente. Es decir, existe un daño jurídicamente 
atribuible al agente como lo ha estudiado la Sala de 
Casación Civil de la Corte Suprema en sentencia: CSJ-
SC13925-2016. 
 
 

3. Igualmente resulta equivocada la valoración de los hechos 
presentados en la historia clínica del menor fallecido y las 
pruebas recaudadas dentro del proceso toda vez que el A 
quo, aprecia la ictericia como un síntoma común desde la 
atención del 3 de diciembre del 2012 en el menor fallecido, 
yerra cuando desestima o juzga en indebida forma lo 
mencionado por las especialistas expositoras, al mencionar 
que la ictérica se asocia con otros síntomas y que tiene 
múltiples causas, entendiendo el fallador de forma errada 



MM AA UU RR II CC II OO   MM OO RR AA LL EE SS   GG ÓÓ MM EE ZZ   

AA BB OO GG AA DD OO   

 

 

Carrera 6 No.26B-85 Piso 14 Bogotá D.C. 

Tels.: 3502018 - 3204937155 

E-mail: mmgomez5@gmail.com 

 

que es un síntoma cuando realmente es un signo clínico, 
que asociado a otros síntomas indican la presencia de una 
patología de base; pero, a pesar de ello, el fallador 

menciona erróneamente que “no se observan situaciones 
anormales que así lo aconsejaren”; la ictericia como bien lo 
expuso la perito experta, es un signo clínico que se 
presenta en los recién nacidos y que su persistencia debe 
ser estudiada por las múltiples causas y consecuencias 
que tiene para la salud del recién nacido. De ahí, el 
desatino del fallador cuando entiende que su valoración es 
simplemente un síntoma presente, es decir, desestima lo 
dicho en contexto por la experta y las testigos pediatras. 

 
Menciona de manera desacertada que “la ictericia por sí sola 

no indica la realización de exámenes complementarios, pues se trata 
de una situación común, propia de la adaptación al nuevo medio 

ambiente al que se enfrenta el bebe”, lo que deja con esta 
consideración errada que la ictericia es un simple síntoma 
propio de la adaptación del menor a la vida, siendo 
además de simplista, contrario a lo expuesto, toda vez que 

la ictericia o tiente amarillo es consecuencia de la 
degradación de la hemoglobina sanguínea del menor que 
se presenta durante el nacimiento y que si persiste puede 
derivar de múltiples causas como la incompatibilidad de 
grupo sanguíneo, la incompatibilidad de factor Rh, la 
sepsis y todas aquellas causas que se derivan de la 
destrucción de los eritrocitos de la sangre y degradan la 
hemoglobina produciendo el color amarillo en la piel; 
hecho por el cual para el médico más inexperto, desde su 
formación aprende que todo menor con tinte ictérico 
persistente debe ser estudiado con una batería de 
exámenes básicos como las bilirrubinas y el grupo 
sanguíneo, exámenes que dentro de las pruebas de este 
caso, no se logró demostrar habérsele realizado al menor.  
 
Y no son las Guías NICE 2010, únicamente las que 

mencionan ese deber ser del actuar del médico tratante, lo 
describe la fisiología médica y lo conocen todos los médicos 
en su formación basada en la Doctrina Médica existente de 
vieja data, por ser la ictericia del recién nacido la causante 
de daño cerebral conocido como kernicterus; luego divaga 
así el fallador de primera instancia, cuando considera que 
la sola ictericia no amerita exámenes complementarios, 
porque la ictericia es un signo del que se requiere 
descartar su causa, hecho que aquí no se dio para el 
menor Juan Felipe cano Supelano. Al respecto ha dicho 
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la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en la 
sentencia del 30 de septiembre de 2016, SC13925-2016:  
 

“La culpa civil sólo logra configurarse cuando se verifican las 
posibilidades reales que el agente tuvo al ejecutar su conducta. 
Los parámetros que rigen la conducta del agente normalmente 
no están positivizados, salvo algunos casos de 
reglamentaciones administrativas, como por ejemplo las normas 
de tránsito; las normas sobre calidad total del servicio de salud; 
las guías y protocolos médicos de los servicios seccionales de 
salud de los municipios... La violación de tales pautas, como ya  
se dijo, lleva implícita la culpa siempre que su inobservancia 
tenga una correlación jurídica con el evento lesivo. 
Únicamente si se prueba en el proceso la 

existencia de tales pautas de conducta y que el 

demandado las infringió habiendo tenido la 

posibilidad de actuar conforme a lo que el 

ordenamiento esperaba de él, es posible imputar 

culpabilidad”. (resaltas y subrayas fuera del texto) 
 
La sola valoración de las pruebas dentro del caso en 

concreto se tiene que no existe un apego a las guías y los 
protocolos médicos para la atención del menor de edad con 
el cuadro de ictericia que se acompañaba de irritabilidad, 
diarrea y falta de apetito, síntomas y signos desestimados 
por el fallador en las pruebas aportadas. 
 

La jurisprudencia de esta Sala ha señalado que “(…) el galeno 
debe asumir, con un elevado e impoluto sentido de la 
responsabilidad, una serie de conductas encaminadas a la 
humanización (humanitas) y a la profesionalización de su 
elevado ministerio, vale decir un plexo de deberes que, 
articulados, integran la –llamada- deontología médica (tejido 
comportamental), enderezada, entre varios cometidos, a la 
búsqueda de una cabal prestación del servicio a su cargo y, 
ante todo, al respeto irrestricto de la vida humana, y a la 
preservación o mejoramiento de la salud –física y mental- e 
integridad de las personas, rectamente entendida, todo de cara 
a la sociedad y a los demás profesionales inmersos en la misma 
ciencia, sus pares. (…) el médico, en el ejercicio de su profesión, 
está sometido al cumplimiento de una serie de deberes de 
diversa naturaleza, muy particularmente de raigambre ética –no 
por ello desprovistos de eficacia jurídica-, los cuales podrán 
servir de parámetro para evaluar, en un momento determinado, 
el grado de diligencia y responsabilidad empleados por el 

galeno en el cumplimiento de su oficio. Es por ello por lo 

que, se ha entendido que las normas que 

disciplinan la ética médica, se traducen en 
componente de su lex artis, con todo lo que ello 

supone, especialmente en la esfera de su 
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responsabilidad, como tal, susceptible de ser 

valorada o, si se prefiere, juzgada, por los 

órganos y autoridades competentes para ello. 
(…)” (sentencia de 18 de diciembre de 2009, exp. 
1999-00533-01). (resaltas fuera del texto) 

 
Por ello es necesario mencionar que la aplicación de guías 
y protocolos, no bastan solamente para el ejercicio médico, 
sino el contexto general de la Lex Artis; entendido como las 
normas o las leyes del arte médico, y que no sólo son las 
guías y los protocolos, existe un orden jerárquico en la lex 
artis, en primera medida está la medicina basada en la 
evidencia MBE, de donde se derivan las guías, los 
protocolos; además, están la doctrina médica entendida 
como los grandes autores médicos, los artículos científicos, 
las revistas, los artículos médicos y por último los baremos 
de nuestro país; es decir, que considerar que sólo la guía 
NICE 2010, en su entendimiento errado era la propia para 
la valoración del caso, deja por fuera todo el arsenal 

médico con que se forman y actualizan los profesionales de 
la medicina en Colombia, y por ello, no se puede dejar a 
un lado los baremos, que corresponden a la valoración que 
se hace con base en el comportamiento que tiene otro u 
otros médicos en las mismas situaciones; de ahí, que 
resulta completamente errático el fallador cuando asume 
que la falta de las mencionadas guías NICE dejan sin 
sustento las apreciaciones de la experta perita, docente 
universitaria, médico especialista y subespecializada, que 
claramente en todo su experticia expuso la ictericia como 
un signo, su etiología y la demostración que en este caso 
en concreto correspondía a un signo de un proceso 
infeccioso en curso que no se diagnosticó por no haberse 
estudiado con exámenes complementarios, como el signo 
de la ictericia que se acompañaba de irritabilidad, diarrea 
y falta de apetito, síntomas y signos desestimados por el 
fallador en las pruebas aportadas. 

 
 

4. Yerra el fallador de instancia cuando menciona “Y es que si 
bien se cierne cierta duda sobre el actuar de los 
profesionales en la medicina que atendieron los días 3 y 5 
de diciembre a Juan Felipe Cano Supelano, al no haber 
propuesto exámenes para determinar bilirrubinas y demás, 
lo cierto es que no es solamente esa duda la que puede 
sustentar una sentencia de condena, es necesario tener 
certeza, en primer lugar, de que ese era el actuar aceptado 



MM AA UU RR II CC II OO   MM OO RR AA LL EE SS   GG ÓÓ MM EE ZZ   

AA BB OO GG AA DD OO   

 

 

Carrera 6 No.26B-85 Piso 14 Bogotá D.C. 

Tels.: 3502018 - 3204937155 

E-mail: mmgomez5@gmail.com 

 

y aconsejado por la ciencia médica o mejor, el exigible al 
galeno y, segundo, que ese medio hubiera sido útil para 
determinar el diagnóstico de la situación del menor”. Es 

decir, que la equivocación del fallador está en la duda de 
considerar que no existe responsabilidad de los galenos 
porque considera que no era necesario el medio 
diagnóstico para llegar a un diagnóstico certero de la 
patología del menor; dicho de otro modo, considera que no 
existe una prueba que mencione la necesidad de los 
exámenes complementarios para buscar la etiología de la 
ictericia, descartando lo mencionado por la experta 
pediatra en toda su exposición.  
 
Desestimó con su interpretación el peritaje rendido por la 
Dra. Ana Katherine Serrano Gayubo, médico especialista 
en pediatría, perito de Cendes, del cual se puede obtener 
de forma contundente, después de la revisión amplia de la 
historia clínica del fallecido, resume la revisión cuando 
menciona que Juan Felipe era un recién nacido sano que 

consulta a su EPS a los siete días de vida por Ictericia, la 
cual no fue estudiada para evaluar su gravedad. 
Posteriormente reconsulta a urgencia de su EPS a los 
nueve días de vida de nuevo por ictericia e irritabilidad, 
con evidencia de perdida anormal de peso, pero 
nuevamente el paciente no es estudiado o interconsultado 
con pediatría. A los diez días de vida asiste nuevamente a 
los servicios médicos, pero ya se encontraba en pésimas 
condiciones generales diagnosticando choque séptico de 
origen urinario que progresó a disfunción multiorgánica 
hasta su fallecimiento. 
 
La mencionada perito en las respuestas al cuestionario 
deja claro que no se encontraron exámenes paraclínicos 
realizados al paciente, sino hasta cuando ingresó a la 
fundación cardioinfantil en mal estado; que su diagnóstico 
fue de choque séptico como infección generalizada que 

ocasiona insuficiencia orgánica… y que el aislamiento de la 
Escherichia Coli en el urocultivo y en los hemocultivos 
confirman el diagnóstico del origen urinario de la sepsis. 
También menciona que la ictericia fue uno de los signos 
iniciales de sepsis neonatal en el caso de Juan Felipe y la 
dificultad respiratoria y la mala perfusión eran hallazgos 
del choque séptico; confirmó que no existió manejo 
oportuno, mencionando que el tinte ictérico debió haberse 
estudiado adecuadamente y habría podido estudiarse y 
tratarse oportunamente antes de permitir que se 
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desarrollara una sepsis. Menciones de la experta que el 
fallador de instancia no evaluó en su contenido y alcance 
probatorio. 

 
El fallador de instancia se equivoca en la valoración del 
informe pericial que en la conclusión de la perito, quien 
con plena certeza concluye que el no haber observado por 
parte de los facultativos de la central de especialistas 
complejo calle 100 de la corporación IPS Saludcoop, las 
guías clínicas conocidas en el momento de los hechos, con 
respecto del estudio de los recién nacidos con ictericia, 
permitió que la condición subyacente a la ictericia 
(infección urinaria) se complicara  a un choque séptico y 
disfunción multiorgánica que no logró controlarse a pesar 
de su apropiado tratamiento, lo que constituye una falta a 
la lex artis y una falla en la prestación de los servicios de 
salud.  
 
En consecuencia, con base en lo expuesto considera el 

fallador de manera equivocada que no encuentra 
elementos que permitan establecer la necesidad de 
estudiar la ictericia con exámenes complementarios, 
desestima lo dicho por una experta docente universitaria, 
especialista y subespecialista, incurriendo de esta manera 
en la indebida apreciación de la prueba técnica. 
 
 

5. Por otro lado, yerra cuando menciona que “se extraña que 
para la época de la atención del menor Cano Supelano fuere 
exigible el actuar de tomar exámenes de bilirrubina, cuando 
se presentaba el tinte ictérico. Pero sí, entendiéramos que 
era exigible tal deber, estima el Despacho que no existen 
suficientes elementos para imponer condena por 
responsabilidad civil derivada de falla médica”, es decir, 
para el fallador todo el conjunto de formación médica, 
como la medicina basada en la evidencia, las guías, los 

protocolos, los textos de medicina, los artículos científicos, 
y los baremos, deben estar enmarcados en una 
temporalidad para la fecha de los hechos cuando el 
estudio de la etiología de la ictericia forma parte de 
fisiopatología del recién nacido y su presencia es una 
alarma para cualquier médico desde el inicio de su 
formación y no fue inventada o creada recientemente. Es 
errado al considerar exigible que la demostración de los 
algoritmos de diagnóstico de la ictérica neonatal sean los 
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vigentes y yerra cuando desestima los conceptos de un 
perito experto en el tema de pediatría –baremo-.  
 

Las consideraciones del fallador de primera instancias 
resultan completamente ininteligibles cuando afirman que 
para la época de los hechos las guías NICE 2010, no se 
encontraban vigentes en la legislación colombiana y que 
tampoco se aportaron, pues como quedó establecido no 
solo por la perito, especializada en pediatría y sub 
especializada en nefrología, cuando en la audiencia explicó 
que la aplicación de dichas guías no requieren que estén 
incorporadas a la legislación interna para tenerlas 
presentes sino que es propio de la práctica médica 
orientarse por los parámetros generales o universales que 
sirven como derroteros a las buenas prácticas de la 
profesión, indistintamente del idioma o país en el que se 
estén implementando.  
 
Téngase en cuenta que en el informe presentado por la 

experta se encuentra la citación de la referencia 
bibliográfica que le sirve de sustento a las respuestas 
dadas no solo por escrito sino en la misma audiencia en 
las que cimenta su experticia, en los siguientes términos: 
NICE 2010. National Institute for Health and Clinical 
Excellence. Neonatal jaundice. Clinical Guideline. 
Actualizada 2016; luego no son simples consideraciones de 
la experta sino que las mismas se encuentran 
fundamentadas en la citadas normas y en la lex artis ad 
hoc vigente para el momento de los hechos. 
 
Rememórese la cita jurisprudencial que el Juez A quo 
realiza en los siguientes términos: 
 

“Así por ejemplo, la variedad de procesos patológicos y de 
síntomas (análogos, comunes o insólitos), difíciles de interpretar, 
pueden comportar varias impresiones diagnosticas que se 
presentan como posibles, circunstancias que, sin duda, 
complican la labor del médico, motivo por el cual para efectos 

de establecer su culpabilidad se impone evaluar, en cada 

caso concreto, si aquel agotó los procedimientos que la 

lex artis ad hoc recomienda para acertar en él. En todo 
caso, sobre el punto, la Corte debe asentar una reflexión 
cardinal consistente en que será el error culposo en el que aquel 
incurra en el diagnóstico el que comprometerá su 
responsabilidad; 

 
Y más adelante continúa la citación: 
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“Así ocurrirá, y esto se dice a manera simplemente 
ejemplificativa, cuando su parecer u opinión errada obedeció a 
defectos de actualización respecto del estado del arte de 

la profesión o la especialización, o porque no auscultaron 

correctamente al paciente, o porque se abstuvieron de 

ordenar los exámenes o monitoreos recomendables, teniendo 
en consideración las circunstancias del caso, entre otras 
hipótesis… acogido, o cuando no se apoyaron, estando en la 

posibilidad de hacerlo, en los exámenes que 
ordinariamente deben practicarse para auscultar la 

causa del cuadro clínico, o si tratándose de un caso que 

demanda el conocimiento de otros especialistas omiten 

interconsultarlo, o cuando, sin justificación valedera, 
dejan de acudir al uso de todos los recursos brindados 

por la ciencia. responsabilidad” (CSJ SC de 26 de 
noviembre de 2010. Exp. 08667 reiterada en 
sentencia SC 3253 de 2021). (resaltas y subrayas 
fuera del texto) 

 
 

6. Es errático el juzgador de primera instancia, cuando 

menciona que no se tiene certeza que ese puntual examen, 
ilustrare la situación de Juan Felipe, por desestimar los 
conceptos profesionales, científicos, idóneos, explicativos, 
que se obtuvieron dentro del proceso, como también lo es 
la apreciación que desestima el examen idóneo que 
hubiera diagnosticado la patología del menor, que se 
hubiera realizado con la simple intuición de un médico 
apegado a la ciencia médica.  
 
La decisión de primera instancia se aleja de la realidad, 
cuando el juzgador menciona que era necesario que el 
menor presentara otros síntomas evidentes, a sabiendas 
que la medicina no es una ciencia exacta, su ejercicio se 
basa en el conocimiento, la experiencia, pericia y 
aplicación de algoritmos diagnósticos una vez conocida la 
situación del paciente; y no como una fórmula matemática 
en la que se suman síntomas y se da como resultado un 

diagnóstico o se restan y cambia el diagnóstico; para ello, 
está la Lex artis y la medicina basada en la evidencia. En 
medicina existe la Lex artis y no las fórmulas matemáticas 
para diagnosticar, como bien lo ha entendido la 
jurisprudencia sobre la materia: 
 

La medicina basada en pruebas científicas no debe entenderse 
como un desprecio de la experiencia clínica y la fisiopatología, 
pues «los buenos médicos utilizan tanto la experiencia clínica 
individual como la mejor prueba externa disponible, ninguna de 
las dos suficiente por sí misma. Sin experiencia clínica la 
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práctica se arriesga a quedar tiranizada por la evidencia, ya 
que incluso la evidencia externa excelente sería inaplicable o 
inapropiada para un paciente individual. Sin la mejor evidencia 
actual, la práctica corre el riesgo de quedar obsoleta muy pronto 
en detrimento de los pacientes». SC9193-2017 

         (…) 
Las guías, manuales y normas técnicas del Ministerio de Salud 
y las entidades territoriales son reglamentaciones acerca de la 
atención que debe brindarse a los pacientes para lograr los 
estándares exigidos por el Sistema Obligatorio de Garantía de 
Calidad (SOGC), cuya violación lleva implícita la culpa 
siempre que su inobservancia tenga una correlación 

jurídica con el evento lesivo.1 
  

El cumplimiento de los parámetros exigidos por la lex artis 
medicorum otorga significado a la noción de “buen técnico o 
profesional de la medicina”, pues ésta sin aquélla es un 
concepto vago, impreciso e imposible de ser tomado como patrón 
objetivo para la determinación de la culpa médica. La expresión 
“buen técnico o profesional de la medicina” sólo adquiere 
sentido cuando se contrasta con los criterios aportados por el 
conocimiento científico afianzado, porque de lo contrario se 
estaría admitiendo como patrón de prudencia o buena praxis 
médica un comportamiento no profesional basado en la 
intuición, la mera costumbre, la aplicación irracional de 
lineamientos, la experiencia no sistemática y el diagnóstico con 
base en el “ojo clínico”, más cercanos a las prácticas mágicas o 
supersticiosas que a la medicina fundamentada en la evidencia 

científica. SC9193-2017. 
 
La valoración del fallador de primera instancia es errada por 
cuanto considera la falta de pruebas de la indebida aplicación 
de la Lex Artis; su análisis es contrario a la valoración que se 
debe hacer con respecto a la omisión en la aplicación de guías y 
protocolos, para lo cual se debe tener en cuenta que, en 
tratándose del nexo causal endilgado por omisiones o 
abstenciones, la jurisprudencia actual lo considera no naturista 
sino netamente jurídico; el nexo de causalidad como relación 
entre la culpa y el daño, debe ser evaluado desde el punto de 
partida de las omisiones que se presentaron en la aplicación y 

adherencia de las guías y los protocolos médicos, las omisiones 
a las reglas del Sistema Obligatorio de garantía de calidad, 
calidad, oportunidad y eficiencia;  
 
Es decir, desde la evaluación de las reglas de la lex artis existen 
omisiones claras y demostradas como lo expuso la perito 
experta en su informe; para ello se debe tener en cuenta lo 
dicho en sentencia de la Corte Suprema de Justicia, CSJ-SC 

 
1 SC 13925 del 30 de septiembre de 2016. Rad. 2005-00174-01. 
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9193-2017 del 28 de junio de 2017, “en casos de omisiones, el 

criterio de imputación solo lo dan las normas jurídicas que establecen 
deberes de actuación, posición de garante, guardián de la cosa, etc., porque 
entre una omisión y un resultado no se produce ninguna relación de 
implicación material.” Y cierra la sentencia cuando menciona “… pues un 
axioma de la lógica consagra que las omisiones o inactividades, al no ser 
objetos de la experiencia sino categorías jurídicas, no son ni pueden ser 

“causa” de nada en sentido naturista. (subrayas fuera de texto) 
 
Es equivocado entonces al considerar el juzgador de primera 
instancia, que no existe prueba de la omisión en el apego de la 
Lex artis entendida con su verdadero significado ya expuesto. 
 
 

7. Es disonante el fallo de primera instancia cuando 
considera que “la historia clínica relata con claridad que, además 

de la ictericia, se mostraba algo de irritabilidad y avidez por comer, 
pero en realidad no había signos que indicaran con certeza la 
existencia o el desarrollo de una infección o que aconsejaran 
indefectiblemente la realización de pruebas diagnósticas o que, 
puntualmente, la de bilirrubinas, demostrará la existencia de tal 

problema de salud”, no explicando cuáles eran los síntomas, 
signos o resultados de laboratorio que se requerían para 
llegar al diagnóstico de sepsis; porque contrario a sus 
consideraciones –clínicas-, la perito experta dejó claro que 
no se realizaron exámenes para estudiar al paciente con 
signo de ictericia y sólo se logró el diagnóstico en su fase 
final en otra institución, demostrándose así que con 
exámenes complementarios se llegaba al diagnóstico 
certero. 
 
El fallo recurrido en sus consideraciones hace un análisis 
del caso clínico de forma dudosa y no en el verdadero 
contexto de la situación del paciente, siendo esto contrario 
a lo expuesto por los testigos y especialmente por la 
experta docente universitaria, quien manifestó el hallazgo 
de un cuadro clínico en contexto cuando resume la 
revisión mencionando que Juan Felipe era un recién 

nacido sano que consulta a su EPS a los siete días de 

vida por Ictericia, la cual no fue estudiada para evaluar su 
gravedad.  
 
Posteriormente reconsulta por urgencias de su EPS a los 
nueve días de vida de nuevo por ictericia e irritabilidad, 
con evidencia de pérdida anormal de peso, pero 
nuevamente el paciente no es estudiado o interconsultado 
con pediatría.  
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A los diez días de vida asiste nuevamente a los servicios 
médicos, pero ya se encontraba en pésimas condiciones 
generales diagnosticando choque séptico de origen urinario 

que progresó a disfunción multiorgánica hasta su 
fallecimiento. Es decir, el fallador de instancia yerra al 
considerar que la sola ictericia no es un signo de proceso 
infeccioso, queriendo de esa forma asumir las 
consideraciones con signo clínicos y aislados, asumiendo 
un papel de valoración clínica en sus consideraciones y 
desestimando la valoración de un especialista y 
subespecialista médico.  
 
 

8. Llama la atención que el juzgador de primera instancia 
divaga con consideraciones que a la vez sirven de sustento 
para refutar su deficiente valoración a cerca de la 
negligencia y de falta de diagnóstico como falla del servicio 
médico, cuando argumenta: 
 

“Y también es indispensable partir de que la atención de salud, 
implica per se la asunción de un riesgo por parte del usuario del 
mismo, pues claramente no puede desconocerse que aceptar la 
intervención de un galeno, necesariamente implica exponerse y 
someterse a la ingesta de medicamentos, a la práctica de 
procedimientos quirúrgicos y exámenes, que necesariamente 
conllevan riesgos a la salud y a la vida misma.” 

 
Resulta a todas luces desacertado por decirlo menos, en 
razón a que en el caso bajo estudio es precisamente la 
ausencia de ordenes medicas las que condujeron a que la 
verdadera afección infecciosa que estaba padeciendo y 
cursando en el neonato, que no fue diagnosticada, pues 
por una parte el profesional de la salud que se encontraba 
al frente de la atención no era especializado como debió 
serlo por tratarse de unas urgencias pediátricas o por lo 
menos no interconsultó con esa especialidad violando los 
niveles de atención médica establecidos en el sistema de 

calidad -decreto 1011 de 2006 y DUR 780 de 2016; 
además, el fallador, desestima que se encontraba siendo 
atendido en una institución de alto nivel de complejidad 
sin la debida atención a un paciente neonato que 
reconsulta solamente con dos días de por medio y con 
nuevos signos de alarma frente a la primera consulta. Es 
así como la citación de las sentencias que el distinguido 
Juez hace, sirven de fundamento para rebatir sus 
consideraciones, veamos: 
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“La importancia del diagnóstico radica en que a partir del 
mismo se plantea el tratamiento a seguir, de manera que una 
equivocación cometida en esta etapa, la mayoría de las veces 
tiene como consecuencia también un error en el tratamiento, por 
lo tanto, se incurre en falla del servicio cuando la entidad no 
agota los recursos científicos y técnicos a su alcance para 
establecer un diagnóstico definitivo, comoquiera que en algunos 
casos el diagnóstico no puede arrojar resultados exactos, se 
hace necesario practicar estudios y exámenes complementarios” 
(25000-23-26-000-2000-01293-01(27522) sentencia 
ocho (8) de mayo de dos mil trece (2013)  

 
El fallador no valoró en su estudio del caso y las pruebas 
aportadas en contexto que en el caso bajo estudio no se 
agotaron los recursos científicos ni técnicos que la 
institución de alto nivel de complejidad -decreto 1011 de 
2006 y DUR 780 de 2016-, tenía a su alcance, ni se 
ordenaron por parte del galeno la práctica de exámenes 
que condujeran al diagnóstico certero a que tenía derecho 
el paciente, generando un acto inseguro con las 
consecuencias nefastas conocidas, llevando a un riesgo 
injustificado al paciente violando con ello la ley 23 de 
1981, art. 15 y 16. Es decir, una vez más el juzgador yerra 
en la valoración probatoria y en la aplicación del 
precedente jurisprudencial mencionado. 
 

9. Por último es contrario a derecho el fallo de primera 
instancia, por cuanto el juzgador considera que “la 

declarante permite colegir que el padecimiento de salud del menor era 
claramente difícil de determinar, y por tanto, al tratarse de una 
situación aleatoria, mal se haría en señalar a los demandados como 

responsables del daño padecido”, considera que lo difícil de 
diagnosticar es una situación aleatoria y por consiguiente 
se equivoca al no considerar que la responsabilidad recae 
en los galenos entre la omisión probada de la Lex Artis, al 
no hacer uso de las herramientas terapéuticas para llegar 
al diagnóstico certero, y no simplemente de tajo 
determinar que es difícil un diagnóstico y desestimar la 

negligencia, la impericia y la violación de la Lex artis, en la 
que incurrieron los galenos al no haber tomado los 
exámenes complementarios ni ningún otro examen para el 
estudio de la ictericia como un signo clínico que puede ser 
normal en los primeros días del nacimiento, puede ser 
fatal no estudiarlo cuando persiste, como en el caso en 
comento, al que nunca se le realizaron los exámenes de 
diagnóstico, incurriendo en la consecuente 
responsabilidad civil.  
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Yerra el fallador al desestimar todas las medidas 
diagnosticas claramente expuestas, todas las 
consideraciones clínicas y terapéuticas cuando se limita a 

mencionar lo difícil del diagnostico o su alea; siendo una 
equivocación que demuestra la ligereza del análisis 
probatorio y la salida de paso al desconocer la pericia 
técnica aportada que cumplió con todos los parámetros a 
fin de demostrar al juez los medios técnicos y científicos 
para la valoración de la responsabilidad asistencial.  
 
En cambio, no merece ninguna consideración por parte del 
juzgador de primera instancia la ausencia total de pruebas 
por parte de los demandados, quienes osadamente 
afirmaron que los hechos narrados en la demanda con 
base en los descritos en la historia clínica no revestían de 
tal carácter fáctico; luego, citaron testigos que no 
comparecieron al proceso a rendir sus versiones, pidieron 
aclaración al peritaje de Medicina legal, que no gestionaron 
para obtenerlas como se lo impone la carga procesal; y, por 

último pidieron y anunciaron prueba pericial que tampoco 
aportaron, quedando la sensación que se trató 
simplemente de maniobras dilatorias. 
 
En los anteriores términos dejo sustentado el recurso de 
apelación en contra de la providencia de primera instancia, 
rogando a la honorable sala de decisión revocar el fallo 
impugnado y acceder a las pretensiones de la demanda. 

 

 
Del señor Magistrado, con toda cordialidad y respeto, 
 

 
 

 

 
MAURICIO MORALES GOMEZ 

C.C. N 179.845 de Anapoima 
T.P. 126.979 del C. S. de la J. 
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Honorable 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

SALA CIVIL 

M.P. CLARA INES MARQUEZ BULLA 

E. S. D. 

 

 

RADICADO:   11001310304220190018902 

JUZGADO 42 CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD DE BOGOTÁ D.C. 

PROCESO:    VERBAL DE RESOLUCION DE CONTRATO 

DEMANDANTES: LUZ MARINA NIETO (REPRESENTANTE DEL 

MENOR SANTIAGO PÁEZ NIETO) y ANDRES 

LEONARDO PÁEZ  VILLADA 

DEMANDADO:   YOLANDA BEDOYA GALINDO 

     

 

Ref. SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN. 

 

 

CLAUDIO A. TOBO PUENTES, mayor de edad, abogado de profesión, 

identificado como aparece al pie de mi firma, vecino y residente en esta 

ciudad, en mi calidad de apoderado de la parte demandante de la referencia 

señora LUZ MARINA NIETO (REPRESENTANTE DEL MENOR SANTIAGO 

PÁEZ NIETO) y ANDRES LEONARDO PÁEZ VILLADA, con mi acostumbrado 

respeto, me permito proceder a sustentar recurso de apelación interpuesto 

contra el fallo de primera instancia, proferido el 22 de octubre de 2020, 

dentro del término de traslado, lo cual hago en los siguientes términos:   

 

I. SOBRE LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA 

 

Es pertinente resaltar que la legitimación en la causa por activa de mis 

poderdantes SANTIAGO PÁEZ NIETO representado en el presente asunto 

por su progenitora y ANDRES LEONARDO PÁEZ VILLADA, contrario a lo 

que expreso el A quo en su fallo del 22 de octubre de 2020, estuvo 

claramente probada durante todo el transcurso del proceso, toda vez que, 

desde la presentación de la demanda, con la misma se allegaron  como 

prueba los certificados de nacimiento de mis representados y certificado de 

defunción del señor NEBARDO PÁEZ (Q.E.P.D) (visibles a folios 17, 18 y 69 

del cuaderno 01 del expediente), documentos estos que claramente los 

acreditan como herederos del mencionado señor y por tanto los faculta para 

asumir y establecer el interés procesal en calidad de herederos para 

deprecar la resolución del contrato de permuta objeto de la Litis. 

  

Aunado a esto se allegó al proceso la Escritura Pública No. 4202 del 09 de 

octubre de 2018 otorgada por la Notaría Séptima del Circulo de Bogotá D.C. 

la cual da cuenta de la sucesión intestada del segundo permutante señor 

NEBARDO PAÉZ, dentro del contrato de permuta No. 1050246 del 19 de 



Dr. CLAUDIO A. TOBO PUENTES 
MAGÍSTER EN DERECHO PROCESAL 

Especializado en Derecho Penal y Criminología 
                2 | P á g i n a  

 
 

 
 

Carrera 8a. No. 12 B - 83 Of. 401 - Tels: 3360028 / Fax: 3361464 
E-mail: floralbatobo@hotmail.com -  BOGOTÁ – COLOMBIA 

octubre de 2011, objeto de este litigio, en la cual se les reconoce a mis 

poderdantes como herederos de la masa herencial y en la cual igualmente 

se reconoce un pasivo el cual fue asignado en la hijuela tercera a favor del 

señor HECTOR JULIO BOTIA en calidad de acreedor sucesoral por la suma 

de cincuenta millones de pesos ($50.000.000) “representados en la cuenta 

por cobrar que le adeudan al causante NEBARDO PAEZ HERNANDEZ, los 

señores ALVARO LONDOÑO GUIZA, identificado con la cedula de ciudadanía 

No. 79.600.372 y YOLANDA BEDOYA GALINDO identificada con la cedula 

de ciudadanía No. 51777260, obligación reconocida en la diligencia de 

interrogatorio de parte surtida ante el Juzgado 66 Civil Municipal  de Bogotá 

el día 02 de marzo de 2017, dentro del trámite de Declaración de Parte 

anticipada con radicación 2016-1414.” (subrayado fuera de texto), hecho 

este que claramente ratifica que mis representados actúan como parte activa 

en favor de la sucesión del señor NEBARDO PAEZ HERNANDEZ (Q.E.P.D), 

pues son SANTIAGO PÁEZ NIETO y ANDRES LEONARDO PÁEZ VILLADA 

en calidad de herederos las personas legitimadas para establecer el interés 

procesal y solicitar a la jurisdicción ordinaria la resolución del contrato de 

permuta No. 1050246 del 19 de octubre de 2011, que les permita saldar 

dicha acreencia sucesoral y no en nombre propio como lo refirió el juzgador 

de primera instancia. 

 

Ahora bien, respecto a la legitimidad en la causa de herederos sucesorales 

en materia de contratos la Honorable Corte Suprema de Justicia en Sala 
Civil numerosas veces ha referido que basta la vocación hereditaria para que 
quien goce de ella pueda ostentar el interés jurídico que le permita ejercer 

las acciones que tenía su sucesor y por tanto pueda ejercitarlas en las 
mismas condiciones, en relación a este postulado, en Sentencia SC2215-

2021 del 09 de julio de 2021 del Magistrado Ponente Francisco Ternera 
Barios, esta corporación citó: 

 

“Precisamente la jurisprudencia, para precisar y aclarar criterios 

que no aparecían con la suficiente nitidez, afirmó en sentencia de 

19 de diciembre de 1962 que los herederos de quien contrató en 

vida están legitimados en causa para incoar la acción de 

simulación, porque formando parte tal acción de la universalidad 

transmisible del causante, se fija en cabeza de los sucesores 

universales, como los demás bienes transmisibles. ‘Basta, pues, la 

vocación hereditaria de herederos forzosos, o simplemente legales 

o testamentarios, para que quien goce de ella tenga interés jurídico 

para ejercer las acciones que tenía su antecesor y pueda ejercitarlas 

en las mismas condiciones que éste podría hacerlo si viviera (…). 

 

Dado que la exigencia probatoria del estado civil es diferente a la 

de heredero, la acreditación de esta última se satisface no solo con 

elementos demostrativos que prueben el estado civil, sino con otros 

medios admitidos por la jurisprudencia, entre los que se encuentran 

el reconocimiento en el juicio sucesorio, el trabajo de partición o la 

sentencia aprobatoria de aquella.” 
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No obstante, lo anterior, se aportó al proceso mediante correo electrónico 

dirigido al Juzgado 42 Civil del Circuito de Bogotá, así como a los demás 

sujetos procesales la Escritura Pública No. 2629 del 19 de octubre de 2020 

otorgada por la Notaria Séptima del Círculo de Bogotá, mediante la cual se 

adicionó la sucesión que da cuenta la Escritura Pública No. 4202 del 09 de 

octubre de 2018 otorgada por la Notaría Séptima del Circulo de Bogotá D.C., 

donde se le adjudicó a Santiago Paez Nieto el 50% de los derechos litigiosos 

de este contrato de permuta No. 1050246 del 19 de octubre de 2011 y el 

50%  restante se le otorgó al señor Andrés Leonardo Paez Villada, quedando 

una vez más acreditada la legitimación en la causa por activa de mis 

mandantes. Sin embargo por omisión y negligencia de este despacho no fue 

tenido en cuenta en su oportunidad procesal por este despacho y tampoco 

incluido dentro del expediente digital.  

 

II. SOBRE EL NO CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO DE PERMUTA 

POR PARTE DEL SEÑOR NEBARDO PAEZ 

 

Me permito reiterar que como se dijo a lo largo del proceso, el señor 
NEBARDO PAEZ HERNANDEZ (Q.E.P.D), cumplió a cabalidad con las 
obligaciones contractuales adquiridas mediante el contrato de permuta No. 

1050246 del 19 de octubre de 2011, toda vez que tal y como se obligó con 
la hoy demandada hizo la entrega del vehículo de placas BRC769 por valor 
de DOCE MILLONES SETECIENTOS MIL PESOS MCTE ($12.700.000), 

posteriormente realizó la entrega de  la suma de dinero en efectivo DE  
TREINTA Y CINCO MILLONES DE PESOS MCTE ($35.000.000) y  finalmente 

respecto a la suma de dinero restante pactada como pago, es claro que tal y 
como se probó en los interrogatorios y documental obrante en el proceso las 
partes mutuamente acordaron que, en lugar de la suma de dinero en 

efectivo, la señora YOLANDA BEDOYA recibiría como parte de pago el 
vehículo de placas BYP054 por valor de CINCO MILLONES DOSCIENTOS 

MIL PESOS MCTE ($5.200.000),  aseveración esta que se corrobora con la 
declaración juramentada No. 02268 rendida por la Sra. YOLANDA BEDOYA 
ante la Notaria 63 de Bogotá  el 5 de mayo de 2014 y que obra a folio 65 del 

expediente. Por lo cual se reafirma que se en el proceso se demostró 
fehacientemente que el señor NEBARDO PAEZ (Q.E.P.D) si cumplió a 
cabalidad cada uno de sus compromisos contractuales.  

 
Por todo lo anteriormente expresado, me permito reiterar mi solicitud, de 

revocar en su totalidad el fallo de primera instancia, proferido el 22 de 
octubre de 2020 por parte del Juzgado 42 Civil del Circuito de Bogotá D.C. 
y en su lugar acceder a las pretensiones de la demanda.  

 

ANEXOS: 

 

• Pantallazo de correo electrónico enviado el 21 de octubre de 2020 al 

Juzgado 42 Civil del Circuito de Bogotá D.C. y demás partes 

procesales allegando la Escritura Pública No. 2629 del 19 de octubre 

de 2020 otorgada por la Notaria Séptima del Círculo de Bogotá, 

mediante la cual se adicionó la sucesión que da cuenta la Escritura 

Pública No. 4202 del 09 de octubre de 2018 otorgada por la Notaría 
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Séptima del Circulo de Bogotá D.C. y reenviado el 26 de octubre de 

2020 

 

Atentamente, 

 

    

CLAUDIO A. TOBO PUENTES 

CC. 1.098.253 de Nobsa Boyacá 

TP. 43.759 del C.S de la Judicatura 



Calle 9 N° 43ª-31 Of. 205, Medellín 
Teléfonos: 3223725 – 3022174492 

contacto@zeabogadas.com.co 
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Magistrada 

LIANA AIDA LIZARAZO V. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - SALA CIVIL 

E. S. D. 

 

Referencia:   Acción de Protección al Consumidor  

Radicado:  11001319900120213932701  

Accionante:   JAIVER ALONSO MOGOLLÓN JOYA 

Accionado:  VEHIFINANZAS S.A.S. 

Asunto:  SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN CONTRA  

SENTENCIA No. 5179 

 

LAURA MARÍN CARDONA, identificada con la Cédula de Ciudadanía número 

1.036.652.501 y Tarjeta Profesional número 340.808 del Consejo Superior de la 

Judicatura, obrando en nombre y representación del señor JAIVER ALONSO 

MOGOLLÓN JOYA, identificado con la Cédula de Ciudadanía número 80.136.443, en 

virtud de la sustitución de poder que obra en el expediente; encontrándome dentro del 

término legal presento SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN, interpuesto 

en contra de la sentencia número 5179 proferida el 12 de mayo de 2022 por el delegado 

para asuntos jurisdiccionales de la Superintendencia de Industria y Comercio, Doctor 

RICARDO ARIAS FLÓREZ.  

 

I. Oportunidad de la intervención 

 

El auto mediante el cual se admitió el recurso de apelación fue notificado mediante 

estado electrónico 106 del 16 de junio de 2022, respecto al cual, el término de ejecutoria 

inició el día 17 de junio y finalizó el día 22 de junio, conforme a lo estipulado en el 

Artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020 y el Artículo 302 del Código General del 

Proceso; por tanto, desde que se encuentra ejecutoriado el auto que admite el recurso 

de apelación, los 5 días para allegar el presente escrito de sustentación, se tienen 

desde el 23 de junio hasta el 30 de junio de 2022, fecha en la cual el mismo es 

presentado.  

 

II. La decisión que se recurre 

 

En la sentencia recurrida se declaró la falta de legitimación en la causa por activa, al 

considerarse que el demandante no tiene la calidad de consumidor final a la luz de la 

Ley 1480 de 2011, conforme a los argumentos manifestados en la parte motiva de la 

providencia, entre los cuales se manifestó:  
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Que el demandante indicó en el interrogatorio que se dedicaba al transporte 

público y que el crédito que adquirió lo destinó en la adquisición de un bien para 

incorporarlo a su proceso productivo. Además, a la pregunta de si había usado 

el dinero restante del crédito para repotenciar lo otros dos vehículos, había 

manifestado que sí, lo cual indicaba que esos dineros fueron vinculados a su 

proceso productivo, para prestar el servicio de transporte público. 

 

Por lo anterior, se negaron las pretensiones de la demanda interpuesta por el señor 

JAIVER ALONSO MOGOLLON JOYA, en contra de la sociedad VEHIFINANZAS 

S.A.S., y se condenó en costas a la parte demandante. 

 

III. Reparos frente a la decisión 

 

En el desarrollo del proceso en referencia, no quedó probado que el crédito que otorgó 

VEHIFINANZAS S.A.S. al señor JAIVER MOGOLLON, haya sido adquirido para 

incorporarlo de forma absoluta, exclusiva e inequívoca a una actividad económica, 

comercial, profesional o empresarial que desarrollara el señor JAIVER MOGOLLON. 

 

En el presente caso, es claro que el negocio principal entre las partes fue un contrato 

de mutuo comercial, del cual se desprendió la constitución de garantías mobiliarias 

como contratos accesorios. En este sentido, como bien lo señaló el representante legal 

de VEHIFINANZAS S.A.S. en el interrogatorio de parte: “nosotros prestamos sobre 

carros que él ya tenía y debemos ser claros que el señor JAIVER MOGOLLÓN tenía en 

ese momento tres carros, de los cuales prendó dos (…) el carro nuevo no valía 

$240.000.000, nosotros no le préstamos para comprar un carro porque en ese momento 

un carro no valía más de $120.000.000 o $130.000.000, luego, el utilizó el saldo de 

un carro nuevo para otras obligaciones”. 

 

Evidentemente, se encuentra demostrado que, solo una parte del dinero recibido por el 

demandante fue destinado a adquirir un vehículo de servicio público. Resulta claro que, 

es mucho más elevado el valor que desembolsó VEHIFINANZAS S.A.S. al señor 

JAIVER ALONSO MOGOLLON JOYA que el valor comercial del vehículo que adquirió 

el demandante. 

 

Respecto a la definición de consumidor o usuario, establece la Ley 1480 de 2011, en el 

artículo 5 - numeral 3: 

 

Toda persona natural o jurídica que, como destinatario final, adquiera, disfrute o 

utilice un determinado producto, cualquiera que sea su naturaleza para la 

satisfacción de una necesidad propia, privada, familiar o doméstica y 
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empresarial cuando no esté ligada intrínsecamente a su actividad 

económica. Se entenderá incluido en el concepto de consumidor el de usuario.  

 

Se reitera que VEHIFINANZAS S.A.S. entregó como bien una suma de dinero 

correspondiente a $240.000.000, a cambio de una contraprestación: el pago de 

intereses remuneratorios; no se encuentra probado que esta suma de dinero haya sido 

destinada en su totalidad en un proceso productivo de alguna actividad comercial. Por 

esta razón, el accionante sí tiene la calidad de consumidor respecto a la sociedad 

demandada. 

 

Por otra parte, me permito citar textualmente lo manifestado por el juez al señor JAIVER 

MOGOLLÓN en el interrogatorio de parte: “esos $240.000.000 se dieron, obviamente, 

para la inversión del vehículo nuevo y tal vez para repotenciar los vehículos anteriores, 

los dos a los que usted hacía referencia, con base, para obviamente la actividad que 

desarrolla”. 

 

Dada la forma en la que se le formuló la última pregunta al señor JAIVER MOGOLLÓN,  

no se encuentra pertinente, tomar como demostrado que la totalidad del crédito fue 

destinado al proceso productivo de actividad comercial, pues como lo corroboró el 

representante legal de la parte demandada, el señor JAIVER MOGOLLÓN en efecto 

destinó aproximadamente $120.000.000, es decir, la mitad del dinero desembolsado en 

sus otras obligaciones. Claro está, entre esas obligaciones pudo haberse incluido el 

“repotenciamiento” de dos vehículos, pero no se probó que fuera exclusivamente 

destinado a ese fin, pues en el interrogatorio no se indaga por la destinación de la 

totalidad del crédito.  

 

Precisamente, al tratarse de la suma de dinero referida, se encuentra completamente 

viable que haya sido usada por el señor MOGOLLÓN para satisfacer una necesidad 

propia, privada, familiar o doméstica y empresarial cuando no esté ligada 

intrínsecamente a su actividad económica, como lo indica el Artículo 5, numeral 3 de la 

Ley 1480 de 2011.  

 

Respecto a la protección al consumidor, la Superintendencia Financiera en los fallos 

número 2012-0016 y 2014-0073 adujo que está dirigida a poner en igualdad de 

condiciones a los consumidores y las entidades, la cual se materializa eliminando las 

barreras que imponen la asimetría de la información y el poder económico el uno frente 

al otro. Esta posición está respaldada por en el fallo del 30 de abril de 2009 de la Corte 

Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil, en el cual se señala que existe una 

relación de consumo entre quienes se dedican profesionalmente a elaborar o 

proveer bienes o prestar servicios con quien los adquiere con el fin de 

consumirlos.  
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De esta forma, la profesionalidad de productor, proveedor o prestador del servicio 

genera una ventaja negocial frente al consumidor, lo que puede conllevar un 

desequilibrio en la relación contractual y ubicar a este en una posición de vulnerabilidad 

económica, por lo cual, en el ordenamiento jurídico se ha propendido por darle una 

especial protección económica al consumidor.  

 

Respecto a la relación de consumo, igualmente se cumple el presupuesto de que exista 

una condición de asimetría y vulnerabilidad económica frente a la compañía 

demandada, pues VEHIFINANZAS S.A.S. cuenta con procedimientos técnicos y 

utilización de fórmulas financieras para el cálculo de refinanciaciones, 

reestructuraciones de obligaciones y determinación de montos e intereses, establecidos 

únicamente por la misma, como profesional en las actividades que componen su objeto 

social. Por tanto, el señor JAIVER MOGOLLÓN no está en igualdad de condiciones 

para negociar los procedimientos anteriormente descritos, que como se indica, son 

técnicos, y por ende, no necesariamente entiende las condiciones e implicaciones 

reales al firmar refinanciaciones o reestructuraciones. 

 

En el presente caso, el demandante tiene una relación contractual con la entidad que 

otorga el crédito y se constituye en consumidor, puesto que, como cliente de 

VEHIFINANZAS S.A.S. adquirió un bien, en este caso, un crédito por valor de 

$240.000.000 (mediante un contrato de mutuo comercial) con el fin de consumirlo; es 

decir, el bien adquirido, representado en una suma de dinero, no hace parte de forma 

exclusiva y total a una cadena de producción o comercialización, sino que también 

se usó para sus propias necesidades y obligaciones. 

 

IV. Solicitud 

 

Conforme a lo dicho, se solicita al Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá – 

Sala Civil revise y revoque la sentencia No. 5179 del 12 de mayo de 2022, y 

consecuentemente, conceda las pretensiones de la demanda. 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

___________________________________ 

LAURA MARÍN CARDONA 

C.C. 1.036.652.501 

T.P. 340.808 del C.S. de la J. 
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Doctora 

LIANA AIDA LIZARAZO 

Honorable Magistrada del Tribunal Superior del Distrito de Bogotá – Sala 

Civil 

E.    S.    D. 

 

RAD:   11001319900220210012002 

Asunto:  Sustentación del recurso de apelación 

 

PEDRO FELIPE RUGELES RUGELES, abogado en ejercicio identificado como aparece al 

pie de mi firma, apoderado de la parte demandante y recurrente en el presente proceso, procedo 

a sustentar el recurso de apelación formulado contra la sentencia proferida por la 

Superintendencia Delegada para Asuntos Mercantiles, de acuerdo con cada uno de los reparos 

hechos ante la primera instancia, así: 

 

A. OPORTUNIDAD: 

Como el auto que admitió el recurso de apelación fue notificado en estados del 13 de junio de 

2022, los 3 días de ejecutoria vencieron el 16 de junio y los 5 días para sustentar este recurso 

vencen el 24 de junio, teniendo en cuenta que el 20 de junio fue día festivo. Así las cosas, este 

memorial se radica dentro del término establecido en el artículo 14° del Decreto 806 de 2020. 

 

B. SUSTENTACIÓN: 

 

A. Sobre la prescripción: 

 

1. Sobre la contabilización de los términos de prescripción: 

 

La primera instancia equivocó al contar el término de prescripción por no tener en cuenta la 

suspensión de términos derivada del artículo 1 del Decreto Legislativo 564 de 2020. Ejercicio 

obligatorio pues durante dicha suspensión no se podía radicar la demanda. Por tanto, si el término 

de prescripción debe contarse desde el 8 abril de 2016, como lo afirma el juzgado en la página 

6 de la sentencia, los 5 años no fenecían el 8 de abril de 2021, sino 107 días después, esto es, el 

23 de junio de 2021, de modo que no existiría prescripción si aquella era la fecha en que iniciaba 

el término. 

 

Empero, hay que tener en cuenta que el 10 de noviembre de 2020 CARLOS MORALES radicó 

una Acción Individual de Responsabilidad contra CARMEN CABALLERO (Proceso No. 2020-

800-287, prueba trasladada) y que en dicha demanda solicitó, entre otras cosas, que “se 

declarara que CARMEN CABALLERO obró en conflicto de interés al administrar PANGUANA 

y EL ESTUDIO”, pretensión que fue acogida en los numerales 1° y 2° de la sentencia del 14 de 

mayo de 2021, en cuya página 11 leemos: 

 

“El Despacho declarará que CARMEN CABALLERO, en su calidad de administradora 

de PANGUANA FILMS, infringió el deber de lealtad y la prohibición de celebrar 

operaciones en conflicto de interés sin autorización del máximo órgano social, al 
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decidir facturar los servicios prestados por la aludida sociedad a través de EL 

ESTUDIO, así como al efectuar pagos de gastos personales con recursos sociales”. 

 

De lo anterior se tiene que el juzgado incurría en una gruesa contradicción consigo mismo al 

considerar que los negocios celebrados por EL ESTUDIO a través de PANGUANA y los gastos 

de marras no estaban inmersos en un conflicto de interés. Y, de tal suerte, al haberse fallado este 

asunto dentro del término, tenemos que no operó la prescripción en lo que atañe al derecho de 

demandar la existencia de conflicto de interés, que es lo que origina la nulidad, de modo que 

todos los hechos posteriores al 10 de noviembre de 2020 no estén prescritos, bajo los siguientes 

argumentos: 

 

• Las pretensiones de esta demanda versan sobre la Nulidad Absoluta de contratos de 

PANGUANA celebrados y cobrados por EL ESTUDIO, y de gastos personales o ajenos a 

PANGUANA que se le registraron a esta sociedad. Luego esta demanda no podía iniciarse 

si CARLOS MORALES no tenía acceso a documentos que tan sólo pudo conocer en su 

integridad el 27 de febrero de 2017 y como consecuencia de la resolución administrativa 

del 7 de diciembre de 2016 de la Superintendencia de Sociedades, que son los siguientes: 

 

a) Estados Financieros de PANGUANA año 2015 y 2016 suscritos por su representante legal, 

reales, fidedignos y con soportes. 

b) Facturas emitidas por EL ESTUDIO a terceros por negocios aparentemente de PANGUANA. 

c) Estados Financieros de EL ESTUDIO año 2015 y 2016. 

d) Movimiento de caja de PANGUANA. 

e) Certificación de aportes sociales y liquidación de cuentas por pagar a socios. 

f) Soportes de los gastos registrados en los Estados Financieros de PANGUANA. 

 

En todo caso, y al margen de la interrupción de la prescripción con la Acción Individual de 

Responsabilidad, es evidente que CARLOS MORALES no estaba en el deber legal de interponer 

esta acción cuando sucedieron los hechos a sus espaldas, no sólo porque las nulidades dependen 

de la declaratoria de conflicto de interés por parte de la delegada, sino por los siguientes 

argumentos: 

 

• Está probado que CARLOS MORALES no administró a la sociedad; que de esto se encargó 

exclusivamente CARMEN CABALLERO. Luego no podía exigírsele a MORALES que 

jurídicamente conociera o debiera conocer los anteriores documentos. Tampoco existe 

prueba de que él aprobó todas esas operaciones que hoy demanda, pues todas eran situaciones 

que ponían a CABALLERO en un conflicto de interés que debía ser resuelto en una asamblea 

convocada para tal fin. Veamos las pruebas: 

 

a) MORALES declaró en ambos procesos que: “Hasta donde tengo entendido el suplente 

sólo actúa cuando falta el principal, y la señora Caballero no faltó un solo día a trabajar; 

ella hacía los contratos, conseguía los clientes, pagaba nómina, guardaba los recibos, 

organizaba contabilidad, pagaba proveedores”. Y justificó ello en que: “Yo había vivido 

22 años en U.S.A., no conocía la ley colombiana, no podía manejar una empresa acá; 

Carmen Caballero tenía mucha experiencia en eso, por eso se decidió que fuera ella la 

gerente y que, para mayor equidad, yo fuera el suplente”1.  

 

 
1 Hora 02:48 de la Audiencia Inicial dentro del Proceso No. 2021-800-120 del 27 de abril de 2022. 
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b) CABALLERO declaró en este proceso que: “Yo me encargaba de toda la parte 

administrativa, porque es lo que yo sé hacer; y ellos [Morales y su esposo Palencia, 

quien era El Estudio] de la parte de producción”. 

 

c) CABALLERO y EL ESTUDIO han excusado su responsabilidad en que “todas las 

decisiones se tomaban entre los 3” basándose en una declaración de MORALES que ha 

sido ampliamente tergiversada y sacada de contexto por el apoderado de los 

demandados, pues, primero que todo, MORALES dijo que todas las decisiones eran 

“consultadas entre los tres”, lo que es muy distinto a decir “tomadas”, o sea, 

“aprobadas”. 

 

Minuto 2:48 de la declaración:  

 

El despacho pregunta: 

“Señor MORALES, ¿usted ha ejercido como representante legal de PANGUANA?”  

 

CARLOS MORALES responde:  

“En el papel aparezco como suplente y hasta donde tengo entendido el suplente ejerce cuando 

la representante legal no puede hacerlo. Desde el principio ha sido CARMEN CABALLERO, no 

faltó un día a trabajar; no me vi en la necesidad ni obligado a actuar como representante legal”.  

 

“No había ninguna decisión que no fuera consultada con los tres. De hecho, su señoría, yo no 

me consideraba idóneo para dar órdenes o algo por el estilo, yo daba mis conocimientos en 

fotografía, yo desconocía el mercado colombiano, cuando me fui de Colombia no tenía 

conocimiento legal ni mucho menos de empresa. No podía opinar en un país que desconocía 

completamente. Todas las decisiones en su mayoría, todas, las tomaba CABALLERO en lo 

absoluto. ADRIANA era la que manejaba la plata, los clientes, incluso los míos. Ella era la 

que tomaba las decisiones, ¡ella era la gerente!”.  

 

Siguiente pregunta de la declaración: 

 

El despacho le pregunta si él participaba en la contabilidad y si CARMEN CABALLERO rindió 

informes contables durante toda su gestión. 

 

CARLOS MORALES contesta: 

“La contabilidad siempre estuvo en manos de CARMEN CABALLERO y LAURA FRANCO, y la 

señora nunca pasó sus informes, yo los solicité y nunca los pasó. Incluso la Superintendencia se 

lo ordenó. Nunca me presentaron informes de gestión en el marco de una asamblea. La oficina 

de EL ESTUDIO estaba tres pisos arriba y nunca pude saber qué pasaba en esa oficina, lo que 

sí sé es que se trabajaba mucho y se facturaba mucho. No conocí todos los clientes, no conocí 

todos los trabajos, y curiosamente nunca vi trabajos de EL ESTUDIO, lo que me empezó a 

generar desconfianza. Las cuentas que me daba era decirme a final de mes ‘perdimos tanto 

dinero, hay que dar tanto’, por correos electrónicos que no tenían firma de contador alguno, 

nunca me dieron un informe firmado por CARMEN CABALLERO o por la contadora. 

Cambiaron la contabilidad 3 veces”. 

 

• En consecuencia, el momento idóneo, legalmente establecido, para que MORALES en su 

condición de accionista que NO administra la empresa conociera los informes contables y 

las decisiones administrativas con sus respectivos resultados sociales; es decir, el momento 

para que MORALES pudiera conocer las irregularidades que lo trajeron a este proceso, no 

era otro que el fin del ejercicio contable, tal como lo establece el artículo 46 de la Ley 222 

de 1995, así: “Terminado cada ejercicio contable, en la oportunidad prevista en la ley o en 
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los estatutos, los administradores deberán presentar a la asamblea o junta de socios para 

su aprobación o improbación: 1) un informe de gestión y 2) los estados financieros de 

propósito general, junto con sus notas, cortados a fin de ejercicio. Estos “estados financieros 

de propósito general” están definidos en el artículo 34 de la Ley 222 de 1995, que dice: “A 

fin de cada ejercicio social y por lo menos una vez al año, el 31 de diciembre, las sociedades 

deben cortar sus cuentas y preparar y difundir estados financieros de propósito general, 

debidamente certificados”. 

 

• En la sentencia del 14 de septiembre de 2020 el despacho encontró que “la situación 

descrita”, refiriéndose a la “orden previa” impartida por la Superintendencia delegada de 

Bucaramanga a CARMEN CABALLERO en punto de la contabilidad de PANGUANA, “no 

parece haber cambiado del todo, pues de las pruebas recaudadas no se pudo determinar 

que la demanda haya cumplido estrictamente sus deberes; si bien se aportaron dos 

informes de gestión 2015 y 2016, estos no parecen cumplir con lo exigido por la ley, pues 

no es claro que tales informes se hayan rendido en el marco de una reunión ordinaria de 

la asamblea de accionistas. Dichos documentos reposan en acta que carece de firmas de 

presidente y secretario y que tampoco está asentada en el libro de actas. No se aportaron 

convocatorias realizadas por CABALLERO CAMACHO que tuvieran como fin celebrar las 

reuniones de asamblea general de PANGUANA. Aunado a esto, el libro de actos no cumple 

con el artículo 189 del Código de Comercio”. Esto quiere decir, necesariamente, que la 

información obtenida antes de la Asamblea de 2017 no podía tenerse en cuenta como 

información suficiente, legal e idónea para poder iniciar la demanda. 

 

• Así, CARMEN CABALLERO no preparó esos estados financieros al fin del ejercicio 2015, 

de modo que al demandante le fuera imposible iniciar su acción en diciembre de este año. 

Unos correos electrónicos enviados por la contadora LAURA FRANCO al demandante entre 

enero y marzo de 2016 no pueden suplir el procedimiento formalmente establecido, que es 

la convocatoria a la asamblea de socios para compartir el fin de ejercicio. Mucho menos si 

estos correos no contenían toda la información que CARLOS MORALES requería para 

poder impetrar su acción y fundamentarla. Tampoco una contabilidad entregada a la 

contadora MÓNICA SIERRA, sin firma de la representante legal, puede suplir tal proceso. 

 

• CARMEN CABALLERO convocó a la primera Asamblea de Accionistas de los años 2015 

y 2016, inicialmente, el 28 de diciembre de 2016, para llevarse a cabo el 2 de febrero de 

2017, pero la aplazó por “fuerza mayor”; y después, finalmente, la instaló sólo hasta el 28 de 

febrero de 2017, en muestra clara de su negligencia y de la mala fe con que se estaba 

ocultando información a los accionistas. En el anexo 5 del Acta de Asamblea de Accionistas 

de dicha fecha —prueba no valorada por el despacho— 2  suscrito por CABALLERO 

aparece claro que la contadora profesional OLGA LILIANA PICO, en representación de 

MORALES, pudo ejercer por fin su derecho de inspección, recibiendo la contabilidad con 

todos los soportes y anexos, sólo hasta los días 21 y 22 de febrero de 20173. 

 

• CARMEN CABALLERO le violó a CARLOS MORALES su derecho de inspección después 

del fin de ejercicio del año 2015. Esto lo decidió la Superintendencia de Sociedades en la 

 
2 Ver prueba documental 2.3.r, s, t, u, v y x de la demanda en Proceso No. 2020-800-287 – Acta de 

inspección a contabilidad, declaraciones juramentadas – Folios 329 a 331 del cuaderno “Demanda 

con pruebas”.  
3 Ver prueba documental 2.16 de la demanda reformada en Proceso No. 2021-800-120 – Acta de 

Asamblea de Accionistas con anexos – folios 2342 a 2364 del cuaderno de pruebas. 
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sentencia del Proceso No. 2020-800-287, justificando esta violación, entre otras razones, “al 

no haberse convocado a reuniones del máximo órgano social”. Y lo mismo había concluido 

la Superintendencia de Sociedades dentro del procedimiento administrativo No. 2016-06-

007701, en cuya resolución del 7 de diciembre de 2016 leemos: “En la diligencia se 

evidenció que los accionistas [sin decir cuáles] estuvieron involucrados permanentemente 

en la administración de la sociedad, mas al no existir una contabilidad real, fidedigna, 

íntegra, oportuna, no podrían los accionistas ejercer en debida forma el derecho a 

inspeccionar información”, ordenándose a nadie más que a la administradora CARMEN 

CABALLERO que “actualizara la contabilidad aplicando las normas vigentes, hiciera 

ajustes a que haya lugar con respectivos soportes, reclasificar las partidas de acuerdo con 

su naturaleza (…), elaborar estados financieros junto con notas explicativas al 31 de 

diciembre de 2015, aplicando normas vigentes sobre la materia, convocar una reunión 

extraordinaria con el fin de poner en consideración los informes de fin de ejercicio (…), 

permitir el derecho de inspección, suministrando de manera oportuna  la información de la 

sociedad, entre ella, la contabilidad actualizada, los soportes contables, teniendo el cuidado 

de lo establecido en estatutos y en la ley”. 

 

2. Sobre el criterio de la fecha de celebración de los contratos para 

contabilizar la prescripción: 

 

La Superintendencia decreta la prescripción sobre todos los negocios, facturas y pagos ocurridos 

entre el 16 de junio de 2015 y el 8 de abril de 2016, acogiendo una tesis propia de la jurisdicción 

mercantil, que no sólo resulta injusta en este caso concreto, sino que no tiene un verdadero 

asidero jurídico, pues desconoce el artículo 46 de la Ley 222 de 1995. 

 

Según el despacho, el demandante tuvo conocimiento de las facturas relacionadas en el hecho 6° 

de la demanda reformada, entre el 7 de enero y el 8 de marzo de 2016, por cuenta del mensaje 

de datos enviado a él por parte de LAURA FRANCO. 

 

Señala así mismo el despacho que “no se logró probar que las facturas correspondieran a 

servicios prestados por PANGUANA, pero facturados por EL ESTUDIO”, situación que más 

refuto porque contradice la sentencia del 14 de mayo de 2022 así como las contestaciones de la 

demanda de CARMEN CABALLERO y EL ESTUDIO, que, junto con otras pruebas, demuestra 

un alto grado de probabilidad de que todos esos negocios sí fueran de PANGUANA, en medio 

de la enorme dificultad probatoria del señor MORALES. 

 

La delegada advierte que “en la jurisdicción ordinaria se suele acoger la tesis de que el momento 

oportuno para contabilizar la prescripción es aquel en el que el demandante ha debido tener el 

conocimiento de los actos demandables”. Y cita una sentencia del 24 de febrero de 2021 de este 

Honorable Tribunal que dice: 

 

“El conteo del término de prescripción no solamente se debe realizar desde la época en que 

los hechos son conocidos por la parte, sino también desde la época en que ‘debió’ conocer 

los hechos que causan el daño. En este caso, el conocimiento del hecho era evidente para el 

demandante, que tenía pleno conocimiento de la operación, cosa distinta que no tuviera un 

análisis de esta para establecer si le era conveniente o no”.  
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Más adelante indica la delegada que, según este fallo: “El momento para iniciar la prescripción 

es el momento en que la obligación se hace exigible y ese se dio hace más de 5 años cuando se 

habrían presentado los elementos de la responsabilidad del administrador”. Sin embargo, hay 

aquí una errada interpretación de la sentencia a mi parecer. Si bien es cierto que el artículo 2535 

del Código Civil establece que la prescripción extintiva de acciones judiciales se cuenta “desde 

que la obligación se ha hecho exigible”, fíjese que el Tribunal exige que el conocimiento de las 

operaciones sea “pleno”, que los hechos “sean conocidos por la parte” y que haya “debido 

conocerlos” en esa época. Por lo que la obligación no era exigible. Lo sería únicamente a partir 

de que CABALLERO entregara los firmes contables con su firma y sus soportes. 

 

Entonces, ni MORALES recibió “plenamente” la información contable y las facturas pues 

faltaba la firma de la representante legal, los soportes y anexos; ni “conoció los hechos”, pues 

no administraba la sociedad en ningún sentido ni le fueron puestos a su consideración; ni “debía 

conocerlos”, pues para esto era necesario que la administradora hubiera rendido oficialmente los 

informes del fin de ejercicio, en donde aparecía la “plenitud” de las operaciones.  

 

En este sentido, el despacho no podía afirmar que MORALES tuvo acceso a toda la información 

porque en diciembre de 2015 logró tomar unas fotos de algunos documentos que le generaron 

suspicacia, cuando ya desconfiaba de CABALLERO, precisamente, porque ella le negaba 

información. Eso sería premiar la negligencia y mal proceder de CABALLERO, perjudicando a 

MORALES. Tampoco podía afirmar que los correos enviados entre el 7 de enero y el 8 de marzo 

de 2016 eran suficientes para hacerle público a MORALES todo el grueso de operaciones 

contables y negocios tercerizados que lo han traído a esta demanda, pues no tenían soportes 

contables y carecían de la firma de la administradora, además de que no eran los legales ni los 

definitivos. 

 

Además, MORALES declaró que él “solamente había aprobado que la facturación la hiciera 

EL ESTUDIO mientras PANGUANA obtenía su resolución de facturación, pues eso fue lo que 

manifestó CARMEN CABALLERO”4. Y probado está que desde agosto de 20155 PANGUANA 

podía facturar, y que sólo hasta el 27 de febrero de 2017, en el marco de la asamblea, 

CABALLERO comunicó a los socios las otras razones por las cuales siguió facturando a través 

de EL ESTUDIO los negocios de PANGUANA. De modo que todos los negocios ocurridos 

desde agosto de 2016 y facturados por EL ESTUDIO no eran de conocimiento de MORALES, 

ya que el factor que lo llevó a él a aceptar tal cosa había terminado, y su ocultamiento por parte 

de CABALLERO debería ser suficiente para demostrar su mala fe. 

 

Lo anterior demuestra que MORALES no estaba en la posibilidad o el deber jurídicos de iniciar 

su acción “entre enero y abril de 2016”, como lo acogió la primera instancia. Esto pues su 

derecho, que es el que prescribe, no había nacido en su órbita individual.  

 

 

 

 

 

 
4 Ver interrogatorio de parte de CARLOS MORALES rendido el 27 de abril de 2022 en este proceso. 
5 Ver prueba documental 2.5 de la demanda reformada en el Proceso No. 2021-800-120 – Derecho 

de petición a la DIAN con su respuesta.  
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2.1. Sobre el término de 5 años establecido para la prescripción de acciones de 

nulidad: 

 

Sin perjuicio de que los 5 años no vencieron, es importante tener en cuenta que, en este caso, 

podría aplicarse el término extraordinario de 10 años, habida cuenta que se trata de una acción 

de Nulidad Absoluta. Así lo dijo la misma Superintendencia de Sociedades en concepto No. 220-

207128 del 17 de noviembre de 2016 —de público conocimiento— que no fue tenido en cuenta 

por esta delegatura. En dicho concepto dice:  

 

“La Superintendencia ha entendido que tanto en instancia administrativa como 

jurisdiccional el término para conocer de las acciones atribuibles a esta entidad es de 5 

años. Sin embargo, hay que tener en cuenta la Sentencia C-597 de 1998 de la Corte 

Constitucional, que al analizar la demanda de inconstitucionalidad contra algunos apartes 

del artículo 1742 del Código Civil, desarrolló el tema de la prescripción de la acción de 

nulidad absoluta”. (Énfasis propio). 

 

Pues bien, el análisis hecho por la Corte Constitucional en esta sentencia versa sobre la 

exequibilidad de este apartado del artículo 1742 del Código Civil: “Cuando no sea generada [la 

nulidad absoluta] por objeto o causa ilícitos, ésta podrá ser saneada por ratificación y en todo 

caso por prescripción extraordinaria". (Énfasis propio). 

 

¿Qué concluye la Corte? Que la expresión “en todo caso” debe entenderse en el sentido de que 

“siempre” que se esté ante un evento de Nulidad Absoluta será causal de saneamiento la 

prescripción “extraordinaria”; lo que nos permite deducir que el transcurso de un tiempo 

inferior a este —5 años para el caso— no sería suficiente para sanear la Nulidad Absoluta, y esto 

quiere decir, lógicamente, que todavía está vivo el derecho de quien pretenda que dicha nulidad 

no se sanee, sino que se declare.  Por esto, el término para la acción de nulidad es de 10 años. 

 

Ahora bien, en dicho concepto la Superintendencia de Sociedades refiere que el argumento por 

el cual se aplicaba el término de 5 años consagrado en el artículo 235 de la Ley 222 de 1995 es 

que el artículo 5° del Decreto 1925 de 2009 establece que “El proceso judicial para obtener la 

declaratoria de nulidad absoluta de los actos ejecutados en contra de los deberes consagrados 

en el numeral 7° del artículo 23 de la Ley 222 de 1995, se adelantará mediante el proceso 

legalmente establecido, de conformidad con el artículo 233 de la Ley 222 de 1995”. Sin 

embargo, este artículo 233 dice que será el “Proceso Verbal Sumario”, sin que esto tenga algo 

que ver con el régimen de prescripción aplicable, pues apunta únicamente al tipo de proceso que 

se adelantará. Por tanto, no existe un fundamento legal real que establezca que, en tratándose de 

nulidad absolutas derivadas de actuaciones del administrador, el término es de 5 años. 

 

2.2. Sobre la interrupción de la prescripción y la declaración del conflicto de 

interés: 

 

Otro argumento de suma importancia para oponerse a la prescripción es que CARLOS 

MORALES inició esta específica acción de Nulidad Absoluta partiendo de la base de que 

CARMEN CABALLERO violó el numeral 7° del art. 24 de la Ley 222 de 1995 en punto de 

haber hecho operaciones y registrado gastos en conflicto de interés no autorizado por asamblea 

de socios; y que este es un hecho que CARLOS MORALES no podía presentar ante la justicia 

como presupuesto fáctico de la nulidad hasta tanto no fuera declarado por este mismo despacho 
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de instancia en el Proceso No. 2020-800-287, que fue trasladado a este litigio. Lo anterior, 

teniendo en cuenta que esas eran parte de las pretensiones de la demanda en dicho proceso, 

radicado el 10 de noviembre de 2020, dentro del término prescriptivo. 

 

Y precisamente porque el despacho declaró dicho conflicto de interés en el numeral 1° de la 

parte resolutiva de la sentencia del 14 de septiembre de 2021, CARLOS MORALES reformó la 

demanda del proceso que nos ocupa para solicitar sus pretensiones partiendo del supuesto 

probado, declarado por dicha delegatura, de que sí había existido tal conflicto de interés y, 

entre otras, tal violación al deber de lealtad y cuidado por parte de CARMEN CABALLERO 

como administradora de PANGUANA FILMS, aspecto que pasó por alto el despacho al dictar 

una sentencia contradictoria en este litigio, dando más credibilidad a las declaraciones de 

CABALLERO que a las de MORALES al concluir que no hubo conflicto de interés en la 

facturación porque “no se probó que fueran negocios de PANGUANA, pero facturados por EL 

ESTUDIO”. 

 

Si bien el demandante solicitó en este proceso inicialmente que se declarara el conflicto de 

interés, esto también se había solicitado en el Proceso No. 2020-800-287, cuya radicación es 

anterior a la del 2020-800-121, de modo que la fecha que deba tomar el derecho para contabilizar 

si prescribió el derecho de invocar el conflicto de interés es la fecha de radicación de la demanda 

trasladada a este proceso, pues allí se interrumpió la prescripción sobre ese derecho específico, 

que es el que fundamenta la posterior acción de nulidad. Lo anterior, pues la prescripción ataca 

el derecho, no la acción. Y si tenemos que MORALES ejerció su derecho ante un juzgado, en 

un primer proceso, en noviembre de 2020, no podría perjudicársele porque en proceso posterior 

reclame otros derechos específicos derivados de situaciones que ya han sido puestas en 

conocimiento de la justicia, y que están por resolverse.  

 

En este sentido, la prescripción de la declaratoria del conflicto de interés, que es la que da lugar 

a la nulidad, debe contarse desde el 10 de noviembre de 2020. Al paso que la prescripción del 

derecho a invocar la nulidad, debe contarse, según argumentaré, desde que legal o 

contractualmente CARLOS MORALES pudiera o debiera conocer los actos jurídicos cuya 

nulidad solicitaría; y claro, siempre que hubiera podido lograr el conflicto de interés no resuelto, 

que es el antecedente de todo.  

 

3. De la valoración probatoria en torno a la fecha en que CARLOS 

MORALES conoció la contabilidad en su integridad: 

 

En la página 9 de la sentencia, el despacho señala que “no existe prueba contundente” de cuándo 

el demandante “tuvo acceso a la información contable de Panguana Films”, y que el “único 

documento para demostrar que fue el 27 de abril de 2016 sólo tiene la firma de Mónica Andrea 

Sierra, contadora, pero no está suscrito por ninguna persona de Panguana Films”. Además, 

invoca que la señora MÓNICA SIERRA declaró en entrevista ante la Fiscalía General de la 

Nación que “la auditoría que se hizo fue más o menos en febrero o marzo de 2016; el informe 

se entregó el 9 de abril de 2016”. También concluye, a partir de los correos enviados por 

LAURA FRANCO a CARLOS MORALES, que este “tuvo acceso a la información antes del 8 

de abril de 2016”. Y, por último, otorga credibilidad a la declaración de CARMEN 

CABALLERO quien aseguró que MORALES “sabía de la facturación a través de EL 

ESTUDIO”, desechando sin razón alguna la declaración de MORALES que negaba 

tajantemente, y con argumentos, esta situación; así como omitiendo el hecho de que no se probó 
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la existencia de un acuerdo sobre el particular entre los socios, debiendo prevalecer la negación 

indefinida del demandante. 

 

A continuación, sustento mis reproches contra esta forma de valorar las pruebas por parte de la 

primera instancia: 

 

• El folio 309 del Anexo 2022-01-145376-AAA remite a los estados financieros que recibió 

MÓNICA SIERRA al parecer en abril de 2016, pero sucede que estos no están firmados 

por CARMEN CABALLERO, luego no son legales, ni vinculantes, ni definitivos, ni 

eficaces, ni oponibles, es decir que no puede entenderse que fue ahí cuando MORALES 

conoció la información que lo ha traído a esta demanda. Precisamente, como ya vimos, en la 

sentencia del Proceso No. 2020-800-287 advirtió el despacho que la señora CABALLERO 

no había cumplido con entregar debidamente una contabilidad legal “pues los documentos 

entregados a MÓNICA SIERRA carecían de su firma y no provenían de una rendición de 

informes dentro del marco de una asamblea general”. 

 

• La acción de nulidad que aquí se impetra proviene de lo conocido y publicitado en la 

Asamblea de Accionistas del 27 febrero de 2017, que fue el momento en que CARMEN 

CABALLERO finalmente suscribió los estados financieros; es decir, el momento en que se 

configuró la oponibilidad de la situación contable de la empresa, con las irregularidades 

alegadas en este litigio, a sus socios. Y no sólo porque ese día se instalar la asamblea tan 

tardíamente, sino porque ese es el momento idóneo, según la ley, para practicar este ejercicio. 

 

• No es cierto que “no haya pruebas contundentes de cuánto se recibió la contabilidad 

completa”, cuando tenemos un indicio claro en el fallo de la investigación administrativa del 

7 de diciembre de 2016 de la Superintendencia de Sociedades, que nos demuestra que, hasta 

esa fecha, “no existía una contabilidad real, fidedigna y con soportes”. En definitiva, lo 

recibido por MÓNICA SIERRA no podía entenderse como el resultado final de la 

operatividad de PANGUANA FILMS que MORALES podía demandar.  

 

• También está la sentencia dentro del Proceso No. 2020-800-287 que declaró la violación al 

derecho de inspección y confirmó las múltiples irregularidades de la contabilidad. Y también 

está el anexo 5 del Acta de Asamblea de Accionistas del 27 de febrero de 2017, firmada por 

CARMEN CABALLERO6, que contiene las declaraciones juramentadas, la autorización 

para realizar la inspección y la constancia de haberse hecho la inspección sólo hasta los días 

21 y 22 de febrero, fecha en la que por primera vez se garantiza este derecho al demandante.  

 

• La declaración de MÓNICA SIERRA ante la Fiscalía no es relevante entonces porque, por 

una parte, ella se refería allí al informe que presentó como prueba pero ante la Fiscalía, parar 

probar una administración desleal y una falsedad documental en la contabilidad por haberse 

entregado 3 veces, pero ¡no una nulidad!, que requiere de negocios aparentemente válidos; 

es decir, era un informe con base y para hechos distintos que los que se alegan en la 

jurisdicción mercantil como consecuencia de la entrega definitiva y formal de los informes 

contables. Y por el otro, porque demostraría que MÓNICA SIERRA realizó una auditoría 

con base en una contabilidad que no era la real, la legal, la oponible, es decir, con base en 

 
6 Ver prueba documental 2.3.r, s, t, u, v y x de la demanda en Proceso No. 2020-800-287 – Acta de 

inspección a contabilidad, declaraciones juramentadas – Folios 329 a 331 del cuaderno “Demanda 

con pruebas”. 
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una contabilidad que no es la que se ha invocado legítimamente en este proceso como prueba 

de las nulidades que sólo podía alegar CARLOS MORALES hasta que dichos actos jurídicos 

fueran puestos en su conocimiento para su aprobación; que es el mismo momento que su 

derecho se hace “exigible” ante la jurisdicción. De modo que tenía mucho mayor peso 

probatorio el anexo 5 del acta de asamblea del 27 de febrero de 2017, que exhibe la recepción 

formal y primera de toda la contabilidad, por parte de OLGA PICO, y que el despacho no 

valoró. 

 

• Además, los correos que envió LAURA FRANCO a CARLOS MORALES no prueban que 

se estuviera enviando la contabilidad completa, esto es, con soportes y anexos, que era lo que 

pedía el demandante. En esos correos sólo se enviaron algunas facturas emitidas por EL 

ESTUDIO a otros clientes; cuando lo que el demandante requería era las facturas de 

PANGUANA a sus clientes. Y bajo el entendido de que en la fecha de esos correos CARLOS 

MORALES no había sido informado de que EL ESTUDIO había facturado todos los 

negocios incluso después de tener PANGUANA la resolución de facturación, y de que 

no había recibido los movimientos de caja, es claro que esos correos de LAURA no eran 

suficientes para que el conociera, en efecto, que esas facturas que ella le enviaba eran las 

operaciones de PANGUANA, pues hasta allí parecería que eran simplemente negocios de 

EL ESTUDIO, que él, desde luego, no podía demandar.  

 

• Esto sin pasar por alto que estos correos son muy anteriores a las decisiones de la 

Superintendencia de Sociedades según las cuales quedó claro que esa contabilidad no estaba 

ajustada a la ley, no tenía soportes, no era real; de modo que no podría exigírsele a 

MORALES que impetrara sus acciones jurídicas a partir de datos que no eran ciertos y que 

no contaban con los soportes que le permitieran a él enfocar su demanda correcta y 

específicamente; ni mucho menos con la firma de la administradora; teniendo en cuenta que, 

para poder declarar un acto nulo, se quiere que el acto haya cumplido todas sus 

formalidades legales. De lo contrario, estaríamos ante una inexistencia, que no soporta 

acción de nulidad alguna.  

 

4. Sobre el supuesto de CARLOS MORALES conocía de la facturación a 

través de terceros y tuvo acceso a toda la información contable antes del 8 

de abril de 2016. 

 

Bajo la premisa de que el término prescriptivo debiera tomarse desde que CARLOS MORALES 

hubiera podido tener acceso a toda la información que le era objetivamente necesaria para 

poder fundamentar fáctica y jurídicamente esta particular y específica acción de nulidad, no es 

cierto que esto hubiera ocurrido “antes del 8 de abril de 2016”. Pero, en todo caso, si fuera cierto, 

no habría acaecido la prescripción, gracias a la interrupción de términos del año 2020. Por lo 

tanto, la fecha sería irrelevante y el Tribunal debería pasar a valorar si eran negocios de 

PANGUANA los facturados, para pasar a declarar la nulidad bajo el supuesto probado de que 

esto implicaba un conflicto de interés que no fue resuelto por el máximo órgano social conforme 

al numeral 7° del art. 23 de la Ley 222 de 1995.  

 

Lo anterior, pues hasta allí ninguna de las contabilidades estaba firmada por CARMEN 

CABALLERO, luego no tenían validez alguna. También porque a los Estados Financieros 

enviados por correo electrónico y/o entregados a MÓNICA SIERRA no se anexaron los soportes 

de la multiplicidad de gastos de 2015, ni los soportes de las operaciones de cuentas por pagar y 
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aportes, ni el Movimiento de Caja que soportara que las facturas emitidas por EL ESTUDIO a 

favor de terceros se habían pagado a PANGUANA (cosa que no se hizo, pues LAURA FRANCO 

declaró que “se cruzaron cuentas” con supuestas deudas a favor de EL ESTUDIO, en franca 

demostración del conflicto de interés)7, ni las “cesiones de contrato” entre EL ESTUDIO y 

PANGUANA a las que se aludió en la contestación de la demanda, ni se explicó al demandante 

por qué, al él pedir las facturas de PANGUANA, se le enviaban facturas de EL ESTUDIO. Algo 

que no tenía sentido y que le impedía ver la nulidad invocada, puesto que, repito, eran facturas 

de EL ESTUDIO a terceros, que en apariencia no eran de PANGUANA, pues no había mandato, 

acuerdo o cesión alguna que vinculara a esta empresa con esas facturas hasta ahí. 

 

El tema de las cesiones de contratos es muy importante. El apoderado de EL ESTUDIO y de 

CABALLERO en su contestación al hecho 6° de la demanda admitió que algunos negocios sí 

eran de PANGUANA; y por lo tanto todos los negocios facturados por EL ESTUDIO a esos 

mismos clientes fueron incluidos en la Reforma de la Demanda como clientes de PANGUANA, 

habida cuenta que todos ellos corresponden a servicios de audio y video posteriores a junio de 

2015, que es lo que tanto CABALLERO como MORALES coincidieron en sus declaraciones de 

parte como lo único que se alcanzó a acordar en torno a este aspecto8. 

 

Ahora bien, el apoderado manifiesta que esos contratos son de PANGUANA porque “se 

acordaron ceder”, y que tantos otros no lo son porque “no se acordaron ceder”. La expresión 

“ceder” en el argot jurídico remite, necesariamente, a la cesión de contratos. Esto implica la 

existencia de 3 actores jurídicos: un cedente, que sería EL ESTUDIO, un cesionario, que sería 

PANGUANA, y un cedido, que sería el CLIENTE. Y sabemos, por el artículo 1960 del Código 

Civil, que “la cesión no tiene efectos si no ha sido comunicada por el cesionario”, 

PANGUANA, “al deudor o aceptada por este”, el CLIENTE.  

 

Al no existir prueba alguna de que PANGUANA hubiera comunicado la cesión que le había 

hecho EL ESTUDIO, la cesión no es oponible a MORALES en esta acción. Y al no haber prueba 

alguna que demuestre que EL ESTUDIO siquiera cedió a PANGUANA esos contratos, no puede 

tenerse por cierto que tal cesión existía, y en consecuencia no puede darse valor al argumento 

según el cuál “no se acordaron ceder”. 

 

Lo que sí está probado con declaraciones de las partes es que ellos acordaron que todos los 

negocios de audio y video que tuvieran a partir de junio de 2015 serían de PANGUANA, 

independientemente de quién realizaría la facturación. Entonces, todos los negocios de audio y 

video, según facturas allegadas al proceso, son de PANGUANA. Pero las partes nunca 

acordaron que EL ESTUDIO contrataría y luego cedería “algunos” negocios a PANGUANA, 

como luego se hizo.  

 

Para que tuviera validez el argumento de los demandados de que MORALES “sabía todo” y 

“conocía todo”, tendría que existir, necesariamente, una prueba documental que demostrara la 

reunión de una asamblea de socios en la que se debatieran los siguientes temas específicos que 

claramente comprometían la objetividad de la administradora de ambas empresas: 

 

 
7 Ver informe rendido por LAURA FRANCO al Proceso No. 2020-800-287 y aparte de la sentencia 

que recoge este asunto en particular; el de que EL ESTUDIO no pagaba el dinero líquido a 

PANGUANA, sino que lo cruzaba con sus gastos.  
8 Ver interrogatorios de parte de CARLOS MORALES y CARMEN CABALLERO rendidos dentro 

del Proceso No. 2020-800-287.  
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a) ¿Se cederían unos negocios de EL ESTUDIO a PANGUANA, o PANGUANA los 

contrataría a través de EL ESTUDIO? 

b) ¿Qué clientes se facturarán a través de EL ESTUDIO, qué clientes no, y hasta cuándo?  

c) ¿Facturará PANGUANA algunos clientes directamente, cuáles, y a partir de cuándo?  

d) ¿Era la resolución de facturación el único criterio, o había más? 

e) ¿EL ESTUDIO retornaría el dinero a PANGUANA, cuándo y cómo lo haría? 

f) ¿EL ESTUDIO podía cruzar todos esos ingresos por gastos de su empresa o aportes a 

PANGUANA?  

g) ¿EL ESTUDIO podría incluir sus gastos operativos en los gastos de PANGUANA? 

h) ¿Lo podrían hacer también el socio MORALES y los socios de EL ESTUDIO, 

CABALLERO y PALENCIA, aunque eso fuera desproporcionado para MORALES, e 

impactara las utilidades de PANGUANA?  

 

Al respecto, el despacho pasa por alto que MORALES siempre señaló en sus declaraciones, con 

bastante lógica —aparte citado en la sentencia del 14/09/21— que “jamás llegamos a un 

acuerdo, empezando porque puedo ser muy inocente, pero es lógico que yo no voy a poder meter 

todos los gastos personales dentro de una contabilidad de una empresa. ¿Usted cree que yo 

aceptaría que cada vez que iban a restaurantes yo cubriera con el 50% de la cuenta cuando yo 

era una sola persona y ellos normalmente eran 4 y traían invitados? Bajo ningún punto de vista 

yo aceptaría que todos esos dineros salieran de las utilidades de la empresa de la cual soy socio, 

simplemente porque se me van a bajar las utilidades y porque yo sé que no voy a poder sustentar 

ante la DIAN una serie de gastos que no tienen nada que ver con el motivo de la empresa”9.  

 

Recordemos que MORALES estaba recién llegado a Colombia, que era soltero y que no tenía 

muchos amigos; que la gran mayoría de clientes de PANGUANA eran antes clientes de EL 

ESTUDIO, es decir, conocidos de sus socios, y por esto los gastos de representación con estos 

clientes se incluyeron en la contabilidad. A eso hacía alusión con que “a veces eran más”. 

 

Y ello, sumado a su suspicacia, a su desconfianza, a la ardua labor que tuvo que adelantar para 

obtener la información que necesitaba, debería ser prueba suficiente para concluir que 

MORALES no había acordado ni una sola de las decisiones que se ejecutaron por parte de 

CABALLERO, en conflicto de interés. 

 

5. Sobre la valoración probatoria de las declaraciones de CARLOS 

MORALES y CARMEN CABALLERO a la luz de la prueba trasladada 

en torno a la existencia de un conflicto de interés no autorizado en la 

facturación: 

 

El despacho concluyó que CARLOS MORALES “sabía de la facturación a terceros entre el 7 

de enero y el 8 de marzo de 2016”, de acuerdo con los correos enviados por LAURA FRANCO. 

Y advierte que el demandante en diciembre de 2015 el demandante tuvo acceso a la oficina de 

PANGUANA FILMS, y vio unas operaciones que le causaron suspicacia. Esto demuestra que 

MORALES no administraba la sociedad, pues de lo contrario no habría tenido que entrar, a 

 
9 Ver interrogatorios de parte de CARLOS MORALES en los Proceso No. 2020-800-287 y 2021-

800-121 y página 11 de la sentencia del 14 de septiembre de 2021 dentro del Proceso No. 2020-800-

287. 
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escondidas, a la oficina, por estar desconfiando de la administración de la sociedad. Primer 

punto. 

 

Por su parte, ya antes el despacho se había pronunciado sobre el particular en la sentencia del 14 

de septiembre de 2021, señalando: “El hecho de que Morales Pérez tuviera conocimiento de que 

la facturación de los distintos servicios prestados por Panguana Films ocurría por conducta de 

El Estudio, o de que eventualmente no se ha obtenido ningún provecho ilegítimo de ello, no 

desdibuja el conflicto en mención”. A esta conclusión llegó luego de sustentar la violación al 

deber de lealtad por parte de CARMEN CABALLERO al no obtener la autorización del 

máximo órgano social para realizar esta facturación de ese modo, fijándose a su actuar algunos 

criterios y límites, a efectos de no incurrir en abuso de poder. 

 

Así mismo, en la página 17 de la sentencia leemos: “El Despacho sí encontró censurable a la 

luz del deber general de cuidado que CABALLERO CAMACHO no tuviera criterios claros 

suficientemente definidos para determinar cuándo un cliente, obligación, ingreso o egreso 

correspondía a Panguana o a El Estudio”. Afirmación que hace imposible afirmar ahora que 

CARLOS MORALES sí conocía y aprobaba esos hechos, cuando no había ni siquiera criterios 

definidos más que la naturaleza de los negocios (fotografía, audio y video). 

 

Y más adelante dijo el ad-quo: “Lo anterior le resultaba aún más exigible [a CABALLERO] si 

se tiene en cuneta que ambas compañías estaban vinculadas a ella, por lo que, al poderse ver 

comprometida su lealtad en cada caso, debía garantizar una absoluta organización en el curso 

ordinario de los negocios de cada sociedad.” Lo que significa, de tajo, que MORALES no estaba 

enterado en lo absoluto de los actos celebrados en conflicto de interés, que él no aprobó.  

 

En este sentido, se pasó por alto que MORALES afirmó y explicó que él estaba de acuerdo en 

que se facturara a través de terceros “mientras de obtenía la resolución de facturación de la 

DIAN”, y específicamente “sólo en el caso de la Cámara de Comercio”10. Pero él argumentó 

con claridad por qué todos los demás clientes eran de PANGUANA, esto es, porque eran trabajos 

de audio y video en los que él trabajaba. Precisamente por eso le generó suspicacia ver facturas 

de EL ESTUDIO cobradas a estos clientes que él pensaba válidamente eran de PANGUANA, 

pues con las declaraciones de CARMEN CABALLERO, LEONARDO PALENCIA y CARLOS 

MORALES ante el Proceso No. 2020-800-287 quedó probado que “todo lo que fuera de audio 

y video posterior a junio de 2015, era de PANGUANA”, y todas las facturas aportadas al 

proceso corresponden a servicios de audio y video. 

 

Además, existe una profunda contradicción entre la conclusión del despacho de que “no se probó 

que los negocios fueran de PANGUANA” y lo siguiente: 

 

a) La sentencia del 14 de septiembre de 2020 es clara (páginas 6 y 7) en que “únicamente 

se logró probar que las facturas aportadas por MORALES correspondían a servicios de 

PANGUANA, facturados a través de EL ESTUDIO, las siguientes facturas”: 

 

130, 129, 128, 131, 132, 146, 135, 133, 134, 137, 138, 139, 140, 141, 142, 143, 144, 146, 

145, 149, 148, 152, 151, 150, 160, 159, 158, 157, 156, 155, 154, 153, 161, 162, 164, 163, 

167, 166, 168, 169, 170, 171, 172, 173, 174, 175, 176, 177, XX sin número del 11 de 

 
10 Ver interrogatorio de parte de CARLOS MORALES en los Procesos No. 2020-800-287 y 2021-

800-121. 



 

 

pedro.rugeles@rugelesyasociados.co   •   www.rugelesyasociados.co 

Tel: 7 691 4440   • (311) 2738100   l    Bogotá D.C., Calle 93 # 18 - 28 •   Bucaramanga, Calle 35 No. 19 - 41 

 

 

abril con la Corporación para la Promoción y Recreación del Tiempo Libre por valor de 

$23.200.000, 165 y 178 para un valor total de $133.747.600. 

 

¿Y por qué se probó que sí eran de PANGUANA? Porque así lo consignaron en su Prueba 

por Informe EL ESTUDIO y la contadora LAURA FRANCO. De modo que, usando el 

mismo rasero, también debían tenerse por probados como negocios de PANGUANA los 

que EL ESTUDIO y CARMEN CABALLERO admitieron que “sí se habían acordado 

ceder” en la contestación de la demanda. Si la información proviene de ellos, como una 

confesión, el despacho debió tenerla por cierto en lo relativo a todas las facturas incluidas 

en el hecho 6° de la demanda. 

 

b) El archivo “Facturas reconocidas como de Panguana” de 51 folios que aportó EL 

ESTUDIO al Proceso No. 2020-800-287 dentro de la Prueba por Informe decretada por 

el despacho contiene las siguientes facturas admitidas como negocios de PANGUANA: 

 

2076, 2079, 2080, 2082, 2083, 2084, 2089, 2091, 2092, 2093, 2096, 2100, 2105, 2107, 

2108, 2110, 2114, 2121, 2123, 2126, 2127, 2128, 2131, 2132, 2133, 2136, 2137, 2138, 

2139, 2140, 2141, 2142, 2143, 2144, 2148, 2150, 2152, 2153, 2154, 2155, 2156, 2158, 

2161, 2164, 2166, 2177, 2178, 2181, 2182, 2184 y 2186, la gran mayoría de las cuales 

están incluidas en el hecho 6° de la demanda reformada.  

 

c) El informe rendido por EL ESTUDIO al proceso traslado en el que dice que “todos los 

negocios facturados por cuenta de Panguana…”, lo que significa que eran de ella. 

 

d) El informe rendido por CARMEN CABALLERO al proceso traslado en el que dice que 

“el ingreso de los recursos pertenecientes a Panguana, pero facturados a través de EL 

ESTUDIO”, demostrando lo que según el despacho no está probado. 

 

e) Su propia manifestación dentro de la parte considerativa de la sentencia recurrida en este 

proceso, cuando dice que MORALES “conocía esa tercerización”.  

 

Lo anterior indica que para el despacho era claro que había existido tercerización. ¿Y qué 

indicaría esto si no que PANGUANA tercerizaba la contratación y/o facturación con EL 

ESTUDIO en tanto tercero, siendo PANGUANA uno de los dos sujetos contractuales, es decir, 

siendo PANGUANA la que prestó el servicio?  

 

Bajo este entendido, debe quedar probado que los negocios del hecho 6° sí eran de PANGUANA, 

y que MORALES no conocía de esa tercerización, salvo se tratase de negocios con la Cámara 

de Comercio, y hasta que se emitiera la resolución de facturación, que como sabemos ocurrió en 

agosto de 2015 y CARMEN CABALLERO ocultó esta información omitiendo obtener una 

nueva autorización ahora que el supuesto ya no era el mismo, pues se había otorgado la 

resolución, sino aquel según el cual “los clientes exigían por antigüedad que otra empresa 

contratara, etc.”, que es el argumento ofrecido en este proceso, sin prueba alguna de que 

MORALES hubiera aprobado, como era obligatorio, ya que se trataba de actos en conflicto de 

interés, habida cuenta que podrían favorecer a EL ESTUDIO en su patrimonio y reputación, 

como finalmente ocurrió. 
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En este sentido, el argumento central para afirmar que sí hubo conflicto de interés en la decisión 

no autorizada de facturar todos los negocios de PANGUANA a través de EL ESTUDIO estriba 

en dos aspectos puntuales: 

 

a) EL ESTUDIO se favorecía de ello porque continuaba ganando reputación entre los clientes, 

haciéndoles creer que era ella la que prestaba estos servicios, al paso que perjudicaba a 

PANGUANA, pues esta empresa ponía su capital de trabajo sin la posibilidad de darse a 

conocer; y a MORALES, quien invertía su tiempo y esfuerzo en estos negocios todos los 

días de su vida durante 8 meses, mientras duró la sociedad.  

 

b) EL ESTUDIO se favorecía de ello porque al recibir el pago de los negocios y no devolverlo 

a PANGUANA inmediatamente, generaba más liquidez, afectando la liquidez de 

PANGUANA para asumir gastos, y aprovechando este desequilibrio EL ESTUDIO pagaba 

los gastos de PANGUANA y luego los “cruzaba” en el Movimiento de Caja de esta empresa, 

tal como lo explicó LAURA FRANCO en la Prueba por Informe que rindió al Proceso No. 

2020-800-287. 

 

c) Esto le generaba un gran poder de control a EL ESTUDIO y a CARMEN CABALLERO 

sobre PANGUANA, que afectaba la igualdad con MORALES, y que por ello debía ser 

aprobado por él en el marco de una asamblea convocada para tal fin. 

 

6. Sobre la omisión de valorar las pruebas resolución del 7 de diciembre 

de 2016 y conciliación extrajudicial del 5 de julio de 2016, a efectos de 

conmutar la prescripción: 

 

En el Proceso No. 2020-800-287, trasladado a este, se demostró que el 7 de diciembre de 2016, 

por decisión de la Superintendencia en trámite de investigación administrativa impetrado por 

CARLOS MORALES, todavía la sociedad PANGUANA FILMS no había culminado su 

contabilidad legal e íntegramente, no había garantizado el derecho de inspección a accionistas 

(esto es, a MORALES), ni había convocado a la asamblea ordinaria u extraordinaria para 

comunicar el fin de ejercicio, del ya lejano año 2015. Esto demostraba que antes de dicha fecha 

no era dable a MORALES iniciar la presente acción de nulidad, y todavía más que no conocía 

las decisiones que está cuestionando en este proceso por haberse tomado en conflicto de interés, 

y que no las aprobó en debida forma. 

 

También se probó que el 5 de julio de 2016 se llevó a cabo una Conciliación Extrajudicial en la 

Superintendencia de Sociedades como requisito de procedibilidad11, lo que indicaría que en ese 

momento CARLOS MORALES interrumpió la prescripción frente a CARMEN 

CABALLERO por las irregularidades por ella cometidas en la administración de PANGUANA, 

que en dicho momento todavía MORALES no conocía a profundidad, como pudo hacerlo tan 

sólo hasta después de la Asamblea de febrero de 2017, habiéndose satisfecho el derecho de 

inspección total, y habiéndose definido el cierre de las finanzas de PANGUANA, su realización 

concreta, que es la que lo trae a este y a los demás procesos que ha iniciado. 

 

 
11 Ver anexos de la demanda del Proceso No. 2020-800-287. 
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7. Sobre la fecha de la prescripción de la nulidad de los gastos como la 

fecha del registro contable y la valoración de la prueba acta de asamblea 

de accionistas del 28 de febrero de 2017:  

 

La “fecha del registro contable” sería la fecha en que se anota en el libro respectivo la operación. 

El despacho advierte que este registro contable se da entre el 2 de junio de 2014 y el 31 de marzo 

de 2016 porque así aparece en el movimiento de caja. Lo que es incuestionable. Sin embargo, 

insisto en que la presentación y aprobación de los estados financieros de los años 2015 y 2016, 

que incluían todos los gastos, así como el Movimiento de Caja en uno de sus anexos, tan sólo 

fue puesta en orden del día en la Asamblea de Accionistas del 27 de febrero de 201712, que hace 

parte de las pruebas y que debe ser la fecha que se tome a efectos de contabilizar la prescripción 

de la nulidad sobre los gastos, teniendo en cuenta que la prescripción dirige al derecho exigible 

que no es puesto en ejercicio, y que en este caso particular sólo podía ejercerse conociendo, 

oficialmente, cuáles eran los gastos que se le habían registrado a PANGUANA y que, a partir de 

ahí, podía él contrastar con sus soportes —que son precisamente los 2185 folios aportados como 

prueba, los cuales entregó LAURA FRANCO a CARLOS MORALES antes de la asamblea— 

si lo registrado en los Estados Financieros de PANGUANA correspondía con la realidad, y si, 

como quedó claro, EL ESTUDIO estaba resultando favorecido al no consignar muchos de sus 

gastos en su propia contabilidad, por decisión de CARMEN CABALLERO en franco conflicto 

de interés. 

 

Es en la Asamblea del 27 de febrero de 2017 es donde por primera vez se exhiben para su 

aprobación los gastos de la sociedad PANGUANA durante 2015 y 2016. No antes. En dicha 

asamblea, que reposa en acta con sus respectivos anexos, se comunicó por primera vez a 

MORALES cuáles eran las cuentas por pagar a socios, cuáles los aportes contabilizados, cuál el 

informe de gestión de ambos años, cuáles los motivos por los que se facturó a través de EL 

ESTUDIO y cuáles fueron esos “múltiples gastos de contratación de personal, carga 

prestacional, adecuación de instalaciones que hicieron imposibles las utilidades”, según 

advirtió CABALLERO en su informe para justificar las abrumadoras pérdidas. 

 

¿Qué más se obtiene de dicha acta que no fue valorada en debida forma por el despacho?  

 

• Que MORALES, a través de su apoderada MARTHA SOLANO, dejó constancia de que el 

derecho de inspección se le había garantizado apenas por 2 días, contrario a la ley; e insistió 

en no aprobar los estados financieros por haberse limitado su inspección a “2 mañanas”. 

• Que MORALES no aprobó la disolución y liquidación de la sociedad porque no pudo ejercer 

la inspección y “no tiene un conocimiento exacto de las cifras”.  

• Que fue OLGA PICO quien obtuvo la información relativa al derecho de inspección, según 

anexo 5, el 21 y 22 de febrero de 2017. 

• Que EL ESTUDIO, abusivamente y en conflicto de interés, aprobó una remuneración a 

CARMEN CABALLERO, a la que CARLOS MORALES se opuso. 

• Que, al no formularse la misma petición para CARLOS MORALES, quedaba demostrado 

desde entonces que él no era el gerente, como se ha dicho para excusarse de 

responsabilidad. 

 

 
12 Ver todos los anexos del Acta de Asamblea de Accionistas en pruebas documentales 2.3.r, s, t, u, 

v y x de la demanda en Proceso No. 2020-800-287 y prueba documental 2.16 de la demanda 

reformada en Proceso No. 2021-800-120 – Acta de Asamblea de Accionistas con anexos 
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Por otra parte, y en caso de aceptarse el criterio según el cual el término no era la fecha del gasto, 

sino la fecha de su publicidad con el accionista, no es lógico que el despacho concluya que 

MORALES estaba enterado de la facturación a terceros y de los gastos por el hecho de que 

LAURA FRANCO le hubiera enviado unos correos con unas facturas emitidas por EL 

ESTUDIO a terceros clientes de PANGUANA y una contabilidad sin firma de la representante 

legal, sin anexos y sin soportes, que además fue cambiada 3 veces, razón por la cual se denunció 

el caso ante la Fiscalía. Ya sabemos, por dos fallos, uno administrativo y uno judicial de esta 

Superintendencia, que esa contabilidad enviada por correo no era fidedigna, y, por tanto, no 

podía ser la que determinara la exigibilidad de los derechos de MORALES. 

 

Recordemos que varias veces MORALES fue enfático en declarar que él “pudo haber recibido 

muchos correos, pero eso no quiere decir que estuviera aceptando su contenido, que estuviera 

admitiendo esa contabilidad, si no tenía los soportes que necesitaba para entender por qué esa 

gran cantidad de gastos”, que él descubrió como falsos al observar los soportes que se han 

aportado a esta demanda en 2185 folios. 

 

En este sentido, el despacho no observó que lo que se está alegando es que esa contabilidad 

entregada, presuntamente, en febrero y marzo de 2015, además de no tener la firma de la 

representante legal y no ser legal por otras razones ya expuestas, no contenía los soportes de 

los gastos, que era la única base posible para MORALES de cara a erigir una acción de nulidad 

que derivaba de la incompatibilidad de los gastos registrados y de sus supuestos soportes, y de 

la violación del deber de lealtad en punto de los gastos en que incurrió CARLOS MORALES y 

que no le fueron tenidos en cuenta como una cuenta por pagar, que es uno de los motivos de la 

nulidad para ciertos gastos; o en punto de los gastos de los socios de EL ESTUDIO, de él mismo 

sin su aprobación, y de EL ESTUDIO, que fueron cargados a PANGUANA contra su voluntad.  

 

8. De la indebida valoración probatoria sobre la prueba documental 2.14 

- 2185 folios de gastos aportados al proceso por CARLOS MORALES. 

 

Tanto el apoderado de la parte demandada como la señora superintendente delegada mal 

interpretaron la conducencia de la prueba documental 2.14 “2185 folios soportes de gasto” que 

aportó el demandante al proceso. Concluyeron que él los estaba aportando con el objetivo de 

probar que, según él, “esos eran los gastos de PANGUANA” cuando en el acápite e) de la 

prueba documental se expresó que servirían “Para probar la ausencia de relación entre los 

gastos que se le registraron a PANGUANA y el soporte que se aportó para justificarlos”, y 

cuando enseguida se dice que esos folios son “los soportes de pago que aportó la contadora 

LAURA FRANCO para soportar la contabilidad de Panguana al proceso 2020-800-287”. 

 

Es decir, los 2185 folios provenían de CARMEN CABALLERO, PANGUANA y LAURA 

FRANCO, ¡no de MORALES! El demandante simplemente tomó la prueba de lo que aportaron 

los demandados al Proceso No. 2020-200-287 y de lo que le habían entregado antes de la 

asamblea de febrero de 2017, y justificó a partir de ahí la nulidad, dada la falta de 

correspondencia entre los orígenes de los gastos y el reporte hecho a PANGUANA en sus 

Estados Financieros. MORALES no pretendía, entonces, con la prueba, “demostrar los 

verdaderos gastos de PANGUANA”, y por esto no le era exigible que “conociera con exactitud 

el origen de esos gastos”, que él no había incluido.  
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Al contrario, pretendía demostrar que en la gran mayoría de soportes había una ausencia de 

causalidad entre el origen del gasto y la operatividad de PANGUANA, habida cuenta que 

muchísimos de ellos corresponden a gastos personales de los socios de EL ESTUDIO u 

operativos de esta misma empresa, que es justamente lo que se ha venido alegando en torno a 

esta prueba como una demostración más de la mala fe con que actuó EL ESTUDIO y/o del 

conflicto de interés en que estaba envuelta su administradora, el cual emergió claro a partir de 

un claro favorecimiento de las finanzas de EL ESTUDIO, al haber sido PANGUANA la que 

cubrió una gran cantidad de gastos referidos específicamente en la demanda. 

 

De manera que esos 2185 folios son aportados por MORALES como prueba en contra de EL 

ESTUDIO, pues son los que LAURA FRANCO entregó al Proceso No. 2020-800-287 como 

justificación de la enorme cantidad de gastos que, en ese proceso, alegaba CARLOS MORALES 

como un hecho configurativo de la culpa de CARMEN CABALLERO, así como los que habían 

entregado antes, en el marco de la asamblea general de febrero de 2017. 

 

Así pues, resultaba inane interrogar exhaustivamente al demandante para que explicara por qué 

el contenido de varias facturas no tenía nada que ver con PANGUANA —como el mismo 

apoderado reconocía, demostrando la nulidad de los gastos— cuando el demandante mismo 

había afirmado en su demanda que la gran mayoría de esas facturas nada tenían que ver con la 

empresa y derivaban de un conflicto de interés, por lo que se motivaba su anulación.  

 

En punto del conflicto de interés en torno a los gastos, el despacho ha señalado que este no 

existió. Afirmación que rechazamos, pues es abiertamente contradictoria con la sentencia del 14 

de septiembre de 2020, según lo que leímos de la página 11. Además, es evidente el conflicto de 

interés en la decisión exclusiva de CARMEN CABALLERO de incluir gastos suyos, de su 

esposo, de su familia y de su sociedad EL ESTUDIO, y aun también la de incluir gastos 

personales de MORALES sin su autorización y para justificar lo anterior, que era 

desproporcionado y comportaba un evidente problema en su discernimiento subjetivo, ya que, 

al hacerlo, favorecía a EL ESTUDIO, que generaría más utilidades para repartir entre ella y su 

esposo, ya que tendría menos gastos. Y a contrapelo afectaría las utilidades de PANGUANA y, 

por ende, el legítimo derecho de MORALES percibir dividendos. 

 

B. DE LOS NEGOCIOS QUE NO FUERON DECLARADOS 

PRESCRITOS: 

 

9. De los contratos celebrados por PANGUANA con la Corporación para 

la Promoción del Tiempo Libre (Acualago) en abril de 2016. 

 

En la página 8 de la sentencia del 14 de septiembre de 2020 dentro del Proceso No. 2020-800-

287 tenemos la lista de negocios o contratos que, según el despacho, se probó eran de 

PANGUANA, pero habían sido facturados por EL ESTUDIO. En esa lista aparece una factura 

de $23.200.000, sin número, de fecha 11 de abril de 2016, con el cliente Acualago en comento.  

 

Esta factura no es otra que la 2212 aportada como prueba a esta demanda, la cual tiene un valor 

de $23.200.000 y corresponde al mismo cliente, y a la misma fecha. Por esto, este sí es negocio 

de PANGUANA. Por tanto, era un negocio de PANGUANA. Y como las facturas 2210 y 2211 

son del mismo día 11 de abril de 2016 y del mismo cliente Acualago por servicios de spot 

(fotografía satelital que sólo podía hacer MORALES por ser el fotógrafo y el titular de los 
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equipos que se usaban para ello), edición, audio y video, que eran los que prestaba PANGUANA, 

se infiere razonablemente que aquellas también eran negocios de PANGUANA, ante la falta de 

acuerdos que contuvieran los lineamientos claros, específicos y concretos, con su modo y su 

alcance, acerca de la facturación que realizaría EL ESTUDIO por negocios de PANGUANA o 

acerca de esos negocios que, según los demandados, “se cederían” a PANGUANA, decisión 

que sabemos tomó exclusivamente CARMEN CABALLERO, en franco conflicto de interés, y 

de manera arbitraria, como en este caso particular. 

 

Y es plausible pensar que, como en abril de 2016 ya había roces entre los socios y se había 

ordenado el cese de actividades, la señora CABALLERO hubiera decidido, a su discreción, y en 

represalia hacia MORALES sumado a su evidente desinterés por la suerte de las finanzas de 

PANGUANA, “no ceder esa factura”, como hizo con tantas otras.  

 

• Ahora bien: la Superintendencia se contradice en sus dos sentencias. En la del Proceso 

No. 2020-800-287 declaró una violación al deber de lealtad y un conflicto de interés 

en la decisión de contratar y/o facturar los algunos de PANGUANA por EL 

ESTUDIO (que en realidad fueron todos durante el año 2015 y hasta abril de 2016). 

Pero en la del Proceso No. 2021-800-120 manifiesta, sobre los negocios en los que 

no operó la prescripción, “que no se encuentra acreditado el conflicto invocado 

respecto de los actos en comento, pese a no haber operado la prescripción”.  

 

• Dicha apreciación parte del supuesto de que no se probó que todas estas facturas 

fueran por negocios de PANGUANA, habida cuenta que casi todos los clientes 

demostraron, a través de la Prueba por Informe, que provenían de contratos 

celebrados con EL ESTUDIO, dejándose de valorar las demás pruebas que 

demostraban que sí eran negocios de PANGUANA, pero que de manera oculta y no 

autorizada CARMEN CABALLERO contrató y facturó a través de EL ESTUDIO.  

 

Sin embargo, esta prueba no era del todo conducente para demostrar que los negocios 

“no era de Panguana”, atendiendo el marco fáctico que se expuso en la demanda, la 

manera en que se explicaron las pretensiones y lo decidido en el Proceso No. 2020-

800-287.   

 

- El hecho 6° de la demanda dice: “(…) desde que inicia labores Panguana en junio 

de 2016 y hasta abril de 2016 esta sociedad ejecutó los siguientes contratos, los 

cuales, no obstante, se celebraron como de El Estudio, sin autorización formal 

para ello (…)”. 

 

- La pretensión 1ª de la demanda dice: “(…) declárese la nulidad absoluta de todos 

los negocios celebrados entre El Estudio o Carmen Caballero y las empresas 

demandadas, los cuales debió celebrar Panguana, que fue quien exteriorizó su 

voluntad al ejecutarlos; y/o de los pagos recibidos”. 

 

• Desde un principio se estableció como la irregularidad que CARMEN CABALLERO 

decidiera, sin autorización expresa de PANGUANA, que su empresa, EL ESTUDIO, 

celebrara esos contratos con terceros, y no que lo hiciera PANGUANA pudiendo 

hacerlo, que fue quien los ejecutó. Y esto, por obvias razones, consagra la inutilidad 

de las pruebas por informe, que no nos dicen nada nuevo, pues sabido es que los 

contratos los celebró EL ESTUDIO, sin autorización alguna; y que esta situación, 

como se expuso desde la demanda, no tenía por qué conocerla el cliente, ya que, como 

se ha quedado probado por declaraciones de todos los actores importantes, CARLOS 

MORALES y LEONARDO PALENCIA, ergo, EL ESTUDIO, “trabajaban todo el 
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día y hasta la noche en un estudio de grabación”, de modo que resultaba altamente 

difícil para los clientes saber realmente quién estaba ejecutando los contratos, si la 

empresa con la que habían contratado, u otra que su gerente les ocultó. 

 

• Es ilógico pensar que los clientes de PANGUANA conocieran realmente a esta 

empresa si los contratos no se ejecutaban en su presencia, si el nombre de la empresa 

no era expuesto por su representante en ninguno de los documentos alusivos, si 

CARMEN CABALLERO no les hablaba de ella, si no se invertía en publicidad 

“porque eran muy altos los gastos”13 (bajo cierto cinismo, pues los gastos eran altos 

ya sabemos por qué; y la publicidad es más importante que la comida o los utensilios 

de aseo), y, en suma, si oculta y fraudulentamente los socios de EL ESTUDIO usaron 

a PANGUANA —y de consuno a MORALES— como una “agencia in-house”, que 

fue lo que dejó escapar LEONARDO PALENCIA en su declaración testimonial 

rendida al Proceso No. 2020-800-287, cuando se le preguntó cuál era el objetivo suyo 

y su esposa al constituir PANGUANA, que ya vimos para él era muy distante de la 

concepción equitativa, igualitaria que debía existir entre ambas empresas, según lo 

acordado con MORALES.   

 

• El mismo representante legal de UNIDROGAS dijo, en la hora 02:22 de la audiencia 

inicial, que “sí había contratado con PANGUANA”, pero que “no tenía certeza de 

quién ejecutó el contrato”, lo que demuestra que, por el tipo de negocio, no era 

posible para un cliente saber si quien lo ejecutaba era otro. 

 

• Por si fuera poco, las situaciones derivadas de las Pruebas por Informe generan 

varios interrogantes que, por el solo hecho de poder plantearse, resultan demostrativos 

del error de juicio en que incurrió el despacho al valorar estas pruebas: 

 

a) Si todos los negocios eran negocios de EL ESTUDIO, ¿por qué al rendir la Prueba 

por Informe en el Proceso No. 2020-800-287 esta empresa admitió que cerca de 

$133.000.000 se habían facturado “por cuenta de Panguana”, es decir, en su 

representación, aportándose 51 facturas “reconocidas como de Panguana”? 

 

b) La decisión de CABALLERO de “ceder” algunos contratos a PANGUANA es 

coherente con el hecho de PANGUANA fue la que celebró los contratos, aunque 

los facturara a través de EL ESTUDIO, ¿se tomó bajo un criterio legal y 

vinculante para el señor MORALES?  

 

c) ¿Por qué si todos estos negocios eran de EL ESTUDIO, al mismo tiempo se ha 

admitido que EL ESTUDIO facturó todos los negocios de PANGUANA hasta 

abril de 2016 “debido a motivos justificados” y PANGUANA arroja en sus 

Estados Financieros más de $122.000.000 de ingresos en el año 2015? 

 

d) ¿De dónde salían esos $122.000.000 de ingresos si PANGUANA no había 

emitido facturas?  

 

e) ¿Cuáles son entonces esos negocios que sí contrato PANGUANA con clientes, 

pero que facturó EL ESTUDIO?  

 

f) ¿Acaso ninguno, acaso EL ESTUDIO los contrató todos, como según parece?  

 

 
13  Ver declaraciones testimoniales de LEONARDO PALENCIA e interrogatorio de parte de 

CARMEN CABALLERO en Proceso No. 2020-800-287. 
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g) Si los contratos eran de EL ESTUDIO, y la figura para reconocerle los ingresos a 

PANGUANA fue una cesión, ¿por qué no existe prueba de dicha cesión y de los 

acuerdos previos?  

 

10. De las facturas 2208, 2212, 2218, 2219, 2225 y 2226 como verdaderos negocios 

celebrados por PANGUANA. 

 

Como lo expliqué en el noveno punto, la factura 2212 sí pertenecía a PANGUANA. 

 

Las demás arriba relacionadas son facturas que cobró EL ESTUDIO posteriormente al cese 

de actividades de PANGUANA, por lo que se admite que no sean negocios de ella, y se 

desiste de este reparo en particular. 

 

Sin embargo, cerraré este recurso argumentando por qué las demás facturas que fueron 

declaradas prescritas por el despacho, sí eran de PANGUANA. 

 

10.1. Sobre las facturas que fueron declaradas prescritas, como negocios 

de PANGUANA: 

 

Lo primero es señalar que, según pareciera, CARMEN CABALLERO decidió que sólo 

algunos contratos, los que correspondían a trabajos de fotografía y video, los “cedería” a 

PANGUANA, pues los de audios, cuñas y jingles, que es lo que hacía LEONARDO, serían 

de EL ESTUDIO. Cuando esto no fue lo acordado, además de no ser lógico. Si todo en lo 

que trabajara MORALES era PANGUANA y todo lo que trabajara EL ESTUDIO era 

LEONARDO, ¿qué sentido tendría la sociedad PANGUANA y dónde estaría tal unión de 

fuerzas de que se habló en algunas declaraciones? Ninguno. Por esto, lo que se pactó fue que 

todo lo de fotografía, audio y video a partir de junio de 2015 sería de PANGUANA, y 

esto está en las declaraciones de las partes consignado.  

 

Y esta es la razón por la que todos los negocios de fotografía (spot), audio y video (cuñas y 

jingles) celebrados con CAJASAN, IKONOZU, COMFENALCO, COMPARTA EPS, MÁS 

X MENOS, FINANCIERA COOMULTRASAN, ULTRAHUILCA, CÁMARA DE 

COMERCIO y CORPORACIÓN ACUALAGO desde junio de 2015 hasta el cese de 

operaciones son de PANGUANA. 

 

Se desprende esta conclusión de la mencionada página 6 de la sentencia del 14 de septiembre 

de 2021 dentro del Proceso No. 2020-800-287 en la que se da por probado, y juzgado, que 

algunos negocios de estos clientes aquí mencionados sí eran de PANGUANA, pues así lo 

había probado el despacho a partir de los informes que rindieron EL ESTUDIO y LAURA 

FRANCO.  

 

Decisión que se torna en hecho indicativo de lo que en este proceso se pretendía probar, a 

saber, que también los demás contratos celebrados por EL ESTUDIO con estos mismos 

clientes, durante el mismo período y por el mismo concepto, eran contratos de PANGUANA; 

y que CARLOS MORALES no podía demostrarlo a ciencia porque no fue él quien contrataba 

ni facturaba, por no ser él quien llevara las cuentas de los servicios en los que trabajaba. 

Recordemos que en su interrogatorio de parte fue enfático en decir que “él confiaba mucho 

en ADRIANA, se mostraba como alguien correcta, ella manejaba todo y yo no sabía cuánto 
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cobrábamos, sólo sé que trabajábamos mucho. Hasta que un día me generó desconfianza 

ver en un tablerito donde apuntaban los clientes algunos nombres que yo no conocía, como 

si estuvieran ocultando clientes; fue entonces cuando decidí tratar de entrar por primera vez 

a la oficina de ADRIANA y tomé algunas fotos de cosas que me generaron desconfianza”.  

 

Además de esto, hay que tener en cuenta estos otros elementos que nos sirven de indicio: 

 

• En los Estados Financieros de PANGUANA año 2015 aparecen ingresos 

operacionales por valor de $122.571.336, pero no se emitió ni una sola factura en este 

año, luego se infiere razonablemente que EL ESTUDIO facturó este valor por cuenta 

de PANGUANA. 

 

• Que en consecuencia los $213.089.353 que representan las 84 facturas aportadas al 

proceso por los negocios aludidos en el hecho 6° de la demanda reformada, contienen 

dentro de sí los $122.571.336 que se reportaron como ingresos de PANGUANA, de 

lo que obtenemos algunos hechos probados: 

 

a) Que CARMEN CABALLERO dejó de reportarle ingresos a PANGUANA en la 

contabilidad bajo el argumento de que “no se acordó ceder”, cuando nunca se 

celebraron cesiones ni se debatió sobre ello, demostrándose la concreción 

negativa del conflicto de interés en que se hallaba.  

 

b) Que cada peso de los ingresos reportados de PANGUANA está justificado en 

cerca del 60% de las facturas que fueron aportadas como prueba en este proceso. 

Es decir, surgen de ahí; y esto debería dar lugar a una sentencia parcialmente 

favorable, a lo menos por las facturas que EL ESTUDIO sí reconoció como de 

PANGUANA, como negocios y pagos nulos. 

 

Por otra parte, el argumento de los demandados según el cual los negocios no son de 

PANGUANA porque estos “eran clientes de EL ESTUDIO desde hace muchos años”, 

tampoco es suficiente y parte de una falacia, toda vez que, precisamente, al constituirse 

PANGUANA, todos los negocios que contrataran por servicios de fotografía, audio y video 

serían clientes de PANGUANA. En eso consistía la “unión de fuerzas” de que se ha hablado 

en algunas declaraciones: MORALES ponía su conocimiento, su trabajo y sus equipos para 

un servicio nuevo que no prestaba EL ESTUDIO, y EL ESTUDIO, a su vez, ponía buena 

parte de su clientela, y su trabajo diario en cabeza de LEONARDO PALENCIA. 

 

Así mismo, el despacho reconoció que hubo una tercerización entre EL ESTUDIO, 

PANGUANA y los clientes cuyas facturas parcialmente fueron reconocidas como de 

PANGUANA por parte de los demandados; para quienes esta operó en el marco de una 

“cesión”. Sobre este punto, los demandados confesaron que algunos negocios sí eran de 

PANGUANA: los contemplados en las 51 facturas reconocidas como de PANGUANA. Han 

manifestado que estos “se acordaron ceder”, pero no han aportado prueba de que hubiera 

existido esa cesión contractual, o ese acuerdo en punto de lo que se cedería y lo que no. Bajo 

este entendido, y considerando especialmente el hecho de que durante todo el 2015 y parte 

de 2016 EL ESTUDIO facturó los negocios de PANGUANA por diversas razones que la 

demandada ha expuesto, nos resulta claro que, de no haber mediado esa abusiva decisión de 

CABALLERO en conflicto de interés, todos los negocios celebrados con los referidos 

clientes por concepto de audio, fotografía y video a partir de junio de 2015 y hasta abril de 
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2016 habrían sido de PANGUANA, toda vez que no existía otro criterio fijado al respecto, 

ni se probó haberle expuesto a MORALES que solamente algunos negocios se excluirían. 

 

Si no fuera así, si no le hubieran ocultado información que podría perjudicarlo o con la que 

podría no estar de acuerdo, ¿por qué demoró tanto CARMEN CABALLERO para rendir 

informes contables, por qué más de 1 año para convocar a una asamblea de fin de ejercicio, 

por qué tanta evasiva para que MORALES inspeccionara la contabilidad? “El que nada debe, 

nada teme”, dice el conocido refrán.  

 

Lo anterior permite ver que PANGUANA sí tenía derechos sobre los negocios celebrados 

con los clientes cuyas facturas parcialmente admitió EL ESTUDIO en este y en el anterior 

proceso; pues este derecho surgía del acuerdo de socios al que se había llegado. Lo contrario 

—la privación de un derecho— debía surgir de un acuerdo posterior, no de la voluntad de 

CARMEN CABALLERO, mucho menos cuando esa voluntad estaba viciada por su evidente 

conflicto de interés, mismo que se hizo efectivo al terminar lesionada PANGUANA y 

favorecida EL ESTUDIO en sus estados de resultados. Ver lo contrario sería aplaudir un 

claro abuso en la administración de las dos sociedades.  

 

Llamo la atención del Tribunal, por último, en la prueba contenida en el folio 47 de la 

contestación de la demanda de CARMEN CABALLERO dentro de la Acción Individual 

de Responsabilidad, que corresponde al documento “Relación de trabajos KIKE MORALES 

contratados anterior a la sociedad y realizados en PANGUANA por personal de la 

empresa”. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

¿Qué es importante de esto? Corroborar lo que recalcó MORALES en su interrogatorio: que 

él sí había entregado un listado de sus trabajos anteriores, “en muestra de su honestidad”, 

pero ellos no, refiriéndose a EL ESTUDIO. Y falta en todo el grueso acervo probatorio un 

documento en el que EL ESTUDIO excluya a un cliente distinto de RCN, que por eso se 

excluyó en la reforma de la demanda, también en muestra de honestidad.  

 

Lo anterior conlleva que EL ESTUDIO no podría excluir clientes que no se hubiera reservado 

previamente, como MORALES lo hizo. Salvo que más adelante se convocara una reunión 
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para definir este asunto, que quedó pendiente. Y así surgió válidamente, bajo el principio de 

confianza legítima, la obligación de respetar todos los clientes no reservados a los que 

PANGUANA les estuviera trabajando, para esta empresa, y no parcialmente, para no 

perjudicar a EL ESTUDIO.  

 

Al contrario, su evidente interés era favorecerla, aun cuando así se perjudicara a 

PANGUANA y en consecuencia a MORALES en cuanto único socio ajeno a ella y su 

familia. Un indicio claro de esta mala fe es la prueba documental “Facturación Panguana 

a El Estudio” aportada en 51 folios por EL ESTUDIO al Proceso No. 2020-800-287 dentro 

de la Prueba por Informe.  En ella aparecen 51 unas facturas emitidas por PANGUANA a 

EL ESTUDIO por los valores cobrados por ellos a causa de los contratos que, según el 

arbitrio de CABALLERO, “se habían acordado ceder”. Estas facturas, no obstante, son 

posteriores a la anotación del ingreso que se le dio a cada factura, respectivamente, en el 

Movimiento de Caja que también se aportó en dicho informe; y además no están recibidas 

por EL ESTUDIO, por lo que no cumplen con la exigencia para tenerse por ciertas, por 

exigibles.  

 

El indicio parte, entonces, de la fecha de esas facturas, que son todas de abril de 2016, 

cuando ya se había ordenado el cese de actividades el 2 de marzo de 2016, según obra en 

pruebas14. Lo que significa que mientras la sociedad operó, y aún el día en que se cesaron las 

actividades alegando “pérdidas” y “dificultades”, PANGUANA todavía no había facturado 

a causa de la negligencia de CABALLERO, que sabía que tenía la resolución de facturación 

desde agosto de 2015, y que este era el motivo que le había dado a MORALES. Lo que es 

peor aún, significa que en abril de 2016 todavía CABALLERO no había reembolsado los 

dineros a PANGUANA, pues de lo contrario habría hecho las facturas antes, en la fecha que 

consignó en el Movimiento de Caja. 

 

Según parece, hasta después de abril de 2016 CABALLERO no había decidido qué negocios 

“cedería”, amablemente, a PANGUANA, como si ese fuera el criterio, y no el hecho 

práctico de que todos esos contratos eran de PANGUANA, además, de acuerdo con lo 

pactado por los socios. Surge palmario que esta decisión la tomó después de un cese de 

operaciones conflictivo, lo que incrementaba mucho más su capacidad para el 

discernimiento objetivo. Y esto pone en un alto de grado de probabilidad que aquella 

famosa decisión de que “sólo algunos contratos se cedieron ceder” fue tomada por 

CABALLERO —con o sin su esposo— después del rompimiento de relaciones, y con miras 

a poder justificar de algún modo la contabilidad que finalmente entregó en febrero de 2017. 

 

Además, tampoco hay prueba de que el Movimiento de Caja de PANGUANA hubiera sido 

entregado a MORALES antes de abril de 2016, por lo que es imposible que MORALES 

conociera de esta facturación. Lo que, sumado al anterior razonamiento, nos obliga a abrazar 

la conclusión de que no es cierto que MORALES hubiera aprobado la forma en que se hizo 

la facturación, desde todos sus puntos de vista.  

 

 

 

 

 

 
14 Ver prueba documental 2.3.w de la demanda del Proceso No. 2020-800-287 y Prueba por Informe 

de Laura Franco – Libro de actas de Panguana.  
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C. SOLICITUD DE SENTENCIA SUSTITUTVA: 

 

Solicito a este Honorable Tribunal revocar en su integridad la sentencia del 2 de mayo de 

2022, y pasar a dictar la siguiente, haciendo nuevamente la contabilización de los términos 

de la prescripción, de acuerdo con la suspensión de términos del año 2020: 

 

1. Desestimar la excepción de mérito de la prescripción de los derechos reclamados en la 

pretensión 1ª de la demanda, respecto de todos los negocios ejecutados por 

PANGUANA, pero contratados y facturados por EL ESTUDIO, relativos a los clientes 

con los que se contrató audio, fotografía y video, que son los mismos que EL ESTUDIO 

reconoció como acreedores de algunos servicios de PANGUANA, a través de las 51 

facturas que aportaron como prueba, atendiendo a que MORALES no conoció la 

existencia de estas facturas junto con los movimientos de caja y cruces de cuenta en 

febrero de 2017, o, en el peor de los casos, el 8 de abril de 2016; y siendo así las cosas 

no habría prescripción, gracias a la suspensión de la pandemia en este último evento. 

 

2. Consecuencialmente, declárese la nulidad absoluta de todos los contratos representados 

en las facturas aportadas al plenario que contenga servicios de audio, fotografía y video 

y que corresponden a clientes a los que PANGUANA sí les trabajo, según lo probó el 

mismo ESTUDIO; o, al menos, de los representados en las 51 facturas que EL ESTUDIO 

reconoció como negocios de PANGUANA y en las 51 facturas que PANGUANA 

elaboró dirigidas a EL ESTUDIO, y que no radicó, pero que los demandados aportaron 

como prueba; ordenándose las restituciones mutuas a las que haya lugar, condenándose 

a EL ESTUDIO a pagar su importa en dinero. 

 

3. Desestimar la excepción de mérito de la prescripción de los gastos relacionados en la 

pretensión 2ª de la demanda por ser todos estos actos jurídicos publicitados al 

demandante tan sólo en la asamblea general de accionistas de 2017, habiéndosele violado 

el derecho de inspección e infringido las normas sobre el procedimiento comunicación 

de informes de fin de ejercicio, de modo que MORALES no estuviera legítimamente 

habilitado para promover esta demanda antes de dicha fecha.  
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4. Consecuencialmente, declárese la nulidad de los gastos referidos en hechos 12° y 13° 

de la demanda, o parcialmente de aquellos que, valorados anexo por anexo con las 

demás pruebas —estados financieros, pagos de arriendo, aportes— resulten 

demostrativos de ser gastos ajenos a PANGUANA por pertenecer a EL ESTUDIO, a 

sus socios y a su familia, a MORALES e incluso por ser algunos ilegales, como las 

cuentas de cobro que pasaba CARMEN CABALLERO sin tener honorarios 

aprobados. Lo anterior, considerando que estos gastos fueron registrados de esta 

manera sin mediar un acuerdo entre las partes, en contravía de la lealtad, y a partir de 

una decisión autónoma de CABALLERO que tomó en conflicto de interés porque podía 

verse favorecida EL ESTUDIO, como en efecto pasó.  

 

5. Estimar los negocios celebrados por PANGUANA con Corporación para la 

Recreación y Promoción del Tiempo libre, pero facturados a través de EL ESTUDIO 

en abril de 2016, como negocios de PANGUANA que, por lo tanto, también deben 

declararse nulos; a partir de las pruebas y argumentos expuestos en el décimo reparo. 

 

6. Condenar en costas a EL ESTUDIO y a CARMEN CABALLERO a favor de 

CARLOS MORALES y revocar la sentencia de costas emitida contra él en favor de 

CREZCAMOS, CAJASAN, OLÍMPICA y COOMULTRASAN, atendiendo al buen 

derecho que le asiste al demandado, y al hecho de que no se formularon pretensiones 

contra ellas.  

 

D. SOBRE LAS PRUEBAS: 

 

Ruego al Honorable Tribunal me excuse por no haber identificado las pruebas del Proceso 

No. 2020-800-287 con el número que tienen en el expediente digital de la Superintendencia 

de Sociedades. Ya que ello representaba para mí un enorme esfuerzo que me habría 

dificultado cumplir con el fondo de la sustentación en términos, decidí numerarlas en cada 

parte en las que las mencioné, señalando la forma en que están identificadas en el documento 

respectivo, y bajo el entendido de que todas ellas hacen parte del acervo probatorio trasladado 

a este proceso.  

 

También hay algunas pruebas que están en ambos procesos. En este caso, traté de 

especificarlo de este modo, citando el número correspondiente en cada demanda. Sin 

embargo, aclaro a esta segunda instancia que del Proceso No. 2020-800-287 —que es aquel 

del que no identifiqué el folio del expediente digital— lo más importante para fundamentar 

este recurso son, además de la parte considerativa de la sentencia, los interrogatorios de 

CARLOS MORALES y CARMEN CABALLERO, los testimonios de LAURA FRANCO y 

LEONARDO PALENCIA, el Acta de Asamblea de Accionistas de 2017 y sus anexos, en 

especial # 5 que contiene la inspección, las declaraciones juramentadas de OLGA PICO y 

CARLOS MORALES en punto del derecho de inspección, el Libro de Accionistas de 

PANGUANA que contiene un acta del 2 de marzo de 2016 que no está siquiera firmada por 

las partes como a bien lo advirtió la sentencia del 14 de septiembre de 2021 como la principal 

razón por la que no podía considerarse que CABALLERO había satisfecho el derecho de 

inspección. 

 

Así las cosas, solicito muy respetuosamente a esta honorable colegiatura que realice un 

análisis paciente y detallado de todo el caudal probatorio de ambos procesos, pues 

principalmente es en la ausencia de valoración probatoria en donde encuentra este recurso 
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su columna vertebral; y dado el estrecho vínculo fáctico, probatorio y jurídico entre ambos 

procesos, que impone que la decisión que se tome aquí también tenga en cuenta que lo que 

por la naturaleza del proceso sí se logró probar en allí, y que por supuesto guarde cierta lógica 

y consonancia con la inicialmente tomada por la Superintendencia de Sociedades. 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

PEDRO FELIPE RUGELES RUGELES 

C.C. 1.098.641.953 de Bucaramanga 

T.P. 230.289 del C.S.J. 

 

 

 











 

HONORABLES MAGISTRADOS DE LA HONORABLE SALA DE DECISIÓN  CIVIL 

DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA 

SEÑOR JUEZ 1 CIVIL CIRCUITODE BOGOTA 

E.       S.      D. 

 

 

REF: 2015- 1145   RECURSO DE  APELACIÓN 

DE: GLORIA NARVAEZ CERRATO  

CONTRA: LUIS CARLOS TRILLERAS Y  ELISA CAMACHO DE TRILLERAS  

 

LEONOR GUTIERREZ PORRAS, APODERADA DE LA PARTE DEMANDANTE EN LAS 

PRESENTES DILIGENCIA PRESENTO RECURSO DE APELACION 

SE PRESENTO DEMANDA DE POSECION POR RESTRICICON ADQUISITIVA DE DOMINIO 

EN CONTRA DE LOS SEÑORES LUIS CARLOS TRILLERAS Y LA SEÑORA ELISA CAMACHO 

DE TRILLERAS, SEGÚN DEMANDA QUE SE INICIO 9 de julio del 2015     

La demandante la señora GLORIA NARAEZ CERRATO, es persona mayor de edad, 

trabajadora, quien estuvo trabajando varios años e el madrugón, ella siempre ha visto 

por sus gastos, en el año 2004, tenía una relación de la cual hubo tres hijos, con el señor  

JUAN CARLOS HERNANDEZ,  persona que hizo contrato de promesa de compraventa con 

los señores LUIS CARLOS TRILERAS y doña ELISA CAMACHO DE TRILLERAS, personas 

mayores de edad y capaces para hacer este contrato, ellos tenían que hacer esto porque 

tenían una deuda y no querían perder la casa ubicada en la carrera 35 N° 0-26 sur barrio 

Santa Matilde, con matrícula inmobiliario N° 50S- 40326642. 

Teniendo en cuenta que mi poderdante la señora GLORIA NARVAEZ CERRATO, es 

quien está solicitando la posesión y que existe un contrato de promesa de compraventa, 

también es cierto que mi poderdante no aparece en ningún lado de este contrato como 

tal, El señor Juez manifiesta que ese contrato es claro porque le dan la mera tenencia al 

señor JUAN CARLOS HERNANDEZ, pero en el artículo octavo de ese contrato dice 

bien claro que cuando se le entregue la posesión o  tenencia del inmueble materia de 

este contrato los servicios, impuestos, valorización etc. Irán a cargo del promitente 

permutante, y esto fue en el 2004, donde se le entrego  la posesión, se demostró que 

consta con todos los servicios públicos, no tiene ningún servicio cortado.  

En el parágrafo segundo también dice que es voluntad de las partes que para la firma 

respectiva exista la potestad de los permutantes de adquirir derechos de propiedad para 

terceros pudiendo incluir a otros adquiriente o beneficiarios de esta negociación. 

 Como también está el testimonio, que  tomo el señor Juez GAMAL MOHAMMAND 

OTHMAN ATSHAN RUBIANO, del juzgado 1 civil circuito de Bogotá, a la señora GEORGINA 

RAMIREZ, mayor de edad con domicilio en esta ciudad e identificada con la C.C. N° 

20467354 de Chía, quien  bajo la gravedad del juramento certifico que la señora ELISA 



CAMACHO DE TRILLERAS, le presento a la señora GLORIA NARVAEZ,  que estaba 

llorando y que le dijo que era la nueva dueña, porque tenía deudas e iba a perder la 

casa, con lo que se confirma que le estaba haciendo entrega de la posesión del bien 

inmueble, a mi poderdante en el año 2004, téngase en cuenta que ella no firmo nada, 

no se hizo acta de entrega, la señora ELISA, le entrego de palabra porque GLORIA, no 

firmo nada, ni contrato ni acta nada,  pero si entro a ser la ama, señora y dueña del bien 

inmueble, nadie le dijo que no lo podía hacer. En la vecindad se le reconoce como la 

dueña de a casa y ella así lo afirma. 

La relación con el señor JUAN CARLOS HERNANDEZ, no era una relación estable pues 

era de una unión la cual era intermitente por la razón de que era un señor mujeriego. 

Hoy en día ellos no tienen ninguna relación. 

Ténganse en cuenta también que mi poderdante en ningún momento actuó de mala 

fe, por esta razón se le notifico varias veces a los señores  TRILLERAS, y se publicaron 

los edictos, se les notifico de una audiencia de conciliación , que para poder notificarlos, 

porque de oídas nos comentaron que ellos miraban por la ventana por entre las cortinas 

y veían que era de correo y no abrían la puerta, entonces yo misma fui hasta allá y como 

vieron que era una persona diferente me abrió la puerta el señor LUIS CARLOS 

TRILLERAS, A QUIEN NOTIFIQUE DE LA AUDIENCIA DE CONCILIACIN, y no quiso 

firmar pero el señor JUAN CARLOS HERNANDEZ , me estaba esperando lo llame y él 

me firmo como testigo, audiencia a la cual tampoco asistieron, VUELVO Y REPITO MI 

PODERDANTE NO HA ACTUADO DE MALA FE al contrario ha tratado por todos los 

medios de llegar a entenderse con estos señores pero no ha sido posible como lo 

demostramos dentro del proceso 

Que en ningún momento la señora GLORIA, engaño a los señores trilleras, no uso la 

fuerza o el dolo para que le hicieran la entrega de dicho bien inmueble, la señora ELISA 

CAMACHO le entregó la casa de hecho y no hubo ningún acta de entrega ni ningún 

documento de más. Que este le fue entregado desde el año 2004,  quien ha estado todo 

el tiempo con la casa ha sido mi poderdante ya que este señor JUAN CALOS HERNANDEZ, 

se fue a vivir a Manizales. 

Mi poderdante ha ejercido los dones de ama señora y dueña, ha arrendado el 

apartamento que tiene la casa en la parte de atrás,  el garaje, es quien manda en la 

casa  ahí no se hace nada sin el permiso de ella y en la parte restante de casa  siempre 

ha vivido su hija mayor con su esposo e hija, y mi poderdante, téngase en cuenta que 

la casa es de tres pisos, que en un principio, Vivían también sus otros dos hijos pero que 

el padre de estos les dijo que si ellos no se iban a vivir con él no les seguía pagando 

estudio,  mi poderdante  estuvo de acuerdo y ella permeancia en Manizales y en Bogotá, 

pendiente de sus hijos menores y de la mayor y la casa. 

Ha pagado los impuestos dentro del proceso esta el recibo del año 2014 y tiene el recibo 

que le llego para el pago del impuesto de este año, el  recibo no se lo entregan a cualquier 

persona, pero ella está esperando porque no le parece justo que pague y llegue el que 

fue en un momento se compañero y le quite su derecho que es lo que está exigiendo. 

De otra parte, como lo dijo el señor Juez se cumplió con los requisitos de ley, con lo que 

el dice que no se cumplió es con el tiempo lo cual le rebato ya que mi poderdante no 

aparece en ninguna parte ni se nombra en el contrato de promesa de compraventa. 



No esta casada con este señor y no declararon la unión marital de hecho en ningún 

momento. 

Solicito señores Magistrados tener en cuenta la ley 791 del 2002, habla de la reducción 

de los términos de prescripción en materia civil. Artículo 1326. El derecho de petición de herencia 

expira en diez (10) años. Pero el heredero putativo, en caso del inciso final del artículo 766, podrá oponer a esta 

acción la prescripción de cinco (5) años, contados como para la adquisición del dominio" 

Téngase en cuenta que mi poderdante recibió la posesión  desde el 2004 y hasta el 2015 cuando se inicio la 

demanda son  11 años. 

.El señor Juez manifiesta que ese contrato es claro porque le dan la mera tenencia al 

señor JUAN CARLOS HERNANDEZ, pero en el artículo octavo de esta contrato dice bien 

claro que cuando se le entregue la posesión o  tenencia del inmueble materia de este 

contrato los servicios, impuestos, valorización etc. Irán a cargo del promitente 

permutante y la entrega del bien se la hicieron a mi poderdante en el 2004, sin acta de 

entrega ni contrato alguno firmado por mi poderdante y la señora ELISA, quien hizo la 

entrega del bien. 

Como se puede ver ellos mismos hablan de tenencia o posesión.  

En el parágrafo segundo también dice que es voluntad de las partes que para la firma 

respectiva exista la potestad de los permutantes de adquirir derechos de propiedad para 

terceros pudiendo incluir a otros adquiriente o beneficiarios de esta negociación. 

▪ “La prescripción tanto la adquisitiva como la extintiva, podrá invocarse por vía de 
acción o por vía de excepción, por el propio prescribiente, o por sus acreedores o 
cualquiera otra persona que tenga interés en que sea declarada, inclusive habiendo 
aquel renunciado a ella”. Artículo 3°. El artículo 2530 del Código Civil quedará así: 
“Artículo 2530. La prescripción ordinaria puede suspenderse sin extinguirse; en ese 
caso, cesando la causa de la suspensión, se le cuenta al poseedor el tiempo anterior 
a ella, si alguno hubo. La prescripción se suspende a favor de los incapaces y, en 
general, de quienes se encuentran bajo tutela o curaduría. Se suspende la 
prescripción entre el heredero beneficiario y la herencia. Igualmente se suspende 
entre quienes administran patrimonios ajenos como tutores, curadores, albaceas o 
representantes de personas jurídicas, y los titulares de aquellos. No se contará el 
tiempo de prescripción en contra de quien se encuentre en imposibilidad absoluta de 
hacer valer su derecho, mientras dicha imposibilidad subsista”. Artículo 4°. El inciso 
primero del artículo 2529 del Código Civil quedará así: “Artículo 2529. El tiempo 
necesario a la prescripción ordinaria es de tres (3) años para los muebles y de cinco 
(5) años para bienes raíces”. Artículo 5°. El numeral primero del ordinal 3 del artículo 
2531 del Código Civil quedará así: “Artículo 2531... 1°. Que el que se pretende dueño 

no... Que el que se pretende dueño no pueda probar que en los últimos 
diez (10) años se haya reconocido expresa o tácitamente su dominio por 
el que alega la prescripción. 

▪ Que el que alegue la prescripción pruebe haber poseído sin violencia 
clandestinidad, ni interrupción por el mismo espacio de tiempo. 

. 
Tengamos presente que 

La posesión no se pierde por transferir la tenencia del inmueble. 



La persona que tiene la posesión de un inmueble sea de forma regular o irregular, no la pierde en 

caso de transferir la tenencia. 

Así lo señala el artículo 786 del código civil: 

«El poseedor conserva la posesión, aunque transfiera la tenencia de la cosa, dándola en arriendo, 

comodato, prenda, depósito, usufructo, o cualquiera otro título no traslaticio de dominio.» 

Es decir que el dueño o poseedor de un inmueble puede transferir al tenencia a otra persona sin 

que por ello se vea afectada su posesión, siempre que la calidad de tenencia no se vea 

comprometida, es decir, siempre que se pueda demostrar que lo que se transfirió fue la tenencia 

y no la posesión, y por ello es por lo que recomendamos que se elabore un contrato como los que 

el mismo artículo 786 enumera. 

Recordemos que la posesión se puede ejercer directamente o por intermedio de un tercero, como 

puede ser el arrendatario. 

 

Con lo expuesto anteriormente señores magistrados, pongo de presente que el 

señor Juez no tuvo en cuenta el testimonio de doña GEORGINA RAMIREZ, ya que 

ella reconoció que tuvo trato de hecho, obra o palabra, con los señores trilleras, 

pero que conoció a la señora GLORIA NARVAEZ CERRATO,  porque se la presento 

la señora ELISA CAMACHO, y que de eso hace más de 10 años. 

M poderdante como se ha demostrado ha ejercido los dones de ama señora y 

dueña, ha poseído el bien sin violencia, clandestinidad, ni interrupción alguna, 

para todo el mundo ella siempre dice y la gente sabe que ella es la dueña del 

bien inmueble. 

SEGÚN LA SENTENCIA ADVERTIDA EN  LA DEMANDA LE SOLICITAMOS APLICAR 

LA REGLA SIGUIENTE Y ACUDIR A LAS MAXIMAS DE LA EXPERIENCIA “dada la 

naturaleza misma del negocio que se espera descubrir, caracterizado por haberse 

realizado en la privacidad de los contratantes y con la firme intención de que 

permaneciera oculto, es de esperarse que no se hayan dejado mayores vestigios 

de su existencia; de ahí la dificultad de demostrarlo mediante probanzas directas. 

SC5187-2020-2013-00266-01  

 "2. Que el que alegue la prescripción pruebe haber poseído sin violencia, clandestinidad, ni 

interrupción por el mismo espacio de tiempo" (subrayado y resaltado ex texto). De modo 

que un tenedor puede convertirse en poseedor siempre que se rebele expresa y 

públicamente contra el derecho del propietario desconociéndole su calidad de señor y 

empezando una nueva etapa de señorío ejercido no sólo a nombre propio sino con actos 

nítidos de rechazo y desconocimiento del derecho de aquél a cuyo nombre con antelación 



ejercía la tenencia, interfiriendo, innovando y trocando su situación jurídica, en forma 

ostensible, porque, por ejemplo, el mero no pago de los cánones por un arrendatario no 

significa que adquiera su condición de poseedor, únicamente se convierte en tal cuando de 

manera pública, abierta, franca, niega el derecho que antes le reconocía al propietario. La 

posesión y el dominio también se diferencian en varios aspectos. La acción reivindicatoria 

protege el dominio, con la excepcionalidad de la acción publiciana; en cambio, la posesión 

se protege por los interdictos posesorios. En el dominio hay una relación jurídica, en la 

posesión la relación es de hecho. El dominio solo se adquiere por el modo, en tanto que una 

cosa se puede poseer a varios títulos. pido se tengan como pruebas  fuera de las 

aportadas, el contrato de arrendamiento de las personas que en esta momento 

están trasteando como se ve en la inspección judicial y el recibo del impuesto de 

este año que esta para pagar. 

-EN RAZON DE LO ANTERIORMENTE EXPUESTO LE SOLICITO DECLARAR LA 

POSESION DEL BIEN INMUEBLE a favor de la señora GLORIA NARVAEZ CERRATO, 

-QUE COMO CONSECUENCIA DE LA ANTERIOR DECLARACION SE ORDENE LA 

INSCRIPCION DE DICHO FALLO EN FOLIO NSCRIPION CORRESPONDIENTE A LA 

OFICINA DE INSTRUMENTOS PÚBICOS DE ESTE DISTRITO.  

No siendo más mi apelación, poniendo en conocimiento a ustedes señores 

magistrados de todo lo expuesto y sobre la posesión de mi poderdante doy por 

terminada mi apelación. 

 

De los HONOTABLES MAGISTRADOS 

ATENTEMENTE 

 

          LEONOR GUTIERREZ PORRAS 

C.C. N° 51598200 de BOGOTA 

T.P. N° 150120 del C.S.J. 

Correo electrónico: leogutierrez61@yahoo.com.ar 

 

 

 

 



apelacion

leonor gutierrez <leogutierrez61@yahoo.com.ar>
Mar 24/05/2022 13:50

Para: Juzgado 01 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto01bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

con el debido respeto solicito el recibido



 
 
 
 
 

 
 

DERECHO DE SEGUROS 
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DERECHO PENAL 

UN 
MAGISTER CIENCIAS PENALES 
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Calle 26 a No. 13-97 Oficina 1105 Edificio Bulevar Tequendama 
Telefax: 7042090 – Teléfonos: 7042053 – 488 49 56 – 488 45 80 

www.jairorinconachury.com – E. Mail: jairorinconachury@hotmail.com 
jairorinconachury@rinconachuryabogados.com.co 

Bogotá - Colombia 

HONORABLES MAGISTRADOS 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
SALA CIVIL 
M.P. DR. JORGE EDUARDO FERREIRA VARGAS 
E.    S.    D. 
 
 
Referencia:  ACCION PROTECCIÓN DEL CONSUMIDOR FINANCIERO 
  EXPEDIENTE 003-2021-00450-01. 

DEMANDANTE: CRISTIAN ALEXANDER MARTINEZ 
JURADO 

  CONTRA: SEGUROS GENERALES SURAMERICANA S.A. 
 
JAIRO RINCON ACHURY, mayor y vecino de Bogotá, identificado como 
aparece al pie de mi correspondiente firma, en mi calidad de apoderado 
especial de la sociedad denominada SEGUROS GENERALES 
SURAMERICANA S.A., en forma respetuosa me dirijo al despacho a fin de 
interponer RECURSO DE REPOSICIÓN contra el auto de fecha 22 de junio 
de 2022 mediante el cual se aceptó el desistimiento y se condenó en costas, 
lo anterior por cuanto conforme consta en el escrito adjunto dirigido a la 
Delegatura el desistimiento fue coadyuvado con la parte demandante.   
 
De los Honorables magistrados,  
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
JAIRO RINCON ACHURY 
C.C. No. 79.428.638 de Bogotá 
T.P. No. 64.639 del C.S. de la J. 
 



Jhon Bairon Zapata Cardona 
Abogado U de A 

Móviles 300 858 00 30 – 311 749 19 07  
                                                       jhonbzapata@une.net.co                                                 1 

 

Doctor 

Delegatura para Funciones jurisdiccionales 

jurisdiccionales@superfinanciera.gov.co 

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA 

Adscrito al Ministerio de Hacienda y Crédito Público 

E. S. D. 

Referencia:      INCUMPLIMIENTO CONTRATO DE SEGURO, Acción de protección 
del consumidor financiero. Ley 1480 de 2011. 

Radicación:        2021-025532 

Expediente:         2021-0450 

Denunciante:      CRISTIAN ALEXANDER MARTINEZ JURADO 

Denunciado:       SURA S. A. con NIT 890.903.407-9 

Asunto:  certificación de pago de condena y coadyuvo en  
desistimiento de apelación 

Cordial saludo 

JHON BAIRON ZAPATA CARDONA, domiciliado en Medellín, identificado con la 

Cédula de Ciudadanía N° 71’706.275, y Portador de la Tarjeta Profesional N° 

126.237 del C. S. de la J. actuando por poder especial conferido por el señor  

CRISTIAN ALEXANDER MARTINEZ JURADO, identificado con la cedula 

1.017’184.228, por medio de este memorial certifico que la demandada la sociedad 

la empresa SURA S. A. con NIT 890.903.407-9, ha cumplido cabalmente con el 

pago de la suma de dinero que por el referido fuera condenado por esta judicatura 

a pagar al demandante de la siguiente manera:  

 

 
Además coadyuvo en el desistimiento de la apelación que impetrara la demandada, 

en vista de haber cumplido cabalmente con las condenas del fallo. 

 

Agradezco toda su atención y la presta colaboración para con este trámite. 

 

Del señor Juez, Atentamente, 



Jhon Bairon Zapata Cardona 
Abogado U de A 

Móviles 300 858 00 30 – 311 749 19 07  
                                                       jhonbzapata@une.net.co                                                 2 
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CORPORACION GRUPO

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA RECURSOS DE QUEJA

DESP SECUENCIA FECHA DE REPARTOREPARTIDO AL MAGISTRADO

008 1460 26/02/2022JUAN PABLO SUAREZ OROZCO

APELLIDOS PARTENOMBREIDENTIFICACIO

INVERSIONES GARCIAIGVY VANEGAS Y CIA S EN C DEMANDANTE

JUAN CARLOSJCGG GARZON GUTIERREZ DEMANDADO

FUNCIONARIO DE REPARTO

lzuluagah



PARA TRASLADO - RECURSO DE QUEJA 008-2015-00644-03 DR SUAREZ OROZCO
Reparto Procesos Civiles Sala Civil Tribunal Superior De Bogota
<rprocesosctsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Sáb 26/02/2022 8:17
Para:

Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Seccional Bogota
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>

3 archivos adjuntos (345 KB)
OficioRemiteExpedienteTribunal2015-0644.pdf; 1460.pdf; F110013103008201500644 03.pdf;

Cordial Saludo,

Me permito informarle que el presente proceso se recibió en el correo de reparto el día 25 de febrero de 2022,
para radicar e ingresar.

Respetuosamente dejo constancia que mi función asignada es la de registro y reparto de los procesos civiles,
por cuanto a la revisión del cumplimiento de protocolo es competencia de otro empleado.

Nota: Se ingresa al despacho con fecha del  28 de febrero de 2022.
La carátula como el acta se encuentran en archivo adjunto en formato PDF.

Atentamente,

Laura Victoria Zuluaga Hoyos
Oficial Mayor


De: Juzgado 08 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto08bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: jueves, 24 de febrero de 2022 19:05

Para: Reparto Procesos Civiles Sala Civil Tribunal Superior De Bogota <rprocesosctsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: REMISIÓN DE PROCESO 11001310300820150064400 EN RECURSO QUEJA PARA REPARTO (carpeta virtual
NUMERO 07)
 

JUZGADO 008 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.
Carrera. Novena (9) No. 11-15, Piso 4º / TELEFONO: 2820061

Correo Institucional: ccto08bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
Bogotá D.C

REMISIÓN DE PROCESO 11001310300820150064400  
EN RECURSO QUEJA PARA REPARTO (carpeta virtual NUMERO 07)

Conforme a lo ordenado en Providencia del 27 de Enero de 2022, se dispuso remitir el proceso de la referencia
para surtir recurso de apelación ante el Honorable Tribunal Superior de Bogotá.

Para tal fin se remite en ONE DRIVE la carpeta virtual NUMERO 07 del Expediente 
REMISIÓN DE PROCESO11001310300820150064400  :

- 07Cuaderno05RecursoQueja-EjecutivoSumasDinero


mailto:ccto08bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fetbcsj-my.sharepoint.com%2F%3Af%3A%2Fg%2Fpersonal%2Fccto08bt_cendoj_ramajudicial_gov_co%2FElNWIy4trvpPnzkGgwKClhcBmTZ37nu4Om0e9CkQazInHA&data=04%7C01%7Caaldanas%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7Cb4ac51a8c4f54de3f59708d9f92a5daa%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637814782634648500%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=%2BYm9PFO9OrN7dwy45YoCbqz8bebDRCJSMTtfI%2F%2FhM18%3D&reserved=0


-ENVÍO A USTED POR TERCERA   vez el proceso de la referencia a esa Corporación
-Magistrado (a) DR. JUAN PABLO SUAREZ OROZCO 
-fecha 12 DE OCTUBRE DE 2017 Y 21 DE FEBRERO DE 2018 ​

Se remite el expediente de acuerdo   al protocolo para la gestión de documentos electrónicos, digitalización y
conformación del expediente Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020, emitido por el Consejo Superior de la Judicatura - Centro
de Documentación Judicial - CENDOJ Dirección Ejecutiva de Administración Judicial - Unidad de Informática, tal como se
les informó en circular de la presidencia de esa Corporación.

La providencia objeto de notificación se realiza acatando los parámetros establecidos por el consejo
superior de la judicatura mediante Acuerdo  PCSJA2011517 Y PCSJA2011521, asi como las Directivas
emitidas por el señor Presidente de la República de Colombia.ante la declaratoria de emergencia de salud
publica.


FAVOR ACUSAR RECIBIDO

 
Cordialmente,
 

SANDRA MARLEN RINCON CARO
Secretaria

MP

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato,
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el
destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las
contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le
corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o
archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo,
considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.
AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato,
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el
destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las
contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le
corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o
archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo,
considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.


